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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Arancibia Reyes, Jorge

--Bianchi Chelech, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrió, además, la Ministra de Educación señora Yasna Provoste Campillay
Actuó de Secretario el señor José Luis Alliende Leiva, y de Prosecretario, el señor Mario Labbé Araneda.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 53ª, ordinaria, en 2 de octubre del año en curso, 54ª, especial y 55ª, ordinaria, de 3 de octubre de 2007, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor LABBÉ (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos (boletín N° 3.878-17).



Con el segundo retira la urgencia que hizo presente para el despacho del proyecto que crea el Ministerio de Seguridad Pública, el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas, y modifica diversos cuerpos legales (boletín N° 4.248-06).



--Se toma conocimiento y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero informa que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal en materia de seguridad ciudadana y refuerza las atribuciones preventivas de las Policías (con urgencia calificada de “suma”) (boletín Nº 4.321-07), con excepción de las que indica, y remite la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse.(Véase en los Anexos, documento.1).


--Se toma conocimiento y se designa a los señores Senadores miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para integrar la referida Comisión Mixta.



Con el segundo comunica que ha otorgado su aprobación al proyecto que modifica el decreto ley N° 3063, de 1979, sobre Rentas Municipales, la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades y otros cuerpos legales, en relación con el Fondo Común Municipal y otras materias municipales (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 4.040-06). (Véase en los Anexos, documento.2).


--Pasa a las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda.



Del señor Jefe de Gabinete del Ministro Secretario General de Gobierno, a través del cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, sobre las medidas que es necesario adoptar en relación con CHILEDEPORTES.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, con el cual contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Espina, mediante el cual solicitó dotar de mayores recursos a la Subcomisaría de Fuerzas Especiales de la Prefectura de Malleco, con el objeto de que cumpla adecuadamente las labores de vigilancia en las zonas rurales que indica.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informe



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, para incorporar el título profesional de Geólogo entre aquellos que requieren el grado de licenciado universitario (boletín N° 5.037-04). (Véase en los Anexos, documento.3).


--Queda para tabla

Mociones



De los Senadores señores Bianchi y Orpis, por medio de la cual inician un proyecto de ley que modifica el Código Civil, con el fin de permitir a los tribunales, en los casos que indica, imputar a las personas naturales los actos de una sociedad (boletín N° 5.398-07). (Véase en los Anexos, documento.4).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema. 



De los Senadores señores Horvath, García y Sabag, con la que inician un proyecto de ley que modifica el Código de Comercio, en lo relativo al Juicio de Quiebra (boletín N° 5.399-03). (Véase en los Anexos, documento.5).


--Pasa a la Comisión de Economía.
Proyectos de acuerdo



De los Senadores señores Naranjo, Escalona, Muñoz Aburto, Navarro y Núñez, mediante el cual se condena la represión efectuada por la Junta Militar que gobierna Myanmar y se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que instruya al Ministerio de Relaciones Exteriores, en orden a que el Embajador de Chile ante la Organización de Naciones Unidas realice gestiones para la adopción de medidas que eviten un mayor sufrimiento al pueblo birmano (boletín N° S 1.017-12). (Véase en los Anexos, documento.6).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



De los Senadores señores Horvath, Bianchi, García, Kuschel y Sabag, por medio del cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que envíe a trámite legislativo una indicación al proyecto de ley que perfecciona el sistema previsional (boletín N° 4.742-13), con el fin de permitir que los funcionarios de la Administración Pública puedan tener una jubilación equivalente al 90 por ciento de sus remuneraciones (boletín N° S 1.018-12). (Véase en los Anexos, documento.7).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Permiso Constitucional



El  Senador señor Frei, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 60 de la Carta Fundamental y 7º del Reglamento del Senado, solicita autorización para ausentarse del país a contar del día 15 de octubre del año en curso, en virtud de la invitación que le formulara la Primera Mandataria con ocasión de su viaje a Italia y al Estado de la ciudad del Vaticano.


--Se accede.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Terminada la Cuenta.

El señor NARANJO.-  Pido la palabra. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Para referirse a la Cuenta, tiene la palabra Su Señoría.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, aunque parezca reiterativo, vuelvo a plantear lo siguiente.



Desde que los Comités tomaron la decisión de que los proyectos de acuerdo pasen a las comisiones respectivas -y ya han transcurrido más de 60 días-, nunca más esta Honorable Sala ha analizado alguno de ellos.



Y como veo que dos proyectos de acuerdo que figuran en la Cuenta de hoy fueron enviados a los respectivos órganos técnicos, no me cabe ninguna duda de que recién en el 2008 estos nos podrán informar al respecto. Y de verdad me pregunto qué nos responderán.



Entonces, con el transcurso de los días y de los meses, claramente ha quedado demostrado que tal decisión -que a lo mejor en su momento pudo haber sido correcta- resulta improcedente, por cuanto las comisiones se hallan abocadas a las diversas iniciativas legales que deben despachar y no tienen tiempo para estudiar los proyectos de acuerdo.



Por lo tanto, pido que se revoque dicha resolución, pues, de lo contrario, esta Sala nunca más tendrá la posibilidad de tratar aquellos.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Señor Senador, propongo tomar una decisión al respecto en la reunión de Comités del próximo martes.

El señor NARANJO.- De acuerdo. 

El señor BIANCHI.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor BIANCHI.- Yo, en verdad, nunca esperé estar de acuerdo con el señor Senador que me precedió en el uso de la palabra, pero esta vez coincido absolutamente con la exposición que ha hecho…

El señor NARANJO.- ¡Estuvo de acuerdo en el Transantiago!

El señor BIANCHI.- Es cierto; era una broma. 



Lo que pasa es que Su Señoría tiene mucha razón en su planteamiento. Y, si uno quisiera resolver el problema de otra manera, bastaría con presentar un proyecto de ley y, como se va a declarar inadmisible, pedir el patrocinio del Ejecutivo. 



Sin perjuicio de ello, entiendo que el Senado está a favor de recuperar la posibilidad de aprobar proyectos de acuerdo.

)--------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, me referiré a otro tema, porque el anterior lo vamos a conversar en la reunión de Comités.



 Los miembros de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones solicitamos un nuevo plazo para formular indicaciones respecto de un proyecto muy sucinto, en el que acordamos liberalizar el uso de bicicletas con motor y bicimotos.



En concreto, pedimos extender dicho plazo en un día, para poder presentar a la Sala el texto que concordamos.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- O sea, hasta el viernes 12, a las 12.

El señor NOVOA.- Así es.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, así se procederá.



Acordado. 

… ORDEN DEL DÍA

SUPRESIÓN DE FUNCIONES ADMINISTRATIVAS DE CARABINEROS DE CHILE. INFORME DE COMISIÓN MIXTA
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Informe de Comisión Mixta, en segundo trámite constitucional, recaído en el proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales para suprimir funciones administrativas de Carabineros de Chile, con urgencia calificada de “simple”. (Véase en los Anexos, documento.8).
--Los antecedentes sobre el proyecto (4322-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 42ª, en 9 de agosto de 2006.

En trámite de Comisión Mixta, sesión 34ª, en 17 de julio de 2007.

Informes de Comisión:


Constitución, sesión 29ª, en 3 de julio de 2007.

Mixta, sesión 57ª, en 10 de octubre de 2007.

Discusión:



Sesión 30ª, en 4 de julio de 2007 (se aprueba en general y particular).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- La controversia entre ambas ramas legislativas se originó en el rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de todas las enmiendas introducidas por el Senado en el segundo trámite constitucional.



La Comisión Mixta en su informe formula la proposición destinada a resolver las divergencias entre ambas Corporaciones. En síntesis, ella consiste en sustraer a Carabineros de Chile de la práctica de notificaciones en la justicia criminal y en la laboral; en liberarlos de la emisión del salvoconducto para cambio de domicilio, que en lo sucesivo se efectuará con la intervención de un notario u oficial civil; en mantener a su cargo las constancias en caso de accidentes de tránsito en que solo haya daños materiales, y en eximirlos de fiscalizar las normas de la Ley del Tabaco.



Dicha proposición fue acordada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, salvo la supresión de las labores de fiscalización por parte de Carabineros en lo tocante a la Ley del Tabaco, que tuvo el voto en contra del Honorable señor Gómez.



Finalmente, corresponde señalar que la Cámara de Diputados aprobó el texto propuesto por la Comisión Mixta en sesión celebrada el 4 de octubre recién pasado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión el informe.



Tiene la palabra el Honorable señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, junto con expresar mi absoluto acuerdo con el resultado a que llegó la Comisión Mixta, deseo insistir en un aspecto que mencioné ayer con motivo de la discusión del proyecto sobre la inscripción de armas de fuego. Soy contrario a asignarle a Carabineros la responsabilidad del control de las armas, del inventario y chequeo anual que habrá de hacerse para verificar la posesión de ellas. Tal función administrativa va en dirección absolutamente opuesta a la iniciativa que nos ocupa, que me parece acertada y en la que estamos todos de acuerdo. 



El punto que defendió ayer una señora Senadora en la Sala me parece que presenta un contrasentido con lo que analizamos ahora, y me preocupa. Ya lo debatiremos en su oportunidad, pero quiero dejar constancia de mi opinión, porque aquí estamos haciendo un esfuerzo importante y, de acogerse a futuro una legislación distinta, lo vamos a deshacer.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el informe de la Comisión Mixta.



--Se aprueba.

OTORGAMIENTO DE CARÁCTER  PERMANENTE A PATENTE ESPECIAL PARA PEQUEÑOS MINEROS Y MINEROS ARTESANALES
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga carácter permanente a la patente especial para pequeños mineros y mineros artesanales regulada en el artículo 142 del Código de Minería, con informes de las Comisiones de Minería y Energía y de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (5225-08) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 43ª, en 14 de agosto de 2007.


Informe de Comisión:


Minería y Energía, sesión 56ª, en 9 de octubre de 2007.


Hacienda, sesión 56ª, en 9 de octubre de 2007.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).-
 El objetivo principal del proyecto es dotar de carácter permanente y definitivo al régimen de patente especial minera a que alude el artículo 142 del Código de Minería.



La Comisión de Minería y Energía lo discutió en general y en particular, y lo aprobó por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores Gómez, Orpis, Núñez, Prokurica y Zaldívar), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



Por su parte, la Comisión de Hacienda aprobó el artículo único de esta iniciativa por la unanimidad de sus miembros (Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez Varela y Sabag), de la misma forma en que lo despachó la Comisión de Minería y Energía. 



Dicho artículo único deroga el artículo 1º transitorio de la ley Nº 19.719, que hace aplicable la modificación introducida al artículo 142 del Código de Minería hasta el pago correspondiente al período anual que se inicia el 1 de marzo de 2008.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, Chile tiene uno de los regímenes más seguros y estables del mundo en materia de propiedad minera. Las disposiciones constitucionales y legales vigentes, además de las condiciones mineralógicas, han hecho que nuestro país se transforme en uno de los que recibe mayor cantidad de inversión extranjera. Hoy día somos sumamente atractivos en este ámbito. Y una de las principales razones de ello es el régimen jurídico de amparo de la propiedad minera.



El artículo 142 del Código de Minería dispone que la concesión minera debe ser amparada mediante el pago de una patente anual cuyo monto será equivalente a un décimo de unidad tributaria mensual por cada hectárea completa, si es de explotación, y de un quincuagésimo de dicha unidad por la misma extensión si es de exploración.



El inciso segundo señala que por la o las pertenencias en explotación, sean propias o arrendadas, que trabajen los pequeños mineros y los mineros artesanales se pagará una patente anual de un diezmilésimo de unidad tributaria mensual por hectárea completa.



El 2001 se promulgó la ley Nº 19.719, la cual, junto con otorgar nuevas facilidades de pago para patentes mineras atrasadas y condonar recargos legales -algo que todos los parlamentarios que representamos zonas mineras solicitamos al Gobierno-, estableció un régimen especial de patente para los pequeños mineros y mineros artesanales, a quienes hasta ese momento se aplicaba indiferentemente el régimen de amparo general descrito.



El mensaje indica que la ley Nº 19.719, de 2001, añadió cinco incisos al entonces vigente artículo 142 del Código de Minería, a través de los cuales se estableció una patente especial para pequeños mineros y mineros artesanales. Sus características esenciales son las siguientes:



1.- La patente especial “ampara” la o las pertenencias en explotación, singularizadas en el acta de mensura correspondiente, cuya superficie no supere las 100 hectáreas para los pequeños mineros y las 50 hectáreas para los mineros artesanales, respectivamente, cuando se trate de personas naturales. En el caso de personas jurídicas, de sociedades legales mineras y cooperativas mineras, el límite es de 100 hectáreas.



2.- Dicha patente es anual y de beneficio fiscal.



3.- Su monto asciende a un diezmilésimo de UTM por cada hectárea completa amparada, y



4.- Los beneficiarios de esta patente son aquellos titulares de concesiones de explotación que acrediten ante el Servicio Nacional de Geología y Minería (SERNAGEOMIN) encontrarse en la calidad de pequeños mineros o mineros artesanales.



Señor Presidente, el propósito del proyecto que hoy analizamos es establecer como definitiva una norma que fue transitoria. Y Renovación Nacional lo va a apoyar, por estimar que esta es una de las pocas medidas reales y efectivas en favor de la pequeña y mediana empresa. 



Se trata de beneficiar a pequeños y medianos mineros y a productores artesanales para que puedan mantener su propiedad, porque viven una realidad económica muy difícil, y de hacerlo no solo en forma transitoria, como se decidió en un principio, sino permanente.



Por lo tanto, señor Presidente, pido a la Sala que apruebe el proyecto, ojalá por unanimidad.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará en general el proyecto.



--Se aprueba en general el proyecto y, por no haberse presentado indicaciones, queda aprobado también en particular. 

REGULACIÓN DE REQUISITO DE EDUCACIÓN PARA 

POSTULANTES A CARGO DE ALCALDE

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En seguida, corresponde ocuparse en el proyecto, iniciado en moción de los Honorables señores Sabag, Bianchi, Núñez, Orpis y Pérez Varela, que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades en lo relativo al requisito de educación que se exige para postular al cargo de alcalde, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


--Los antecedentes sobre el proyecto (5314-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag).

En primer trámite, sesión 49ª, en 5 de septiembre de 2007.


Informe de Comisión:


Gobierno, sesión 52ª, en 12 de septiembre de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El objetivo principal de la iniciativa es establecer como requisito para acceder al cargo de alcalde haber cursado la enseñanza media de manera real y efectiva e imponer sanciones al postulante que falsifique el documento que acredite el cumplimiento de esa exigencia.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió el proyecto tanto en general como en particular, por ser de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus integrantes, Honorables señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag. Su texto se consigna en el informe.



Cabe tener presente que esta iniciativa tiene carácter orgánico constitucional, por lo cual para su aprobación se necesitan 21 votos afirmativos.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, esta iniciativa es muy simple. Mediante ella solo se trata de dar consistencia a la normativa que hoy rige en la materia.



En 2004 se aprobaron los requisitos para ser candidato a alcalde. Se acordó exigir cuarto medio para postular a dicho cargo. Pero, como ese año nos encontrábamos en vísperas de la presentación de candidaturas a alcaldes y concejales, se dijo: “Que empiecen a regir desde el 2008”. Así se resolvió. Y el año 2008 ya se avecina.



La norma legal respectiva dice claramente: "Para ser candidato a alcalde se deberá acreditar haber cursado la enseñanza media o su equivalente y cumplir con los demás requisitos señalados en el artículo 73 de la presente ley.".



Pues bien, con el proyecto en debate se pretende dar consistencia a la referida disposición, para que los candidatos a alcalde cumplan de verdad ese requisito. Ello, fundamentalmente porque hasta hace un tiempo se decía “octavo básico”, y llegaban con un certificado. Ahora se dice “cuarto medio”, y llegan también con un certificado. ¿Pero acredita este documento que se cursó de verdad el cuarto medio? ¿Lo reconoce oficialmente el Ministerio de Educación?



Ese es el único propósito que se persigue.



El Director del Servicio Electoral expresó que en algunas ocasiones se han presentado dificultades; incluso, se refirió a la suscitada con un postulante a la Cámara Baja. Precisó que las candidaturas de algunas personas fueron rechazadas debido a que los certificados no se conformaban a lo dispuesto por el Ministerio de Educación. Y concluyó señalando que otros fueron objetados como Diputados.



En el caso de algunos nombramientos para importantes cargos públicos efectuados por el Gobierno últimamente, la Contraloría no tomó razón porque las personas designadas no habían cursado el cuarto medio.



Nosotros mismos, aquí, en el Senado, siempre estamos tratando de mejorar el aspecto profesional en distintos ámbitos. Así, hace pocos días acordamos por unanimidad que los médicos -sea cual fuere la universidad donde se titularon- que opten a un cargo en el Servicio Nacional de Salud o en los consultorios deberán rendir un examen.



Por otro lado, acabamos de despachar en la Comisión de Educación una norma donde se establece que para ser sostenedor de un establecimiento educacional se requiere tener ocho semestres de educación aprobados.



Los funcionarios agrupados en la ASEMUCH se nos quejaban y nos señalaban que para optar a cualquier puesto profesional en una municipalidad se exigen diez semestres. ¡Y para ser alcalde se lleva cualquier documento…!



Eso no es admisible. Va en detrimento del prestigio de la función política, ya que de alguna manera se vulnera la fe pública.



Aquí solo se pretende precisar la norma vigente -porque la exigencia del cuarto medio ya es ley- a fin de impedir que mediante cualquier subterfugio se obtengan esos documentos, sin que nadie pueda intervenir para decir: "Cortemos la chacota. Hagamos las cosas como corresponde".



Por último, ¿qué se está pidiendo? Que el alcalde por lo menos sepa leer y escribir y realizar las cuatro operaciones matemáticas esenciales. Porque a lo largo del país hay varios que no saben leer ni escribir. ¡Y aparecen con un certificado de cuarto medio…!



¡De qué estamos hablando, señor Presidente!



Al respecto, debemos actuar en forma seria y responsable. Si estamos luchando por darles autonomía a los municipios, por entregarles más recursos y por fijarles mayores responsabilidades, al menos establezcamos una exigencia mínima, para evitar que el cargo de alcalde se desprestigie e impedir la comisión de errores derivados muchas veces de la ignorancia.



Señor Presidente, hemos recibido algunas sugerencias del Ministerio de Educación para mejorar la idea propuesta. De modo que queremos pedir a la Sala que apruebe en general el proyecto y fije plazo para presentar indicaciones, con el objeto de despachar una iniciativa que dé certeza a la norma vigente y por esa vía evitar una serie de conflictos que puede enfrentar el Servicio Electoral a raíz de los múltiples reclamos que sería factible formular sobre la materia.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se activarán los timbres y procederé a abrir la votación, porque se requieren 21 votos afirmativos para aprobar el proyecto. De lo contrario, no vamos a tener quórum.



Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.



--(Durante la votación).

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, esta iniciativa pone al día a Chile  en materia de los requisitos exigibles a una autoridad elegida por voluntad ciudadana, como lo es el alcalde.



En una comuna, el alcalde es expresión de la soberanía popular. Por lo tanto, se debe tener mucho cuidado con las exigencias que se fijan a los postulantes a ese cargo.



Los ciudadanos pueden elegir y ser elegidos. Es fundamental considerar este elemento en cualquier norma que determina requisitos. Y, de hecho, el Congreso Nacional estableció la obligación de la enseñanza media para ser elegido alcalde.



Ahora bien, nuestro país, en un proceso de muchos años, ha logrado objetivos educacionales muy significativos. Hoy en día, es difícil encontrar a algún joven -chiquilla o chiquillo- que no tenga la posibilidad de contar con su educación media completa. De manera que hoy Chile se halla en condiciones de exigir al alcalde, una de sus autoridades más importantes, ese nivel de enseñanza.



¿Por qué presentó este proyecto el Honorable señor Sabag, quien tuvo la amabilidad de invitarnos a compartirlo? Porque la educación media completa es un requisito al cual resulta fácil acceder, por cuanto en la práctica está presente en los establecimientos educacionales de cada una de nuestras comunas.



Ante iniciativas de esta naturaleza, uno siempre tiende a pensar en la colocación de barreras de entrada a personas que tienen merecimientos para ser representantes de una comuna. Pero la educación media completa no constituye una valla de esa índole, sino simplemente una exigencia acorde con la situación educacional existente hoy en el país.



Además, se trata de un requisito muchas veces indispensable frente a las nuevas realidades que surgen en los municipios.



Las municipalidades tienen preeminencia en la administración comunal. Y, por cierto, todos anhelamos que ellas se transformen en gobiernos comunales.



Por lo tanto, si el país ha avanzado en el ámbito de la educación de manera tal que la enseñanza media completa ya no es privilegio de una minoría sino una conquista social para prácticamente todos los chilenos, no hay razón para no imponer respecto de los alcaldes una exigencia como la planteada a través de este proyecto.



También se establece como elemento muy fundamental, entre las causales de cesación en el cargo de alcalde, la presentación de documentación falsa para acreditar el requisito de haber cursado la educación media. Porque, lamentablemente, hay ejemplos que demuestran que ello ha ocurrido.



Bajo esas consideraciones, concurrimos a apoyar el proyecto, a formar parte de él, a firmarlo, porque creemos que, en una cuestión tan importante como el gobierno de cada una de las comunas, esta norma coloca a nuestro país en el lugar a que ha llegado en materia educativa. De manera que -diría yo- estamos adecuando la preceptiva a la realidad de Chile y sus comunas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, es razonable buscar mecanismos conducentes a que quienes representan a la ciudadanía tengan la mejor preparación educacional posible para ejercer los cargos respectivos y ojalá cuenten también con experiencia en gestión, que es fundamentalmente lo que se requiere en este caso.



De la idea planteada, me preocupa lo siguiente.



La actual ley dice: “Para ser candidato a alcalde se deberá acreditar haber cursado la enseñanza media o su equivalente y cumplir con los demás requisitos señalados en el artículo 73 de la presente ley.”.



Esta iniciativa agrega un componente adicional: que la enseñanza media haya sido cursada de manera regular, en cuatro años. Entonces, quien hizo un esfuerzo educacional a distancia, u obtuvo la licencia de educación media en la modalidad de dos años en uno, o realizó toda una acción personal para lograr una mejora en sus condiciones educativas no podría ser candidato porque, conforme a la norma que se nos sugiere, aquella no fue cursada de modo regular, en cuatro años, sino mediante una modalidad distinta.



Por eso, estando de acuerdo con el sentido de la iniciativa, creo que el texto propuesto limita, no permite que las personas se superen.



En seguida, esto se hace exigible para los alcaldes y no para los concejales, diputados, senadores y una serie de otras autoridades que también, de alguna manera, debieran estar obligadas a cumplir ese requisito mínimo.



Por consiguiente, siendo interesante la moción desde la perspectiva de lo que puede significar en cuanto al buen desempeño de quien dirige el municipio, me parece que el proyecto en debate restringe y coarta las posibilidades de participar en la gestión municipal como alcalde a personas con familia que, luego de tremendos esfuerzos, aprueban su educación media de manera distinta a la regular, de cuatro años.



A mi juicio, si se han cometido ilícitos, es necesario establecer mecanismos para evitarlos y, asimismo, fijar sanciones para quienes trasgredan las normas que se dicten.



No obstante, comentábamos con el Senador señor Sabag que, aun cuando existan disposiciones para tal efecto, el que quiera falsificar la licencia de educación media lo hará igual. Porque el delincuente siempre actúa así. No basta, entonces, con colocar un requisito adicional.



El Honorable señor Sabag me hace la salvedad de que en este proyecto se consigna una sanción. Pero eso es distinto. Yo estoy abogando por que a las personas que en el desarrollo de su vida hacen un esfuerzo grande para cursar la educación media de manera diferente a la regular, de 4 años, no se les limite la posibilidad de participar en una actividad tan importante como la de alcalde.



Si eso se corrige, no tendré problema para votar a favor. Pero si se mantiene como está, me pronunciaré en contra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, accedí a compartir esta moción, elaborada por el Senador señor Sabag, porque creo que permite dar una señal importante y correcta.



Aquí estamos votando la idea de legislar. Por tanto, durante el debate particular el texto que nos ocupa podrá ser objeto de correcciones.



Nadie puede discutir que las municipalidades son organismos con gran cantidad de facultades. En muchas comunas, son lejos las entidades más significativas y administran patrimonios cuantiosos. Entonces, para llevar a cabo las labores pertinentes se requiere cada vez mayor preparación. Porque, a no dudarlo, el resultado de la gestión depende mucho de la capacidad de quienes están encargados de ella.



Se establece la diferencia entre los concejales y el alcalde precisamente porque la administración le corresponde a este último.



Por consiguiente, en la medida en que fijemos mayores niveles de exigencia para postular a los cargos públicos, es claro que la calidad en el ejercicio de ellos mejorará de manera significativa.



Si estamos pensando en fortalecer -como lo señaló el Senador Sabag- la descentralización, en modernizar el sistema municipal, en otorgar mayores facultades a los municipios, ello debe ir aparejado necesariamente con el establecimiento de mayores grados de exigencia a quienes van a asumir el cargo en comento.



La administración de la educación y de la salud, por ejemplo, es tremendamente compleja. Por lo tanto, quien encabeza la gestión municipal -o sea. el alcalde- tiene que ser objeto de mayores requisitos.



¿Adónde apunta básicamente la moción que dio origen a la iniciativa que nos ocupa? A establecer el cuarto medio efectivo. Esa es la realidad. Porque existen distintas alternativas para adquirir ese nivel educacional.



En consecuencia, durante la discusión particular habremos de incorporar normas transitorias para adecuar la legislación a las situaciones particulares que se dan hoy.



Pero, en síntesis, considero importante otorgar la señal de que se exige el cuarto medio efectivo porque es indispensable aumentar el nivel de exigencia, lo cual, sin duda, contribuirá a la existencia de mejores gestiones, sobre todo si pensamos en descentralizar y otorgar a los gobiernos locales mayores facultades, más patrimonio, etcétera.



Por tales razones, como autor del proyecto, gustoso aprobaré la idea de legislar. Y, asimismo, hago presente la conveniencia de estudiar la exigencia en cuestión para el resto de los cargos públicos, a fin de que donde existen mayores responsabilidades haya también un más alto grado de exigencias.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, voy a votar en contra de esta iniciativa, por las siguientes razones.



En primer lugar, porque la diversidad de nuestro país hace que tengamos comunas muy pequeñas, con escasos habitantes, donde es poco probable contar con varios candidatos a alcalde que cumplan el requisito de contar con la licencia pertinente tras haber cursado el primero medio en un año, el segundo medio en otro, el tercero medio en otro y el cuarto medio en otro, y en las cuales sí es muy factible que una persona haya realizado el esfuerzo y obtenido aquella en dos años o logrado la licencia media para fines laborales, como se la conoce normalmente.



A mi juicio, con una normativa como la propuesta estaríamos dejando al margen del proceso eleccionario a muchos compatriotas capaces de ejercer fuertes liderazgos y de administrar bien una municipalidad.



En segundo lugar, sostengo que esta iniciativa es manifiestamente discriminatoria si pensamos que para ser elegido Diputado se requiere ser ciudadano con derecho a sufragio, tener cumplidos veintiún años de edad, haber cursado la enseñanza media o equivalente, y que idénticos requisitos se exigen para el cargo de Senador.



Es decir, el certificado de cuarto medio para fines laborales permite a un ciudadano ser candidato a parlamentario.



Incluso, creo para ser Presidente de la República no se exige cuarto medio.



Entonces, no me parece justo que para postular al cargo de alcalde se imponga la exigencia de que se trata, particularmente en el caso de las comunas más rurales, con mayor pobreza, con pocos habitantes, aisladas.



Además, hace aproximadamente tres años legislamos para exigir la enseñanza media a quienes quisieran ser jefes comunales. Me permito recordar que hasta la última elección municipal el requisito era solo saber leer y escribir.



En la Región de La Araucanía conozco a muchas personas, de distintos partidos políticos, que hicieron el esfuerzo de sacar su cuarto medio en uno o en dos años, que prepararon sus pruebas y las rindieron en forma satisfactoria y que hoy cuentan con la licencia de enseñanza media para fines laborales, la cual les permite postular para el próximo período.



Si nos ponemos a legislar ocho meses antes de la inscripción de candidaturas y con un año de antelación a los comicios municipales, mucho me temo que la conclusión será que la norma se ha elaborado con nombre y apellido, a fin de dejar a algunos en el camino y favorecer a otros. No digo que esa sea la intención de los autores de la iniciativa, pero, en el hecho, se va a pensar así. 



Y si finalmente hubiera mayoría en la Sala para aprobar la idea de legislar, pediría que nos pusiéramos de acuerdo para que la exigencia se aplicase en las elecciones de 2012, pero no en las de 2008. En caso contrario, vamos a dejar al margen a muchos ciudadanos que de manera responsable se han preparado para enfrentar la próxima designación de alcaldes.



Por último, señor Presidente, las colectividades políticas tienen la responsabilidad de presentar ante la ciudadanía a los mejores candidatos, a los más preparados, a los más honrados, a los más honestos, para ponerlos al frente de la administración municipal. 



La gente reclama mucho en contra de los políticos y los partidos. Pero si estos últimos no son capaces de proponer buenos postulantes a la administración municipal, a los consejos regionales, al Parlamento y a la Presidencia de la República, la verdad es que finalmente le están haciendo un flaco favor al país.



¡Y, entre nosotros, debemos reconocer que por Dios que cuesta encontrar candidatos! Al existir un cada vez mayor desprestigio de la actividad pública, resulta más difícil hallar a buenos postulantes, a personas dispuestas, generosamente, a desentenderse de sus actividades propias para concurrir al servicio en ese ámbito.



Por todo lo anterior, ya la exigencia de cuarto medio en las elecciones de 2008, aunque sea válido acreditarlo con la licencia otorgada para fines laborales, significa haber dado un paso. Si se quiere dar otro más, bienvenido sea, pero para las elecciones de 2012 y en ningún caso para las próximas.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, deseo formular algunas observaciones no menores respecto de la iniciativa.



En primer lugar, exigir que la enseñanza media que deban haber cursado los alcaldes sea la formal regular definida en la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, desvirtúa todas las formas restantes de educación también reconocidas por el Estado. Ello resulta incongruente con la legislación en vigencia, que reconoce otras modalidades de estudio, de mayor o menor duración, para los adultos, las que perderían eficacia en el caso de que se quiera postular al cargo de alcalde.



Además, se generaría un problema similar para quienes estudiaron en el extranjero y que, por lo tanto, no podrían dar cumplimiento al requisito.



En segundo término, tampoco resulta lógica la exigencia si se considera que los estudios de enseñanza media realizados al margen del sistema formal habilitan para obtener un título profesional. De este modo, podría llegarse al absurdo de que no pudiera asumir el cargo un profesional candidato a alcalde que hubiese terminado la enseñanza media por la vía de realizar dos cursos en un año o de dar exámenes libres.



Por otra parte, establecer la obligación solo para dicho cargo resulta desproporcionado con relación al resto de los que son de elección popular, como ya se ha señalado en la Sala.



En cuanto a incorporar como causal de cesación en esa función la falsificación del documento que acredite la educación media, se estima más apropiado contemplar como tal el incumplimiento de cualquiera de los requisitos necesarios para ser elegido alcalde.



Por último, no es conveniente disponer que lo de la falsificación opera "sin que el infractor haya sido condenado a pena aflictiva". En efecto, además de eventuales problemas de interpretación que podrían suscitarse en los casos en que la persona se encuentre condenada, se están confundiendo dos causales, que son la pérdida del derecho a sufragio y el incumplimiento de los requisitos establecidos para acceder al cargo.



En términos generales, concuerdo con la intención de la moción.



Desde luego, la exigencia de más educación es algo absolutamente concordante con las propias leyes que hemos dictado acá en el Congreso. Sin embargo, existen varias maneras de cumplir los requisitos. Lo que interesa es que la persona tenga la capacidad para desempeñar en plenitud el cargo de alcalde y representar en ello a la comunidad, de la cual es la primera servidora. 



Tampoco debemos olvidar que para estos efectos se crea el cargo de administrador municipal, en el cual el alcalde puede poner a alguien con todos los requisitos para que se encargue de la parte fina en lo social, de los elementos económicos y administrativos de un municipio.



A mi juicio, será difícil avanzar con la iniciativa mientras no se aclare el punto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, quiero aprovechar que se encuentra acá la señora Ministra de Educación, porque estimo que el proyecto no puede contar con el respaldo de esa Secretaría de Estado. 



Hoy día, dentro del sistema de enseñanza reconocido por esta última, los estudiantes que cumplen 18 años pueden optar por cursar dos años en uno. O sea, la iniciativa propuesta va en contra de los intereses de muchos jóvenes. Pienso que está profundamente equivocada y que podemos cometer una aberración con lo que estamos a punto de aprobar.



A un muchacho que cumple 18 años -repito- el sistema educacional formal le ofrece la posibilidad de realizar dos años en uno para que pueda recuperar aquellos que perdió y rendir a tiempo la prueba de ingreso a la Universidad. Con la redacción en análisis, vamos a liquidar a todos esos jóvenes, que son miles. Entonces, no creo que se necesite una normativa de este tipo.



La Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades dice que "Para ser candidato a alcalde se deberá acreditar haber cursado la enseñanza media o su equivalente y cumplir con los demás requisitos señalados en el artículo 73 de la presente ley.". En consecuencia, ese es el precepto que el Servicio Electoral debe cumplir.



Si el Director de este último organismo requiere peritos calígrafos para examinar si los certificados son falsificados o no, esa es una cuestión que será preciso resolver como corresponde: deberán proporcionarse recursos para contratarlos y saber si los documentos son auténticos o no. Pero ello no se soluciona en la forma que ahora se plantea.



Perdone que lo diga, señor Presidente, pero esto es como el chiste de don Otto. ¡Si hoy el sistema educacional le ofrece a un montón de jóvenes la posibilidad de recuperar años perdidos!



Por mi parte, valoro el tremendo esfuerzo desplegado por el Senador señor Orpis contra el narcotráfico y su compromiso en ese sentido. ¿Cuántos jóvenes de 15 ó 16 años han perdido o repetido dos o tres años de estudios y luego se recuperan gracias a los procesos de rehabilitación, cumplen los 19, realizan dos cursos en uno y pueden postular a la Universidad a los 20 o los 21? Pues bien, con la exigencia que nos ocupa no van a poder después ser alcaldes. O sea, los estamos transformando en semiciudadanos, en ciudadanos a medias, recortados, amputados.



Se observa en la propuesta una imperfección muy de fondo.



Por cierto, no dudo de la buena intención de sus autores. Pero repito que la norma vigente dispone que "Para ser candidato a alcalde se deberá acreditar haber cursado la enseñanza media o su equivalente y cumplir con los demás requisitos señalados en el artículo 73 de la presente ley.".


Y si alguien falsifica la licencia de educación media, procede la contratación de peritos, como señalé hace un instante, para que el Director del Servicio Electoral pueda saber si los certificados son auténticos o no. Pero no introduzcamos una enmienda que pugna contra lo que el propio sistema vigente permite, de manera correcta y justa, a muchos jóvenes: cursar dos o tres años en uno. Esto último hace factible, por ejemplo, que aquellos que cayeron en el consumo de drogas se rehabiliten y vuelvan a ser ciudadanos normales.



Señor Presidente, perdone que exprese mi parecer con tanto énfasis. Lo hago porque conozco a un gran número de muchachos que se encuentran en esa situación y a quienes afectaría la norma que nos ocupa. O sea, ellos tienen la mejor intención de reinsertarse en la sociedad y llegar a ser ciudadanos plenos, pero, involuntariamente, les cercenaríamos la posibilidad de que en un momento determinado postularan al cargo de alcalde o a asumir otras responsabilidades públicas.



He dicho.

El señor GAZMURI.- Es necesario rechazar el proyecto.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, ¿me permite plantear algo de carácter más bien reglamentario?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor HORVATH.- Como Comité Renovación Nacional, sugiero que, dados los argumentos que se han escuchado, la iniciativa vuelva a la Comisión de Educación a fin de que allí sea analizada y se presente un nuevo informe.

El señor MUÑOZ BARRA.- Pero el texto ya se encuentra sometido a la consideración de la Sala.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Para adoptar ese acuerdo se necesita el asentimiento unánime de los señores Senadores presentes, porque ya se abrió la votación y hasta el momento se han emitido 22 votos.



Si lo hubiera, se suspendería la votación y el proyecto se enviaría a esa Comisión para un nuevo informe.

El señor PROKURICA.- Lo hay, señor Presidente.

El señor LARRAÍN.- Así es.



Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, deseo plantear lo mismo que acaba de expresar el Senador señor Horvath.



Lo escuchado al Honorable señor Escalona y a otros colegas me hace reflexionar sobre el verdadero alcance de la iniciativa que estamos votando. Apoyo la tesis de que vuelva a la Comisión de Educación, con el propósito de que se examinen todos sus alcances y posibles consecuencias, porque se debe tender a mejorar la legislación y no a limitar el acceso de los ciudadanos al cargo de que se trata.

El señor MUÑOZ BARRA.- Primero terminemos el debate.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, estoy totalmente de acuerdo con que el proyecto vuelva al órgano técnico.



Como expresé de modo claro en mi intervención, la idea es perfeccionar el sistema e impedir que sea burlado. El propósito que se persigue es que el día de mañana no llegue una persona con un certificado de cuarto medio pese a no cumplir con tal exigencia, lo cual defraudaría la fe pública.



Con referencia a la observación que hizo el Senador señor García, ¿es posible que no haya interesados en ser candidatos si el alcalde puede ganar 2 millones de pesos? Un director de establecimiento educacional en una comuna, un capitán o un teniente de Carabineros o un Jefe de Investigaciones, ¿cuánto ganan por sus servicios? Setecientos mil u ochocientos mil pesos. ¡Y el alcalde va a percibir dos millones…!



Entonces, ¡exijamos a los postulantes el requisito mínimo…!



Ahora recibimos una sugerencia del Ministerio de Educación para perfeccionar y recoger justamente lo que observaba el Senador señor Escalona. 



Por eso, si la iniciativa vuelve a la Comisión, podremos mejorarla y perfeccionarla y posteriormente someterla de nuevo al pronunciamiento de la Sala.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, creo que vale la pena destinar 5 ó 10 minutos a exponer algunas ideas, porque la verdad es que, en el fondo, el proyecto presenta mucha debilidad. 



Se sostiene que el requisito de cuarto año medio asegura que el alcalde va a cumplir muy bien su cometido. Entonces, ¿cómo podrían explicar los autores de la moción, de cuya buena intención no dudo, el que, con frecuencia, los municipios más endeudados se hallen dirigidos por profesionales universitarios de alta calidad?



Por mi parte, siempre respeto los planteamientos de mis colegas -sé que se hallan bien inspirados-, pero ese es un argumento que se debe tomar en cuenta. Repito: la realidad demuestra que muchos de los municipios son dirigidos por profesionales, lo cual no garantiza la calidad de la gestión.



Ahora, si la idea es empezar a exigir currículums, capacidades, etcétera, hagamos otra cosa: cambiemos la forma de elegir a los alcaldes por un llamado a concurso público. Porque, en definitiva, se está buscando un gerente para administrar la corporación. Si así fuere, alguien debería plantear que la designación de jefe comunal se realizara mediante un concurso de currículums.



Considero que el alcalde es un líder de opinión en una comunidad y que se encuentra dotado de una sensibilidad especial, por su propia vocación, en el sentido de recoger las latencias, las aspiraciones, los problemas de la gente. Y esa es una condición natural en el servidor público, que no siempre posee el técnico o la persona con un alto grado educacional.



Realmente me sorprende que se exija acreditar el cuarto año medio de la enseñanza formal regular.



Al respecto, pregunto a la señora Ministra si va a tener alguna importancia la licencia laboral, que hoy día permite desempeñar cualquier actividad, excepto seguir estudios universitarios.



Según este proyecto de ley, la licencia laboral no serviría para una homologación y para postular al cargo de alcalde, porque se otorga mediante un sistema de estudios que no dura cuatro años. Cualquier persona de 25 ó 30 años de edad, por ejemplo, puede obtenerla al sacar su cuarto medio, pero le sirve para desempeñar un puesto de trabajo, no para continuar estudios universitarios.



Señor Presidente, si esa fuera la intención de la iniciativa, votaré en contra, pues, sobre la base de lo dispuesto por la Constitución, me parece más que suficiente el que una persona haya cursado cuarto año medio o estudios homologables a ese mismo nivel.



En caso contrario, si queremos ser muy finos, debe exigirse un currículum de peso, y solo podrán postular a las alcaldías los ingenieros comerciales, que son quienes se hallarían en condiciones de administrar las empresas que serían los municipios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, debo puntualizar que el proyecto que nos ocupa no puede volver a la Comisión de Educación, porque nunca pasó por ella: lo informó la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. Si hubiera sido estudiado por la primera, lo hubiésemos rechazado, sin duda alguna.



La contradicción más fuerte que presenta la iniciativa dice relación a que para ser elegido Primer Mandatario no se establece el requisito de estudios. En cambio, se pretende disponer ahora exigencias especiales para ser alcalde.



El texto va en contra de la normativa del propio Ministerio de Educación, señor Presidente. Se trata de algo ya legislado. Por lo tanto, pido que concluya la votación, porque creo que la Sala va a rechazarlo.



Mi estimación es que si el proyecto se remitiera a la Comisión de Educación, donde el Senador que habla votaría en contra, allí también sería rechazado. Y si llegara a despacharlo esta Corporación, me asiste la convicción de que no pasaría de la Cámara de Diputados, atendidos los debates que sostuvimos por largo tiempo cuando se incorporó el requisito de haber cursado cuarto medio para ser alcalde, que ya fue una norma de alta exigencia. Creo que la sobreexigencia contemplada ahora no va a encontrar acogida.



Me pronuncio en contra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si no hay acuerdo, terminaremos la votación.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, lamento haberme incorporado tarde, pero este asunto se viene discutiendo desde hace mucho tiempo y, por consiguiente, ya todos tenemos algunas ideas más o menos formadas.



Aquí hay dos bienes que cuidar. Uno de ellos es el derecho que asiste a todo ciudadano, aunque no posea la educación mínima, de generar una buena dirección política dentro de su comuna. Pero también es efectivo que hablamos permanentemente de que la necesidad obliga a que los cargos públicos, de cualquier naturaleza, sean ejercidos con la mayor capacidad o preparación posible. Se trata, por lo tanto, de dos elementos que resultan contradictorios en su implementación en forma directa.



Pido que, si fuera posible, el proyecto se remitiese a la Comisión de Educación, para considerar un enfoque distinto y ver cómo podemos conciliar ambos factores.



La manera de hacerlo es muy simple: dar un tiempo suficiente y generar condiciones específicas, de aquí a la próxima elección, para aquellos que no han cursado el cuarto año medio. Por lo demás, no son muchos: no llegan a más de 50 ó 60 personas en todo el país. De ese modo se puede lograr una preparación apropiada. 



Ello es posible. Lo hemos estado conversando con la señora Ministra en estos mismos instantes.



Porque no se puede actuar en forma retroactiva, pero sí mejorar, si hacemos un esfuerzo en esa línea.



Y si la Sala decide que el texto pase a la Comisión de Educación, creo que en ella sería posible alcanzar algún acuerdo inteligente, aunque no todos lo piensen así. 



Tal vez podríamos hacer una excepción en esta oportunidad.



Esa es mi propuesta.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Señor Senador, para ello debo recabar la unanimidad de la Sala, porque la votación está abierta.

El señor NARANJO.- Ya estamos votando.

El señor NAVARRO.- No se puede, señor Presidente.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¡Por favor! El método no puede superar el fondo de la cuestión.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¿Hay acuerdo para acceder a lo solicitado? 

El señor MUÑOZ BARRA.- No, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Entonces, continúa la votación.

El señor ORPIS.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, fundamento mi voto a raíz de una serie de intervenciones realizadas en la Sala.



Tal como lo señalé con anterioridad, aquí básicamente debemos pronunciarnos sobre el proyecto en general. 



¿Y cuál es el sentido de la idea de legislar? Determinar si resulta lógico establecer mayores niveles de exigencia en el ámbito municipal, en especial para postular a alcalde. Ese es el tema de fondo planteado en la moción. 



Después, en la discusión particular, perfectamente se podrá fijar un régimen transitorio para la próxima elección o señalar que esto se aplicará a quienes postulan por primera vez. Creo que existen muchas fórmulas para perfeccionar el proyecto en la siguiente etapa legislativa.



Pero la iniciativa pretende dar una señal, lo que me parece absolutamente lícito: establecer, para cargos públicos que conllevan grandes responsabilidades, como los municipales, mayores niveles de exigencia.



A mi juicio, ello no constituye ningún atentado contra la igualdad de oportunidades. Para muchos cargos de ese tipo se exigen requisitos a los candidatos. Este no es el primer caso. 



Tampoco se trata de instaurar elecciones por currículum -¡no, señor Presidente!-, sino de que quienes postulen, merced a su mayor preparación, brinden más garantías a la ciudadanía.



Hoy sabemos que el cuarto medio prácticamente no significa nada. La exigencia actual resulta realmente mínima. Lo único que se solicita acá es haber cursado de forma efectiva la enseñanza media y no contar solo con la licencia media para fines laborales, la cual consta de cuatro ramos a un nivel bastante básico.



Entonces, demos este paso para otorgar mayores garantías de que los municipios serán dirigidos efectivamente por personas con mejor preparación y, desde ese punto de vista, con más responsabilidad.



He dicho.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el proyecto (16 votos en contra, 7 a favor y 6 abstenciones).



Votaron por la negativa los señores Allamand, Escalona, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Ominami, Romero y Vásquez.


Votaron por la afirmativa los señores Bianchi, Frei, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag y Zaldívar.



Se abstuvieron la señora Matthei y los señores Arancibia, Espina, Flores, Larraín y Pizarro.

BENEFICIOS A CONDENADOS POR DELITOS CONTRA LA VIDA, INTEGRIDAD O LIBERTAD PERSONAL
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Arancibia, Larraín, Prokurica, Boeninger y Silva Cimma, que concede beneficios a condenados por los delitos que indica, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3983-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los señores Arancibia, Larraín y Prokurica y de los entonces Senadores señores Boeninger y Silva Cimma).


En primer trámite, sesión 34ª, en 7 de septiembre de 2005.


Informe de Comisión:


Derechos Humanos, sesión 55ª, en 3 de octubre de 2007.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Los objetivos principales de la iniciativa son los siguientes.



En primer lugar, se concede a los condenados o procesados actualmente por delitos contra la vida, la integridad física o psíquica o la libertad personal cometidos por agentes del Estado entre el 11 de marzo de 1978 y el 11 de marzo de 1990 el beneficio de cumplir una pena única de 10 años de presidio por la totalidad de los ilícitos, salvo que la pena impuesta fuese inferior y siempre que dichas personas suscriban en forma previa una declaración que contenga una renuncia inequívoca al uso de la violencia.



En segundo término, se autoriza la remisión condicional de la pena a los sentenciados que, durante el cumplimiento de la condena impuesta, alcancen la edad de 70 años o sufran una enfermedad grave o incurable, siempre que hayan cumplido la mitad de aquella.



La Comisión, según consta en el informe de 8 de noviembre de 2005, aprobó la iniciativa en general por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Arancibia, Silva y Zurita). Su texto se consigna en el informe correspondiente.



Cabe señalar que, por acuerdo de Comités del día 2 de octubre recién pasado, este proyecto fue eximido del trámite a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Senador señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, el Comité Socialista pide segunda discusión.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



--El proyecto queda para segunda discusión.
)----------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En este momento ha llegado a la Mesa una comunicación del Senador señor Gazmuri, mediante la cual solicita permiso constitucional para ausentarse del país a contar del 14 de octubre en curso.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Se autoriza.
VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------(



Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ESPINA:



A Su Excelencia la Presidenta de la República, solicitándole patrocinio de indicaciones a proyecto de Ley de Presupuestos relativas a AUMENTO DE RECURSOS A MINISTERIO PÚBLICO PARA ATENCIÓN DE VÍCTIMAS Y TESTIGOS DE DELITOS, y a los señores Ministro de Obras Públicas y Director Nacional de Vialidad, con copia a los señores Secretario Ministerial de Obras Públicas de la Novena Región y Director de Vialidad de La Araucanía, requiriéndoles información acerca de MONTO ANUAL CANCELADO A CONCESIONARIA
S DE RUTA 5 SUR POR FLUJO MÍNIMO GARANTIZADO.



Del señor FREI:



A Su Excelencia la Presidenta de la República, pidiéndole considerar antecedentes para INCLUSIÓN DE COMUNA DE COIHAIQUE EN PROYECTO “RED DE ESTADIOS para bicentenario”.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole considerar COMPRA DE EMBARCACIONES PARA MEJORAMIENTO DE CONECTIVIDAD EN LAGO GENERAL CARRERA; al señor Ministro de Agricultura, requiriéndole APOYO A INICIATIVAS PRODUCTIVAS EN CONCURSO POR FONDOS DE INNOVA CHILE, CORFO, y a la señora Directora de CONAF, planteándole la necesidad de DOTACIÓN DE SERVICIOS BÁSICOS EN PARQUE NACIONAL TORRES DEL PAINE Y OTROS DE ZONA AUSTRAL
)----------(
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Renovación Nacional e Independiente.



No hará uso de la palabra.



En el tiempo del Comité Socialista, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

NECESIDAD DE RECURSOS PARA RESOLUCIÓN DE INSCRIPCIONES DE DERECHOS DE AGUA PENDIENTES. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido que se envíen oficios, en mi nombre, al Ministerio de Obras Públicas y a la Dirección General de Aguas (DGA), relacionados con lo que paso a exponer.



Los pequeños agricultores y vecinos de Yumbel, frente a la demora por parte de dicha Dirección en la tramitación de las solicitudes para inscribir derechos de aprovechamiento por la vía de las normas transitorias de la ley Nº 20.017, que modifica el Código de Aguas, de 16 de junio de 2005 -también conocida como “Ley del Mono Mojado”-, me han planteado de manera reiterada lo siguiente.



En la DGA de la Región del Biobío se encuentran en espera de tramitación un total de 6.339 expedientes, repartidos en: 



a) 5.400, de distinto origen (privados, comunidades, etcétera), correspondientes a solicitudes cursadas vía artículo 4º transitorio de la ley Nº 20.017. 



b) 930 cuyas presentaciones fueron financiadas por el INDAP y que también derivan de la norma legal antes citada, y



c) 64 solicitudes hechas por comités de agua potable rural en virtud del artículo 6º transitorio de la misma ley.



Frente a esta realidad, los 5.400 expedientes mencionados en la letra a) no constituyen una prioridad para el servicio durante el presente año, y no lo serán mientras no se consigan los recursos para asumir su resolución.



El señor Director General de Aguas, desde el año 2005 a la fecha, ha realizado varios intentos por obtener recursos en el Ministerio de Hacienda para estos efectos. Hasta hace alrededor de un mes aún no había logrado su objetivo. Nosotros vamos a intentarlo ahora durante la discusión del Presupuesto, por cierto, para 2008. 



Por otra parte, la idea era que se entregaran los dineros directamente a cada Región para abordar el problema, ya sea mediante el incremento temporal de la dotación de técnicos o por la vía de la consultoría, pero a nivel local. Ello, porque la experiencia de mi Región nos lleva a sostener que esa solución es más eficiente que entregar la administración a una consultoría nacional, como se tiene pensado en caso de conseguir los recursos.



Este y otros temas deseo plantear al Director General de Aguas, por medio del oficio solicitado, pues aún no ha habido una resolución formal al respecto.



Los 930 expedientes indicados en la letra b) se podrán resolver mediante consultoría con financiamiento de INDAP y en convenio con la DGA. Pero, tal como ha informado esta entidad, ese proceso se iniciaría recién el próximo año.



Por su parte, los 64 expedientes presentados por los comités de agua potable rural -muy importantes en esos lugares- se mantienen en statu quo por falta de recursos.



Las cifras entregadas hasta ahora solo corresponden a la Región del Biobío. A nivel nacional son cerca de 50 mil los expedientes que se encuentran en la situación descrita en las letras a) y c) señaladas anteriormente: tramitados bajo los artículos 4º o 6º transitorio de la ley Nº 20.017.



No está de más indicar que, con gran esfuerzo, el personal de la DGA de la Región del Biobío, entre los años 2005 y 2006, resolvió cerca de mil expedientes derivados de la ley Nº 20.017, “del Mono Mojado”.



Pero este año, al parecer por orden superior, atendida la urgencia de resolver solicitudes de años anteriores, particularmente las asociadas a proyectos productivos, la resolución de los expedientes señalados no constituye una prioridad. Y mientras no se consigan recursos para tal efecto, estos serán despriorizados.



Cabe señalar, además, que el ingreso promedio de solicitudes en la Región del Biobío era, hasta antes de la enmienda al Código de Aguas, del orden de 700 expedientes al año y que, después de ella, durante el año 2005 se incrementó a 8 mil.



Todo ese cuadro sin duda produce una gran frustración en los miles de peticionarios con relación a las expectativas generadas en 2005, en la etapa inmediatamente anterior a dicha modificación y después de que esta entrara en vigencia. Y lo que es peor, implica una dificultad y pérdida de oportunidad para que pequeños agricultores y campesinos hagan uso de diversos instrumentos de subsidio.



En el Presupuesto del año pasado, se incorporaron más de 2 mil millones de pesos para proyectos de agua potable rural, pudiendo cada postulación llegar hasta 30 millones de pesos. Si bien esto es importante, también se requiere contar con personal técnico calificado para dar curso de forma prioritaria a las solicitudes de derechos.



En consecuencia, se necesita un nuevo plazo para que esto se pueda resolver, mayor apoyo y más recursos.



En virtud de lo anterior, señor Presidente, pido que se oficie en mi nombre a los señores Ministro de Obras Públicas y Director General de Aguas, a fin de conseguir los recursos para esos efectos. Nosotros insistiremos sobre el punto en la discusión presupuestaria para el próximo año.



Cabe agregar que los datos técnicos que he proporcionado fueron obtenidos después de realizar diversas consultas, enviar cartas y solicitar oficios.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

GRAVE CRISIS DE ACTIVIDAD PESQUERA ARTESANAL. OFICIOS



Por otra parte, señor Presidente, quiero referirme a una situación vinculada con el recurso merluza común y pedir que se oficie al Ministerio de Economía, a la Subsecretaría de Pesca y, también, al Servicio Nacional de Pesca respecto de lo siguiente.



Se ha desarrollado una campaña comunicacional impresionante tratando de convencer a la opinión pública de que la jibia sería la gran culpable del colapso de la merluza común. Vale decir, esta especie de calamar que habita en nuestras costas y que ha varado en una proporción de varios miles en isla Santa María, Tomé y Dichato sería la responsable de que la biomasa de la merluza común haya caído, encontrándose hoy en altísimo riesgo.



Se han pagado insertos en varios medios de prensa y revistas, mediante los cuales han hecho llegar mucha información a los más altos niveles del Congreso Nacional.



La Cámara de Diputados celebró una sesión especial la semana pasada sobre la base de un estudio realizado por los señores Louis Zeidberg y Bruce Robison, del instituto estadounidense Monterey Bay Aquarium Research, que se llevó a cabo en el área de California, Estados Unidos, respecto de una especie totalmente distinta de la nuestra, que corresponde a la merluza del Pacífico (Merluccius Productus). O sea, dicho análisis fue acerca de un recurso que no tiene relación alguna con lo que ha pasado en Chile.



Es más, tales autores no han hecho ningún experimento o examinado datos en nuestro país.



Por su parte, Sonapesca no ha dicho que en el último Consejo Nacional de Pesca, celebrado en septiembre pasado, expuso sobre el tema un experto chileno, el doctor Hugo Arancibia Farías, de la Universidad de Concepción, quien dejó claramente establecida la situación de la merluza.



La Comisión de Medio Ambiente del Senado invitó al doctor Arancibia a hacer una presentación sobre el particular. Y, después de un largo análisis de sus acuciosas investigaciones, nos asiste la convicción muy clara de que el esfuerzo realizado por la Universidad de Concepción es serio.



En efecto, los resultados del Proyecto FIP, que significó dos años de investigación, establecen que la jibia no explica la fuerte caída de la biomasa de la merluza común, sino que se trata derechamente de la sobreexplotación del recurso, debido a la asignación de cuotas, lo que se empeora por el descarte y el subreporte.



¿Qué es el descarte, señor Presidente? Es aquel que se produce cuando el recurso se bota por no cumplir los requisitos exigidos o por haberse extraído una sobrepesca; o sea, una cantidad más allá de lo que el desembarque permite.



El subreporte es aquel que se verifica cuando una lancha o un barco con capacidad de mil toneladas solo informan 500 al llegar a puerto. Al respecto, los observadores a bordo han sido un absoluto fracaso. 



En este sentido, la situación del Consejo Nacional de Pesca resulta totalmente absurda, pues son los industriales -es decir, los que compiten por el recurso- quienes determinan cuánto se debe extraer. 



En los últimos seis años todos los informes científicos, en especial los del Instituto de Fomento Pesquero, han sido aumentados al cien por ciento. Esto significa que, si el IFOP dice “500 mil toneladas”, el Consejo indica “un millón”. 



La verdad es que este organismo no resiste un minuto más. Su conformación es absolutamente espuria, desde el punto de vista de la igualdad de derechos de protección de los recursos naturales. Porque no resulta lógico que quienes explotan las especies decidan, al final del día, echarse al bolsillo los informes científicos y obtener lo que ellos requieran.



Lamentablemente, los pescadores artesanales del país no han podido generar un debate mucho más amplio en la prensa -por cierto, ello ha ido en contra de sus intereses-, ni revelar algo que constituye una convicción.



Estos trabajadores, por experiencia directa, han denunciado en forma reiterada las consecuencias del arte de arrastre, sumado al límite máximo de captura, medida que fue presentada como el evento salvador de los recursos. Es decir, se pensaba que, al asignar cuotas y poner un tope máximo, quedaba protegida la especie en cuestión. Pero eso no resultó. ¡Falso! ¡Se mintió!



En consecuencia, los pescadores artesanales han quedado en la imposibilidad de propiciar un debate mucho más profundo.



Pero ellos se anticiparon a lo que venía y fueron asertivos. Tristemente, cuando dijeron que el besugo, los tiburones y muchas otras especies, como la sardina española, se verían afectadas, claramente no se les creyó. Y se siguió adelante.



El Presidente de la CONAPACH, don Cosme Caracciolo, ha insistido, a través de los medios de prensa que le han dado acogida -son los menos-, en que estamos frente a una situación crítica y terminal.



Me asiste la convicción, por haber participado en forma directa en la discusión del proyecto sobre Ley de Pesca, de que, si no media una intervención activa de la Subsecretaría de Pesca para regular los sectores artesanal e industrial y los registros para inscripción de lanchas artesanales -hoy día son copados por los intereses industriales-, y para terminar de manera inmediata con el arte de arrastre, se producirá un grave colapso en la pesca nacional y se perderán miles y miles de empleos.



Las caletas merluceras de Cocholgüe, Coliumo, Coronel y Lo Rojas, particularmente, ubicadas en la Octava Región, a la cual me honro en representar y cuya circunscripción tiene 44 de las 75 caletas que existen en la Región, han dado una señal de alerta y expresado que las canastas familiares no son suficientes, que son indignas.



Los trabajadores buscan acceder a los recursos y que estos sean protegidos. No quieren que, en períodos de baja, haya un Consejo Nacional de Pesca que autorice cuotas que signifiquen un “asesinato a mansalva” de un recurso que debería estar protegido.



Es deber del Subsecretario de Pesca, don Jorge Chocair -y así se lo he reiterado dos, tres, cuatro veces-, intervenir ahora, antes de que sea tarde.



El Estado tiene la obligación de entrar al debate sobre la creación de un Ministerio de Pesca. ¡Ministerio de Pesca, no del Mar! Porque el mar es un área jurisdiccional de la Armada de Chile.



 La Subsecretaría de Pesca no cuenta con los recursos económicos ni humanos suficientes, ni tampoco con el peso político específico para enfrentar los intereses que están en juego en el ámbito pesquero.



¡A 3 mil millones de dólares llegan las exportaciones de este sector! Esta cifra constituye un elemento significativo para la economía nacional y está depositada en una Subsecretaría sin atribuciones, sin personal calificado y, particularmente, con un peso político muy menor dentro del aparato del Estado.



Por lo anterior, señor Presidente, pido que se oficie a SERNAPESCA y a la Subsecretaría del ramo, a fin de que proporcionen toda la información relacionada con diversos proyectos de ley: el que regula la pesca artesanal, el que contempla un seguro de vida para los pescadores artesanales y el que anticipa una definición respecto del límite máximo de captura vinculado con la pesca de arrastre. En definitiva, solicito que entreguen todos los antecedentes disponibles para saber cómo abordar la crisis terminal que se avecina en la Región del Biobío y en el resto del país donde esta actividad es importante.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

DIVERSOS PROBLEMAS SOCIALES EN ISLA SANTA MARÍA

DE CORONEL. OFICIOS



En otro orden de ideas, señor Presidente, me quiero referir a diversas situaciones que afectan a la isla Santa María, ubicada frente a las costas de Coronel.



El Presidente de la junta de vecinos de Puerto Sur, don José Leal, ha reiterado la necesidad de que la construcción del camino que une Puerto Sur con Puerto Norte comience a la brevedad. 



Solicito información sobre la empresa encargada, los costos y los tiempos asignados para desarrollar las obras.



También pido oficiar al Ministerio de Obras Públicas respecto de la estación rural de agua potable, la que se encuentra con severos problemas, tanto en calidad como en la posibilidad de acceder a ella. Más de 3 mil personas beben el líquido proveniente de allí, por lo cual han desarrollado muchas enfermedades. 



Preocupa en particular lo relativo a la accesibilidad. Cuando no hay energía eléctrica, las bombas no funcionan.



A la vez, quiero reiterar que los habitantes de la isla Santa María, modestos pescadores, están pagando 530 pesos por kilovatio, en circunstancias de que en el continente cuesta 83 pesos. O sea, cancelan cinco veces más por la misma cantidad de energía eléctrica. Si bien el Gobierno regional bonifica dicho valor, tal beneficio dura hasta diciembre del presente año.



Demando del Gobierno regional de Biobío y del Ministerio del Interior que informen acerca de si el subsidio para el consumo eléctrico continuará en enero de 2008. Aquel se requiere a objeto de mantener cierto equilibrio de sobrevivencia.



De igual manera, la escuela Francisco Coloane de Puerto Sur necesita reparaciones internas. 



Por lo tanto, pido oficiar al Ministerio de Educación y a la Municipalidad de Coronel para que den cuenta de los programas de reparación y mantenimiento que se hubieren asignado a tal plantel educacional, a fin de llevarlos a cabo durante el verano de 2008.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

EMIGRACIÓN DE CIEN FAMILIAS DE REFUGIADOS PALESTINOS A CHILE. OFICIO



En otro orden de cosas, deseo que se remita un oficio de consulta al Ministerio de Relaciones Exteriores acerca del anuncio del Gobierno -que fue bien recibido-, referente a la llegada a nuestro país de cien familias provenientes de los campamentos en la zona de Siria e Iraq. Se trata de refugiados palestinos.



Conocíamos el caso desde hace más de un año. Dichos grupos de gente se encuentran en una situación realmente dramática: 186 palestinos, incluidos una mujer embarazada y 29 niños -lo denunciamos en agosto de 2006-, estaban atrapados en una zona en estado de guerra, en el sector fronterizo de Tanif. El número de refugiados ha aumentado a 320. Este sitio fronterizo entre Siria e Iraq es tierra de nadie.



La señal dada por el Gobierno chileno en orden a recibir a los refugiados palestinos resulta esperanzadora y realmente solidaria. ACNUR y los organismos internacionales han visto en este gesto un compromiso con la paz mundial y con la solidaridad para la protección de los refugiados y perseguidos del mundo.



No obstante lo anterior, demando de la Cancillería la información necesaria que nos permita saber cuándo van a llegar; si se han hecho las gestiones directamente en los campamentos de refugiados, y si es posible aumentar el número de familias susceptibles de venir a Chile, siempre y cuando se salvaguarde su derecho a retornar a su patria cuando ello sea factible. Ninguna de ellas quiere abandonar definitivamente su madre tierra. El propósito de que se radiquen aquí es en el absoluto convencimiento de que un día el lugar en que nacieron será de los palestinos y de que habrá un Estado palestino que les permita regresar.



La nación chilena posee la segunda colonia de palestinos más grande del mundo, solo superada por la de Nueva York. Más de 300 mil de ellos han llegado a nuestro territorio a lo largo de cuatro generaciones.



Hoy las familias mencionadas al comienzo reclaman solidaridad. Chile la ha ofrecido. Y ese compromiso debe cumplirse.



Tenemos una invitación cursada hace algún tiempo para visitar Gaza y Cisjordania, más allá de los problemas que enfrenta la Autoridad Nacional Palestina, y que esperamos sean temporales. 



Hemos comprometido desde hace mucho, junto a varios parlamentarios de origen palestino, la solidaridad de nuestro país.



Por tanto, espero que el Ministerio de Relaciones Exteriores nos entregue en detalle las condiciones en que vendrán. Ello, a fin de trabajar junto a las comunidades palestinas de la Región del Biobío, y del norte y del sur del país y de la Región Metropolitana, para acoger a quienes lleguen escapando de la guerra y de la humillación, en la esperanza de que en un plazo ojalá breve puedan retornar a su hogar de origen, que es el anhelado Estado de Palestina.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el tiempo del Comité Partido Radical Social Demócrata, tiene la palabra el Senador señor Vásquez.

SOLUCIÓN A PROBLEMAS DE SALUBRIDAD EN POBLACIÓN VISTA VERDE DE TEMUCO. OFICIOS

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, en la ciudad de Temuco se ha producido una situación que me lleva a solicitar oficialmente algunos oficios. Ella se refiere a un canal que corre a  seis metros por sobre el nivel de la población Vista Verde, el cual se desbordó, provocando importantes inundaciones en el lugar.



El único sector de ese curso de agua que no se encuentra abovedado es precisamente el ubicado sobre dicha población, la más pobre en todo su recorrido.



Y lo que resulta peor es que en el lapso de diez días dos personas fueron mordidas por roedores de gran tamaño, por guarenes, con grave riesgo para la salud de ellas.



No es aceptable que la situación descrita solo sea señalada por los medios de prensa o mediante oficios que no estén en conocimiento de la Corporación.



En consecuencia, solicito que se oficie al Director del Servicio de Salud de La Araucanía para conocer las medidas sanitarias que se están adoptando en el área; al Alcalde de Temuco, con el fin de que en uso de  sus facultades elimine dichos sectores y para que terrenos con  superficies de entre 8 mil y 12 mil metros -hoy verdaderos basurales- se transformen en áreas verdes y se evite la aparición de esos roedores, y finalmente al Servicio de Vivienda y Urbanismo de La Araucanía, a objeto de que informe respecto de la posibilidad de abovedar en su totalidad el canal mencionado y de que coopere en la conversión de tales lugares abandonados en áreas verdes y en equipamiento comunitario.



--Se anuncia el envío de los oficios pedidos, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

DEMOLICIÓN DE SUPERMERCADO ABANDONADO EN TEMUCO. OFICIO

El señor VÁSQUEZ.- Por otra parte, pido oficiar al Alcalde de Temuco, con el propósito de que ordene la demolición de un supermercado cuyo propietario quebró. Dicho inmueble hoy se encuentra absolutamente abandonado, destruido. Incluso, no solo se robaron todo lo que tenía, sino que están sacando las cañerías y las instalaciones eléctricas ubicadas a nivel subterráneo. Una cámara bajo tierra se encuentra llena de agua, con el abierto peligro de que niños puedan caer o de que allí se cometan crímenes.



Solicito lo anterior, porque, dadas la gravedad y naturaleza de los hechos señalados, creo indispensable que quede constancia en la Versión Taquigráfica de ellos y de la petición de oficios correspondiente.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 17:44.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESION 53ª, ORDINARIA, EN MARTES 2 DE OCTUBRE DE 2.007.


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Ominami.


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, además, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney y de Justicia, don Carlos Maldonado Curti y la señora Ministra de Salud subrogante, doña Lidia Amarales Osorio.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Las actas de las sesiones quincuagésima primera y quincuagésima segunda, ambas ordinarias, de 11 y 12 de Septiembre de 2.007, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

______________

CUENTA
Mensajes



Treinta y cinco de Su Excelencia la señora Presidenta de la República:



Con los dos primeros, retira la urgencia que hiciera presente respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio Nº 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, adoptado por la Conferencia Internacional del Trabajo, el 27 de junio de 1989.(Boletín N° 233-10).



2.- Proyecto de acuerdo que aprueba la Convención sobre Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante la resolución N° 2391 (XXIII), el 26 de noviembre de 1968 (Boletín N° 1.265-10).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Civil y leyes complementarias en materia de sociedad conyugal o comunidad de gananciales, otorgando a la mujer y el marido iguales derechos y obligaciones (Boletín Nº 1.707-18).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Instituto de Propiedad Industrial (Boletín N° 2.469-03).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que adecua la legislación penal chilena a los tratados internacionales en materia de derechos humanos (Boletines números 3.345-07 y 3.959-07, refundidos).



6.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que regula el lobby (Boletín Nº 3.407-07).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y Perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo (Boletín N° 3.507-13).



8.- Proyecto de ley que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad (Boletín Nº 3.588-08).



9.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre acceso a la información pública (Boletín Nº 3.773-06).



10.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (Boletín N° 3.815-07).



11.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07).



12.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el espacio costero marítimo de los pueblos originarios (Boletín N° 3.968-12).



13.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones (Boletín Nº 3.975-13).



14.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una subvención escolar preferencial para niños y niñas socio-económicamente vulnerables (Boletín Nº 4.030-04).



15.-Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (Boletín N° 4.059-07).



16.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la figura de las personas competentes y crea la Comisión Calificadora de Competencias de Recursos y Reservas Mineras (Boletín Nº 4.065-08).



17.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06).



18.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal en materia de seguridad ciudadana y refuerza las atribuciones preventivas de las Policías (Boletín Nº 4.321-07).



19.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia (Boletín N° 4.438-07).



20.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes”, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 18 de diciembre de 2002 (Boletín N° 4.542-10).



21.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (Boletín N° 4.627-19).



22.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el sistema previsional (Boletín N° 4.742-13).



23.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones a la ley N° 17.235, sobre impuesto territorial, al decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales y a otros cuerpos legales (Boletín Nº 4.813-06).



24.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Escalona, que modifica la Ley de Violencia Intrafamiliar, con la finalidad de precisar su ámbito de aplicación y la investigación de dicho delito (Boletín N° 4.886-07).


25- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga facultades para la creación del Servicio de Salud Chiloé; para ordenar el traspaso del Hospital Hanga Roa al Servicio de Salud Metropolitano Oriente y modificar las leyes de planta que indica (Boletín N° 5.080-11).



26.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación (Boletín N° 5.083-04).


27.- Proyecto de ley que modifica el Código de Justicia Militar, alterando la competencia de los Tribunales Militares y suprimiendo la pena de muerte (Boletín N° 5.159-07).



28.-Proyecto de ley que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas que indica (Boletín N° 5.172-09).



-- Se tiene presente el retiro de las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los ocho siguientes, hace presente la urgencia calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones (Boletín Nº 3.975-13).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (Boletín N° 4.059-07).



3.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal en materia de seguridad ciudadana y refuerza las atribuciones preventivas de las Policías (Boletín Nº 4.321-07).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia (Boletín N° 4.438-07).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones a la ley N° 17.235, sobre impuesto territorial, al decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales y a otros cuerpos legales (Boletín Nº 4.813-06).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga carácter permanente a la patente especial para pequeños mineros y mineros artesanales regulada en el artículo 142 del Código de Minería (Boletín N° 5.225-08).


8.- Proyecto de ley que establece un sistema de incentivos al desempeño de los fiscales y los funcionarios del Ministerio Público (Boletín N° 5.286-05).



-- Se tiene presente las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los veinticuatro siguientes, hace presente la urgencia calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de Acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio Nº 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, adoptado por la Conferencia Internacional del Trabajo, el 27 de junio de 1989 (Boletín N° 233-10).



2.- Proyecto de acuerdo que aprueba la Convención sobre Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante la resolución N° 2391 (XXIII), el 26 de noviembre de 1968 (Boletín N° 1.265-10).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que flexibiliza el uso del permiso maternal (Boletín Nº 1.309-13).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Civil y leyes complementarias en materia de sociedad conyugal o comunidad de gananciales, otorgando a la mujer y el marido iguales derechos y obligaciones (Boletín Nº 1.707-18).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Instituto de Propiedad Industrial (Boletín N° 2.469-03).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria (Boletín N° 3.139-05).


7.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que regula el lobby (Boletín Nº 3.407-07).



8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y Perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo (Boletín N° 3.507-13).



9.- Proyecto de ley que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad (Boletín Nº 3.588-08).



10.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre acceso a la información pública (Boletín Nº 3.773-06).



11.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07).



12.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el espacio costero marítimo de los pueblos originarios (Boletín N° 3.968-12).



13.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una subvención escolar preferencial para niños y niñas socio-económicamente vulnerables (Boletín Nº 4.030-04).



14.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales para suprimir funciones administrativas de Carabineros de Chile (Boletín Nº 4.322-07).



15.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes”, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 18 de diciembre de 2002 (Boletín N° 4.542-10).



16.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (Boletín N° 4.627-19).



17.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el sistema previsional (Boletín N° 4.742-13).



18.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Escalona, que modifica la Ley de Violencia Intrafamiliar, con la finalidad de precisar su ámbito de aplicación y la investigación de dicho delito (Boletín N° 4.886-07).



19.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece disposiciones para la instalación, mantención e inspección periódica de los ascensores y otras instalaciones similares (Boletín Nº 4.975-14).



20.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.067 y establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz. (Boletín N° 5.068-10).


21- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga facultades para la creación del Servicio de Salud Chiloé; para ordenar el traspaso del Hospital Hanga Roa al Servicio de Salud Metropolitano Oriente y modificar las leyes de planta que indica (Boletín N° 5.080-11).



22.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación (Boletín N° 5.083-04).



23.-Proyecto de ley que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas que indica (Boletín N° 5.172-09).



24.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 7° de la ley N° 18.450, de Fomento a la Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje (Boletín Nº 5.199-01).



-- Se tiene presente las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el último, comunica que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley  que modifica la ley N° 19.531, y concede beneficios que indica al personal del Poder Judicial, de la Academia Judicial y de la Corporación Administrativa del Poder Judicial (Boletín N° 5.112-07).



-- Se toma conocimiento y se mandó a comunicar al Excelentísimo Tribunal Constitucional.

Oficios



De Su Excelencia la señora Presidenta de la República, mediante el cual comunica  que se ausentará del territorio nacional entre los días 23 y 26  de septiembre del presente año, con el fin  de participar en la reunión Plenaria de Alto Nivel del LXII Período de Sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas, en la ciudad de Nueva York, Estados Unidos de América. Hace presente, además, que durante su ausencia será subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el señor Alejandro Foxley Rioseco, los días 23 a 24 de septiembre, y por el señor Andrés Velasco Brañes, los días 25 y 26 de referido mes.



-- Se toma conocimiento.



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha aprobado, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.531, y concede beneficios que indica al personal del Poder Judicial, de la Academia Judicial y de la Corporación Administrativa del Poder Judicial (Boletín N° 5.112-07).



-- Se mandó poner en conocimiento de Su Excelencia la señora Presidenta de la República.



Con el segundo, informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que modifica el decreto ley N° 2.222, de 1978, Ley de Navegación, en relación  al arrendamiento al extranjero de naves nacionales a casco desnudo (Boletín N° 5.258-02).



-- Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.



Con el tercero, comunica que ha aprobado el proyecto de ley que autoriza el uso ciudadano de la Bandera Nacional (Boletín N° 5.110-06).



Con el cuarto, informa que ha aprobado el proyecto de ley que modifica el sistema para prorrogar empleos a contrata en el sector público (Boletín N° 5.281-06).



-- Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Con el último, informa que ha prestado su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el Protocolo Bilateral al Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Chile y sus anexos, suscrito entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y Honduras, en Santiago, el 22 de noviembre de 2005 (Boletín N° 5.141-10).



-- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda. 



Cuatro de la Excelentísima Corte Suprema:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre proyecto de reposición de Juzgado de Letras de Traiguén, en la IX Región.



Con el segundo, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Núñez, al cual adhirieron los Honorables Senadores señora Matthei y señor Ruiz-Esquide, referido a si los egresados de las carreras de Perito Criminalista, Perito Forense e Investigador Forense están habilitados para desempeñarse en el Poder Judicial, y cuentan con campo laboral que justifique la existencia de dichas disciplinas.



Con el tercero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la creación de un Tribunal de Familia en la comuna de Aysén, XI Región.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.



Con el último, comunica su parecer respecto del proyecto de ley que modifica  la ley N° 19.968, con el objeto de extender el funcionamiento de los juzgados de menores que señala (Boletín N° 5.329-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Once del Excelentísimo Tribunal Constitucional: 



Con el primero, remite copia autorizada de la sentencia dictada con ocasión del control de constitucionalidad efectuado respecto del proyecto de ley que modifica  la ley N° 19.968, con el objeto de extender el funcionamiento de los juzgados de menores que señala (Boletín N° 5.329-07).



-- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los cuatro siguientes, remite copia de igual número de sentencias dictadas en los requerimientos por inaplicabilidad formulados respecto de las siguientes normas: artículo 174 del Código del Trabajo; el inciso cuarto del artículo 425 del Código Procesal Penal, el artículo 96 del Código de Minería y los artículos 299 N° 3, 431 y 433 del Código de Justicia Militar.



-- Se toma conocimiento.



Con los seis restantes, comunica que ha acogido a tramitación igual número de requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulados respecto de los siguientes preceptos: artículo 1° de la ley 20.030, artículos 6° letra b)  Ns° 3, 6 y 7; 107; 116 y 161 del Código Tributario, y artículo 107 de la Ley General de Bancos.



-- Se toma conocimiento y se remite los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Contralor General de la República, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Chadwick, relativo a la fiscalización del procedimiento y del sistema de adjudicación  de los proyectos de construcción de salas cunas en la VI Región.



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre estudio de diversos aspectos vinculados con la aplicación de la ley N° 20.084.



Ocho del señor Ministro del Interior:



Con los tres primeros, contesta igual número de oficios remitidos en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referidos, respectivamente, a estudios oceanográficos en el Fiordo Aysén, a la incorporación de dependencias que indica en el futuro edificio de la Intendencia de la XI Región, y las acciones comprometidas por Su Excelencia la Presidenta de la República y otras autoridades, en relación con el sismo ocurrido el día 21 de abril del presente año en la mencionada Región.



Con el cuarto, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, referido a los planteamientos formulados por los ex trabajadores de temporada de la ex Industria Azucarera Nacional S.A.



Con el siguiente, responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a las ayudas que Onemi y la Intendencia de la IX Región deben entregar a los habitantes de la comuna de Lonquimay, como consecuencia de las inclemencias climáticas que han sufrido dichas personas. 



Con el sexto, da respuesta a un oficio enviado en nombre de los Honorables Senadores Orpis y Pérez Varela, relativo a la posibilidad de enviar a trámite legislativo una iniciativa de ley referida al régimen jurídico  supletorio aplicable a los convenios de programación de la inversión pública regional.



Con los dos últimos, contesta igual número de oficios cursados en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, relativos a los eventuales desembolsos en que ha debido incurrir el Estado de Chile, con motivo de la permanencia del señor Alberto Fujimori en el territorio nacional.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a  medidas adoptadas para facilitar el ejercicio profesional de ingenieros extranjeros en nuestro país.



Dos del señor Ministro de Hacienda:



Con el primero, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a los siguientes asuntos: mecanismo simplificado para el término de giro de empresas que indica; disminución de tasa de interés aplicable a las deudas por impuestos y contribuciones, y prescripción de deudas tributarias.



Con el segundo, da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Coloma, Escalona, García, Naranjo, Novoa, Pizarro, Romero y Sabag, referido a medidas que es necesario adoptar para ayudar  a los pequeños y medianos agricultores del país.



Dos del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a los planteamientos formulados por el señor Julio César Espinoza, respecto a la condición turística del sector Puente Negro, ubicado en la VI Región.



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a la factibilidad técnica y económica de construir dos plantas en el Complejo Petroquímico y Energético de la VIII Región.



Del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a los planteamientos formulados por la Agrupación de Exonerados Políticos A.G., de la ciudad de Concepción.



Ocho del señor Ministro de Obras Públicas:



Con los cuatro primeros, da respuesta a igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referidos, respectivamente, al transporte marítimo en la Región de Aysén, al desvío del cauce del río Aconcagua, en el sector puente Santa Rosa de Colmo; derechos de agua subterráneas otorgados que afecten zonas que indica, y la situación del puente sobre desagüe del lago Cisnes, en la XI Región.



Con los dos siguientes, contesta igual número de oficios remitidos en nombre del Honorable Senador señor Coloma, referidos, respectivamente, a los costos de los sensores instalados en el río Mataquito, y a las inundaciones ocurridas en el sector de Callejones de Pichingal, en la VII Región.



Con el séptimo, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Allamand, referido a la enajenación de la embarcación “Ernesto Pinto Lagarrigue” y al dragado del río Valdivia.



Con el último, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Romero, referido a la carencia de una adecuada señalización vial en la construcción de la doble vía en la Ruta 60 CH.



Dos de la señora Ministra de Salud:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, relativo al cambio de categoría del Hospital de la Ligua, así como a la remodelación y ampliación de los hospitales de La Calera y Quillota.



Con el segundo, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a un estudio acerca de la tasa de natalidad en Chile.



Dos de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a los planteamientos  formulados por la Junta de Vecinos N° 55-B, de Villa Peñuelas N° 2, de la comuna de Hualpén, en la VIII Región.



Con el segundo, contesta un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señor Naranjo, señora Alvear y señores Ávila, Escalona, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Pizarro y Sabag, con el fin de que se elimine el cobro por arriendo a las personas de la tercera edad, que acceden a una vivienda del SERVIU.



Dos del señor Ministro de Agricultura:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido al rechazo del Gobierno de Canadá a la importación de un cargamento chileno de semillas transgénicas farmacéuticas.



Con el segundo, contesta un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Coloma, Escalona, García, Naranjo, Novoa, Pizarro, Romero y Sabag, referido a medidas que se deben adoptar para ayudar a los pequeños y medianos agricultores del país.



Cuatro del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo al servicio marítimo subsidiado en el tramo Quellón- Puerto Chacabuco.



Con el segundo, da respuesta a un oficio remitido en nombre de los Honorables Senadores señores Larraín , Longueira y Novoa, relativos a los gastos efectuados en estudios, contrataciones de personal y profesionales, gastos en infraestructura y equipamiento, viajes y asesorías en general o gastos que por cualquier concepto se hayan efectuado durante el diseño e implementación del Plan Transantiago.



Con el tercero, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Frei, referido a los planteamientos formulados por el Comité de Superación de Isla Llepo, de la comuna de Saavedra, IX Región.



Con el último, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Ávila, mediante el cual solicita copia de las Bases de Licitación y contratos firmados entre los distintos operadores del Sistema de Transporte Metropolitano de Valparaíso, con la autoridad sectorial del ramo en la V Región.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a los propietarios de los terrenos ubicados en la zona que indica, en la XI Región. 



Dos del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, mediante los cuales da respuesta a igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativos al mecanismo de financiamiento para una evaluación de las corrientes marinas en torno al Archipiélago de Las Guaitecas, las Islas Huichas, Raúl Marín Balmaceda y Caleta Tortel, en la XI Región, y a la interrupción de la energía eléctrica en las localidades de Puyuahuapi y La Junta, en la XI Región.



Del señor Subsecretario de Redes Asistenciales, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre peticiones formuladas por el señor Director y funcionarios del Hospital de Puerto Cisnes, de la XI Región.



Del señor Subsecretario de Transportes, por el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo al control de la velocidad del transporte interurbano en la XI Región.



Del Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a información de bandas y pandillas delictuales que actúan en el país.



Dos del señor Director del Servicio de Impuestos Internos:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo al cobro del impuesto territorial a los predios forestales y agrícolas que indica.



Con el segundo, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a la situación que afecta al contribuyente señor José Calvo Vita.



Del señor Director General de Aeronáutica Civil, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a los problemas que presenta el Aeropuerto de Balmaceda, en la XI Región.



Del señor Secretario Ejecutivo (S) de FONADIS, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Coloma, referido a los subsidios que otorga dicha institución.



Del señor Director Ejecutivo del Programa Chile Barrio, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Matthei, relativo a problemas de energía eléctrica que afectan a casas  construidas por dicho programa.



Del señor Director del Instituto Nacional de Deportes de Chile, por el que contesta un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Matthei, al que adhirió el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide,  referido a diversas situaciones vinculadas con el funcionamiento de dicha Institución.



Del señor Intendente de la Región de Los Lagos, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, referido a la mala calidad de los materiales utilizados en las reparaciones de los caminos en las islas Guar y Puluqui, en la comuna de Calbuco.



Del señor Asesor Jurídico de la Intendencia de la IX Región, mediante el cual contesta  un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a procedimiento utilizado por Carabineros de Collipulli en un interrogatorio efectuado a niños mapuches en la Escuela Pública Villa Chiguaihue.



De la señora Secretaria Regional Ministerial de Bienes Nacionales de la Región de Antofagasta, por el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, relativo a la factibilidad de declarar “Área Costera, Zona Protegida y de Desarrollo e Interés Turístico”, al sector del Complejo Portuario de Mejillones.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Coquimbo, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Matthei, sobre antecedentes que se presentaron ante el Concejo Municipal en relación con la venta del Mercado Municipal de la comuna.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 4.438-07).



De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 7° de la ley N° 18.450, de Fomento a la Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín Nº 5.199-01).



--Quedan para tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Bianchi, García, Kuschel, Orpis y Vásquez, mediante la cual inician un proyecto de ley que modifica la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, con el fin de determinar la responsabilidad de los proveedores de un servicio, en caso que indica (Boletín N° 5.344-03)



-- Pasa a la Comisión de Economía.



De los Honorables Senadores señores Horvath, Girardi y Prokurica, mediante la cual inician un proyecto de ley que modifica la ley N° 18.362, en lo relativo a las sanciones aplicables a quienes cometan actos prohibidos en las Áreas Silvestres Protegidas del Estado (Boletín N° 5.346-12).



-- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



De los Honorables Senadores señores Orpis y Bianchi, con la que inician un proyecto de ley que modifica la ley N° 20.000, que sanciona el trafico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, con el fin de imponer a los establecimientos educacionales el deber de impartir cursos para prevenir el consumo de drogas prohibidas (Boletín N° 5.345-04).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Del Honorable Senador señor Escalona, con la que inicia un proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales, aumentando la penalidad para la tenencia, porte y uso ilegítimo de armas (Boletín N° 5.362-02).



-- Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.

Declaración de Inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Sabag y Pizarro, que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, con el fin de otorgar al alcalde, que postula a su reelección o a su elección como concejal de la misma comuna, el derecho a percibir remuneraciones por el tiempo que dura la campaña electoral. 



-- Se declara inadmisible por regular una materia que corresponde a la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 4° del inciso cuarto, del artículo 65 de la Constitución Política. 

-.-.-



Durante el transcurso de la sesión, se da cuenta de los siguientes asuntos: 

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar en el cargo de Fiscal Nacional del Ministerio Público, al señor Sabas Iván Chahuán Sarrás (Boletín N° S 1.015-05).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la Honorable Cámara de Diputados, por el que remite el Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual inicia la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2008 (Boletín N° 5.347-05).



Asimismo, para los efectos de lo establecido en el inciso primero del artículo 67 de la Carta Fundamental, hace presente que dicho Mensaje fue recibido, en esa Corporación, el día 28 de septiembre del año en curso.



-- Pasa a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos 

____________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, acordaron lo siguiente:



1) Rendir homenaje, en memoria del Cardenal Raúl Silva Henríquez, a las 18:30 horas del día martes 9 de octubre en curso, con motivo de conmemorarse los cien años de su natalicio.



2) Tratar, en la sesión ordinaria de mañana, el proyecto signado con el número 3 de la Tabla del día de hoy, en segundo trámite constitucional, que establece un nuevo plazo para la regularización en la inscripción de armas de fuego, establecido en el artículo 1º transitorio de la ley Nº 20.014 (Boletín Nº 4.025-02).



3) Eximir del informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento al proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Arancibia, Larraín y Prokurica y de los ex Senadores señores Boeninger y Silva Cimma, que concede beneficios a condenados y procesados por los delitos que indica (Boletín Nº 3.983-07).


4) Autorizar a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización para discutir en general y en particular en el primer informe, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 17.235, sobre impuesto territorial, al decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre rentas municipales y a otros cuerpos legales (Boletín Nº 4.813-06) (con urgencia calificada de “suma”).


5) Fijar como plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (Boletín Nº 4.627-19) (con urgencia calificada de “simple”), hasta las 12:00 horas del día 16 de octubre en curso.


6) Abrir nuevos plazos para presentar indicaciones, respecto de los siguientes proyectos de ley:


a) El iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Matthei y señores García y Ominami, y de los ex Senadores señores Boeninger y Foxley, sobre juegos de azar ilícitos (Boletín Nº 3.935-07), hasta las 12:00 horas del día 16 de octubre en curso.


b) El iniciado en Moción del Honorable Senador señor Orpis, que modifica la ley Nº 18.838, sobre Consejo Nacional de Televisión, con el objeto de prohibir el empleo del Sistema de Medición de Audiencia en Línea (Boletín Nº 3.543-15), hasta las 12:00 horas del día 22 de octubre en curso.

- - -



A continuación, el señor Presidente señala que el Honorable Senador señor Sabag ha solicitado que se recabe el acuerdo de la Sala para dirigir oficio a Su Excelencia la Presidenta de la República con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que recoja las ideas contenidas en la Moción que presentara junto con el Honorable Senador señor Pizarro para modificar la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, con el fin de otorgar al alcalde, que postula a su reelección o a su elección como concejal de la misma comuna, el derecho a percibir remuneraciones por el tiempo que dura la campaña electoral, que fue declarada inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de la Jefa de Estado.


Así se acuerda.



En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Longueira, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para ser designado como integrante de las comisión que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 4º de las leyes números 20.180, 20.181 y 20.182, que autorizan erigir monumentos en memoria de los señores Hernán Briones Gorostiaga, Miguel Kast Rist y Andrónico Luksic Abaroa, tiene a su cargo ejecutar los objetivos de dichas normativas.


Así se acuerda. 


A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Secretario General, quien señala que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento del Senado, corresponde dar por aprobados, en particular, los siguientes proyectos de ley, respecto de los cuales no se presentaron indicaciones dentro del plazo fijado al efecto:



1) El que regula la salida de menores del país, correspondiente al Boletín Nº 4.594-07.



2) El que establece un sistema de incentivos al desempeño de los fiscales y los funcionarios del Ministerio Público, correspondiente al Boletín Nº 5.286-05.


- El señor Presidente declara aprobados ambos proyectos, dejándose constancia que la segunda iniciativa lo fue con el voto conforme de 23 señores Senadores de un total de 38 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República ,

- - -

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que otorga facultades para la creación del Servicio de Salud Chiloé, ordenar el traspaso del Hospital Hanga Roa al Servicio de Salud Metropolitano Oriente y modificar las leyes de planta que indica, con informe de la Comisión de 

Salud.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga facultades para la creación del Servicio de Salud Chiloé, ordenar el traspaso del Hospital Hanga Roa al Servicio de Salud Metropolitano Oriente y modificar las leyes de planta que indica, correspondiente al Boletín Nº 5.080-11, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.


Agrega que la Comisión de Salud discutió esta iniciativa solamente en general, de conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado  y le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide.


El señor Secretario General hace presente que este proyecto, en la discusión en particular, deberá ser analizado también por la Comisión de Hacienda.
- - -


En discusión en general, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide, Gómez, Bianchi y Escalona, a la señora Ministra de Salud subrogante y a los Honorables Senadores señor Kuschel, señoras Alvear y Matthei y señores Larraín y Girardi.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 24 votos a favor y 1 abstención.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Ávila, Bianchi, Escalona, Espina, Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide y Sabag.



Se abstiene el Honorable Senador señor Pizarro.


Luego, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del martes 16 de octubre próximo, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de ley aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1°.- Facúltase al Presidente de la República para crear, en la Región de Los Lagos, el Servicio de Salud Chiloé, que será el continuador legal del Servicio de Salud Llanquihue-Chiloé-Palena, con los mismos derechos y obligaciones que a éste correspondían en la provincia de Chiloé.



El Servicio de Salud Llanquihue Chiloé Palena pasará a denominarse Servicio de Salud del Reloncaví.


Artículo 2°.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Salud, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:



a) Fijar la planta y la dotación de personal del Servicio de Salud Chiloé.



Asimismo, en el ejercicio de dicha atribución, podrá establecer los requisitos para el desempeño de los cargos, sus denominaciones, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación de la ley Nº 19.882, la fecha de vigencia de la planta, la dotación máxima de personal y todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de la planta que fije.  En todo caso la dotación de personal que se determine podrá incluir una expansión de hasta sesenta y tres cargos regidos por la ley N° 18.834 y ciento treinta y dos horas semanales regidas por la ley Nº 19.664.



La planta que se fije incluirá los cargos que, a la fecha de publicación de esta ley, se encuentren asignados o sean desempeñados en los establecimientos de salud que dependen del Servicio Llanquihue-Chiloé-Palena que se transfieran al nuevo Servicio de Salud Chiloé, correspondiendo a este último sólo aquellos que pertenezcan a dichos establecimientos, con sus mismos grados de la Escala Única de Sueldos o número de horas de las leyes Nº 19.664 y Nº 15.076, según corresponda. Del mismo modo, la dotación que se fije a dicho servicio considerará todos los empleos que a esa fecha estén asignados a los establecimientos mencionados.



Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el Presidente de la República, podrá crear, además, hasta dieciocho cargos en la planta de directivos del Servicio de Salud de Chiloé, los que se proveerán conforme a la normativa legal que corresponda a sus niveles jerárquicos.



En el caso del cargo Director de Hospital, asignado al Hospital de Castro, podrá adecuarse el grado fijado en la Escala Única de Sueldos accediendo, por el solo ministerio de la ley,  el funcionario que lo sirva en calidad de titular a la fecha de publicación del decreto con fuerza de ley a que se refiere esta letra, al nuevo grado que se determine en este acto administrativo.



b) Ordenar el traspaso de funcionarios titulares de planta y a contrata desde el Servicio de Salud Llanquihue-Chiloé-Palena al Servicio de Salud Chiloé, sin alterar la calidad jurídica de la designación y sin solución de continuidad, y el traspaso de los recursos que se liberen por este hecho. El traspaso del personal titular de planta, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado y jornada de trabajo semanal que tenían a la fecha del traspaso. A contar de esa misma fecha, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta del Servicio de Salud Llanquihue-Chiloé-Palena.



c) Readecuar la planta y la dotación de personal del Servicio de Salud del Reloncaví, como consecuencia del ejercicio de la atribución otorgada en el literal anterior. 



d) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:



i) No podrá tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado y del que no se traspase.



ii) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado y del que no se traspase. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la Región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.



iii) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.



iv) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.



v) Los nuevos requisitos que se fijen para la planta del Servicio de Salud Chiloé no serán aplicables al personal que se traspase por aplicación de esta ley.



e) Disponer la transferencia de todos los bienes muebles e inmuebles pertenecientes al Servicio de Salud Llanquihue - Chiloé - Palena ubicados en la provincia de Chiloé, al Servicio de Salud Chiloé. Mediante decreto supremo del Ministerio de Salud se deberá individualizar los bienes muebles e inmuebles que se traspasen.  La transferencia de los bienes inmuebles se efectuará mediante inscripción en el registro respectivo del Conservador de Bienes Raíces con el sólo mérito de una copia autorizada del decreto supremo indicado. De la misma manera se procederá al traspaso de vehículos motorizados para anotarlo en el correspondiente Registro. 



Artículo 3°.- Sustitúyese el texto del párrafo décimo del inciso primero del artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fijó el texto refundido,  coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 2763, de 1979, y de las leyes Nº 18.933 y Nº 18.469, por los siguientes párrafos décimo y undécimo, nuevos:



“Uno en la Región de los Ríos: Valdivia.



Tres en la Región de Los Lagos: Osorno, del Reloncaví y Chiloé.”.



Artículo 4°.- Por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, se conformará el presupuesto del Servicio de Salud del Reloncaví y el del Servicio de Salud Chiloé, y traspasará a este último los fondos del Servicio de Salud Llanquihue - Chiloé - Palena necesarios para que cumpla sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.



Artículo 5°.- El nuevo Servicio de Salud entrará en funciones el primer día del mes siguiente a la publicación en el Diario Oficial del decreto con fuerza de ley que lo cree. En la misma fecha entrará en vigor el artículo 3º de esta ley. 



Artículo 6º.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Salud, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:



a) Ordenar el traspaso de funcionarios titulares de planta y a contrata, que se desempeñan en el Hospital Hanga Roa en la provincia Isla de Pascua, desde el Servicio de Salud Valparaíso - San Antonio al Servicio de Salud Metropolitano Oriente, sin alterar la calidad jurídica de la designación y sin solución de continuidad, y el traspaso de los recursos que se liberen por este hecho. El traspaso del personal titular  de planta, y de los cargos que se sirven, se efectuará en el mismo grado y jornada de trabajo semanal que tenían a la fecha del traspaso. A contar de esa misma fecha el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta del servicio de origen.



b) Readecuar la planta y la dotación de personal del Servicio de Salud Valparaíso – San Antonio y del Servicio de Salud Metropolitano Oriente, como consecuencia del ejercicio de la atribución otorgada en el literal anterior.



c) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las mismas restricciones que las señaladas en la letra d) del artículo 2º de esta ley. 



d) Disponer la transferencia de todos los bienes muebles e inmuebles pertenecientes al Servicio de Salud Valparaíso - San Antonio, ubicados en la comuna de Isla de Pascua, al Servicio de Salud Metropolitano Oriente. Mediante decreto supremo del Ministerio de Salud se deberá individualizar los bienes muebles e inmuebles que se traspasen.  La transferencia de los bienes inmuebles se efectuará mediante inscripción en el registro respectivo del Conservador de Bienes Raíces con el sólo mérito de una copia autorizada del decreto supremo indicado. De la misma manera se procederá al traspaso de vehículos motorizados para su anotación en el correspondiente Registro.



Artículo 7°.- 
El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año 2007 será de hasta la cantidad de $ 919.476 miles, considerando para su efecto el año completo y se financiará con cargo a reasignaciones de la partida presupuestaria Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con dichos recursos.”.
Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal en materia de seguridad ciudadana y refuerza las atribuciones preventivas de las Policías, con segundos informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia 

y Reglamento y de Hacienda.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, cuyo discusión particular quedó pendiente en la sesión 52ª, ordinaria, de 12 de Septiembre pasado.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal en materia de seguridad ciudadana y refuerza las atribuciones preventivas de las Policías, correspondiente al Boletín Nº 4.321-07.



Agrega que la relación de esta proyecto y demás antecedentes constan del acta de la sesión precedentemente señalada.

- - -



Continuando con la discusión en particular de esta iniciativa, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse de la modificación recaída en el número 5) del artículo 2º del proyecto, que agrega un artículo 132 bis, nuevo al Código Procesal Penal, la que fue aprobada por mayoría de votos en la Comisión.



El señor Secretario General  advierte que esta enmienda tiene el carácter de norma orgánica constitucional.



En discusión la modificación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Espina, Gómez, Chadwick y Vásquez.



Cerrado el debate y sometida a votación la modificación, es aprobada por 22 votos a favor y 5 abstenciones, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.



Se abstienen, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Gazmuri, Gómez y Pizarro.
- - -



A continuación, el señor Secretario General indica que corresponde ocuparse de la modificación que contempla el número 7) del artículo 2º, en lo que respecta a la letra c) del inciso primero del artículo 140 del Código Procesal Penal, que fue aprobada por mayoría de votos.



En discusión la modificación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Espina.



Cerrado el debate y sometida a votación la modificación, es aprobada por la unanimidad de los señores Senadores presentes.
- - -



Luego, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse de otra modificación contenida en el mismo número 7) del artículo 2º, que incide en el inciso cuarto del referido artículo 140 del Código Procesal Penal, que fue aprobada, también, por mayoría de votos.



En discusión la modificación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Espina, señoras Alvear y Matthei y señor Orpis.



Cerrado el debate y sometida a votación la modificación, es aprobada por 24 votos a favor, 2 en contra y una abstención.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Pizarro.



Se abstiene, la Honorable Senadora señora Matthei.
- - -



A continuación, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse de la modificación recaída en el número 9) del artículo 2º, en lo que respecta al inciso segundo del artículo 149 del Código Procesal Penal, que fue aprobada por mayoría de votos.



En discusión la modificación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Espina.



Cerrado el debate y sometida a votación la modificación, es aprobada por 26 votos a favor y 6 en contra.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag ,Vásquez y Zaldívar. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Espina, Larraín, Gómez, Orpis y Vásquez.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señora Alvear y señores  Ávila, Gazmuri, Naranjo, Ominami y Pizarro. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Ávila.

- - -



A continuación, el señor Presidente señala que ha llegado la hora de término del Orden del Día de esta sesión, por lo que la discusión en particular de este proyecto de ley queda pendiente para la sesión ordinaria de mañana.



Queda pendiente la discusión del proyecto que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal en materia de seguridad ciudadana y refuerza las atribuciones preventivas de las Policías (Boletín Nº 4.321-07) hasta la próxima sesión ordinaria.
___________

HOMENAJE EN MEMORIA DEL SEÑOR ANACLETO ANGELINI



El señor Presidente señala que, por acuerdo del Senado, corresponde efectuar el homenaje en memoria del señor Anacleto Angelini, procediendo, a continuación, a expresar su reconocimiento a su persona y trayectoria.



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Romero, Zaldívar, Larraín y Escalona.

___________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Espina:



1) A los señores Fiscal Nacional del Ministerio Público y Ministro de Justicia, con el objeto de remitir el documento titulado “Importancia de la Inserción de Asesores Criminalistas en el Sistema Procesal Penal”, relativo a la falta de campo laboral que afecta a los estudiantes de la carrera Licenciatura en Criminalistica.



2) A los señores Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la IX Región y Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Melipeuco, solicitando la construcción de una paradero de buses en el sector Cuncunllaque, de esa Comuna.



3) A los señores Secretario Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de la IX Región y Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Melipeuco, solicitando la creación de un recorrido adicional de buses para las localidades rurales de esa Comuna.



4) A los señores Director Regional de Vialidad de la IX Región y Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Melipeuco, requiriendo la instalación de señalética que indique reducción de velocidad y la presencia de niños en las afueras de la Escuela G-612, ubicada en la Comunidad Francisco Ovando, en el sector de Cuncunllaque de esa Comuna.



5) Al señor Director Nacional de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, solicitando la adquisición de parkas y botas de agua para los alumnos de la escuela Volcán Llaima, de la comuna de Melipeuco.



6) A los señores Director de la Comisión Regional del Medio Ambiente de La Araucanía y Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Melipeuco, requiriendo mejorar las condiciones de salubridad del vertedero ubicado en el sector de Membrillo Bajo de esa Comuna y estudiar otras alternativas para su funcionamiento. 



7) Al señor Director Ejecutivo del Centro de Educación y Tecnología Enlaces, solicitando que se otorgue el equipo computacional necesario a los alumnos de la Escuela Volcán Llaima de esa Comuna.



Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A los señores Ministros de Hacienda y del Trabajo y Previsión Social, solicitando la presentación de una indicación al proyecto de ley sobre reforma previsional, en actual tramitación en el Senado, con el objeto de abordar de manera adecuada los problemas asociados al daño previsional que afecta a los pensionados del Instituto de Normalización Previsional.


2) Al señor Subsecretario de Pesca, requiriendo la adopción de las medidas necesarias para evitar que las naves provenientes de la Región de Los Lagos realicen actividades pesqueras en la comuna de Las Guaitecas.


3) Al señor Director General de Aeronáutica Civil, solicitando todos los antecedentes relativos a supuestas irregularidades existentes en el funcionamiento de la línea aérea Sky, expuestas en un reportaje emitido por Televisión Nacional de Chile.


- Del Honorable Senador señor Romero al señor Ministro de Interior, reiterando la petición de declarar zona de catástrofe a la comuna de Putaendo y requiriendo la agilización de la tramitación del decreto respectivo.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

_____________



En el tiempo del Comité Unión Demócrata Independiente, interviene el Honorable Senador señor Pérez Varela, quien se refiere a las medidas antidelincuencia anunciadas por el Gobierno a raíz de los hechos de violencia ocurridos el 11 de Septiembre recién pasado y, en especial, la creación de ocho oficinas de protección a las víctimas de la delincuencia, precisando que en la Ilustre Municipalidad de Los Ángeles existe una oficina de esta naturaleza desde el año 2005 y solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Ministro del Interior para que se considere a esta oficina como una de las anunciadas. 



A continuación, hace uso de la palabra la Honorable Senadora señora Matthei, quien se refiriere a la reunión sostenida recientemente, con la Unión Comunal del Consejo Consultivo de Combarbalá, en la que se le manifestaron varios de los problemas que aquejan a este sector, especialmente los referidos a la salud en los sectores rurales y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Salud, para que explique la política sanitaria dirigida a la población rural de Combarbalá. 



Asimismo, solicita oficiar, en su nombre, a la señora Ministra de Bienes Nacionales para que estudie la factibilidad de otorgar en comodato o donación, un terreno de su propiedad para construir allí, una casa de acogida para los enfermos que acuden al hospital de Combarbalá o que deben trasladarse a las ciudades Coquimbo y La Serena.



Finalmente, solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud de la Cuarta Región para que informe sobre la calidad de los medicamentos que se están suministrando en los hospitales de la zona, ya que tiene información que algunos remedios distribuidos estarían vencidos. 



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los Honorables Senadores antes mencionados, de conformidad al Reglamento del Senado.

_____________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Muñoz Aburto, quien rinde homenaje a la señora Ivana María Vrsalovich Ostoich y señor Manuel Humberto Águila Contreras, docentes magallánicos recientemente fallecidos. 



Luego, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Naranjo, quien se refiere a la situación que afecta a la ciudadanía de Unión de Myanmar, ex Birmania, por la represión ejercida por la Junta Militar que gobierna al país y expresa su repudio a la masacre sufrida por los monjes budistas y el encarcelamiento de la Premio Nobel de la Paz, señora Aun San Suu Kyi y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Relaciones Exteriores para que instruya al señor Embajador de Chile ante la Organización de las Naciones Unidas con el fin de que realice todas las gestiones necesarias para que este Organismo implemente medidas concretas para terminar con el dolor y sufrimiento del pueblo birmano.



A continuación, interviene el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere al proyecto para la construcción de un nuevo estadio en la ciudad de Chillán y la consecuente destrucción del estadio Nelson Oyarzún y  solicita dirigir oficio al señor Subsecretario de Chiledeportes, a la señora Intendenta de la VIII Región y a los señores integrantes del Concejo Municipal de Chillán, para que informen sobre la construcción del nuevo estadio con motivo del próximo campeonato mundial de fútbol femenino. 



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable señores Senadores antes indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.
- - -



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo el Comité Mixto Partido Por la Democracia, Partido Radical Social Demócrata e Independiente, el Comité Partido Renovación Nacional e Independiente y el Comité Partido Demócrata Cristiano. 



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado
SESION 54ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 3 DE OCTUBRE DE 2.007.


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, además, el señor Ministro del Interior subrogante, don Felipe Harboe, la señora Ministra de Educación, doña Yasna Provoste Campillay, el señor Ministro de Justicia, don Carlos Maldonado Curti y la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, doña Laura Albornoz Pollmann.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

___________

CUENTA

Informe



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar en el cargo de Fiscal Nacional del Ministerio Público, al señor Sabas Iván Chahuán Sarrás (Boletín N° S 1.015-05).



-- Queda para tabla.

Permiso Constitucional



Del Honorable Senador señor Ávila, mediante el cual solicita permiso constitucional para ausentarse del país a contar del día de hoy, con el propósito de asistir a la Asamblea de la Unión Interparlamentaria que se desarrollará en Suiza.



-- Se otorga el permiso solicitado.

____________

ORDEN DEL DIA

Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República por el que requiere el acuerdo del Senado para designar, como Fiscal Nacional del Ministerio Público al señor Sabas Iván Chahuán Sarrás, con informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, por el que requiere el acuerdo del Senado para designar como Fiscal Nacional del Ministerio Público al señor Sabás Iván Chahuán Sarrás, correspondiente al Boletín Nº S 1.015-05.


Hace presente que corresponde efectuar este nombramiento por el próximo cese de funciones del actual Fiscal Nacional, don Guillermo Piedrabuena Richard.



El señor Secretario General añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en sesión celebrada el día de hoy, conoció los antecedentes referidos a esta solicitud, escuchando, asimismo, los planteamientos del señor Chahuán sobre el nuevo proceso penal y el papel del Ministerio Público y, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto, informa a la Sala que en la designación de Fiscal Nacional del Ministerio Público en trámite se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico.



Finalmente, hace presente que, de conformidad con lo dispuesto en el número 9) del artículo 53 y en el inciso primero del artículo 85, ambos de la Constitución Política de la República, la designación debe contar para su aprobación con el voto conforme de los dos tercios de los señores Senadores en ejercicio.
- - -



A continuación, el señor Presidente otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Naranjo, quien solicita, de conformidad a lo dispuesto en la letra b) del artículo 169 del Reglamento del Senado, que los señores Senadores que así deseen hacerlo puedan fundamentar su voto.



Así se acuerda.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gómez, en su calidad de Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -



Durante la votación, el señor Presidente solicita el acuerdo de la Sala para prorrogar la hora de término de la sesión con el objeto de que los señores Senadores, que así deseen hacerlo, puedan fundamentar su voto.



Sobre el particular, el señor Presidente otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Cantero.



Consultada la opinión de la Sala, así se acuerda.



En votación la proposición de Su Excelencia la Presidenta de la República, es aprobada por 31 votos a favor, 4 en contra y 1 abstención, de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo prescrito en el número 9) del artículo 53 y en el inciso tercero del artículo 85, ambos de la Constitución Política de la República.


Votan a favor, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar. Fundamentan su voto los Honorables Senadores señores Chadwick, Escalona, Gazmuri, Gómez, Girardi, Espina, Larraín, Letelier y Muñoz Barra.



Votan por el rechazo, los Honorables Senadores señores Naranjo, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Naranjo y Navarro.



Se abstiene, la Honorable Senadora señora Alvear.



El señor Presidente anuncia que, en consecuencia, queda aprobada la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República para designar como Fiscal Nacional del Ministerio Público al señor Sabas Iván Chahuán Sarrás.


Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Pizarro, quien deja constancia de su voto en contra de la proposición de Su Excelencia la Presidenta de la República, como lo manifestó precedentemente.



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro de Justicia.



Queda terminada la discusión de este asunto.

Se levanta la sesión.

JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA 

Secretario General (S) del Senado
SESION 55ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 3 DE OCTUBRE DE 2.007.


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, además, el señor Ministro del Interior subrogante, don Felipe Harboe Bascuñán, el señor Ministro de Justicia, don Carlos Maldonado Curti y la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, doña Laura Albornoz Pollmann.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones quincuagésima primera y quincuagésima segunda, ambas ordinarias, de 11 y 12 de Septiembre de 2.007, respectivamente, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA
Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que crea el administrador provisional del plan de transporte urbano de la ciudad de Santiago (Boletín N° 5.076-15).



-- Se toma conocimiento y se remite el documento al archivo junto a sus antecedentes.



Con el segundo, informa que ha aprobado el proyecto de ley que modifica el Libro V del Código del Trabajo y la ley N° 20.087, que establece un nuevo Procedimiento Laboral ( con urgencia calificada de “suma”)(Boletín N° 4.814-13).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, mediante el cual remite copia autorizada de la sentencia dictada con ocasión del control de constitucionalidad ejercido respecto del proyecto de ley que modifica la ley N° 19.531, y concede beneficios que indica al personal del Poder Judicial, de la Academia Judicial y de la Corporación Administrativa del Poder Judicial (Boletín N° 5.112-07).



-- Se toma conocimiento, se mandó comunicar a Su Excelencia la señora Presidenta de la República y se remite el documento al archivo junto a sus antecedentes.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a la ayuda que puede prestar SERCOTEC a los ex-tripulantes pesqueros del área de Talcahuano, Coronel y Tomé.



Dos del señor Director General Subrogante de la Policía de Investigaciones de Chile:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a la instalación, en la comuna de Coronel, de un cuartel de dicha policía.



Con el segundo, da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Romero, sobre instalación de una Unidad Policial institucional en la Comuna de Quintero.



Del señor Director Regional de SERNATUR de la Región de Antofagasta, por el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, relativo a la factibilidad de declarar “Área Costera, Zona Protegida y de Desarrollo e Interés Turístico”, al sector del Complejo Portuario de Mejillones.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Arancibia, Larraín, Prokurica y los ex Senadores señores Boeninger y Silva Cimma, que concede beneficios a condenados y procesados por los delitos que indica (Boletín N° 3.983-07).



Nuevo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, con el fin de establecer una cuota extraordinaria anual de captura del jurel, en la I, II y XV Regiones (Boletín N° 5.187-03).



-- Quedan para tabla

Mociones



De los Honorables Senadores señora Alvear y señores Pizarro y Sabag, con la que inician un proyecto de reforma constitucional en lo relativo a la supervigilancia y control de armas (Boletín N° 5.373-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señor Frei, señora Alvear y señores Escalona, Espina y Larraín, con la que inician un proyecto de reforma constitucional para establecer el Consejo Económico y Social (Boletín N° 5.375-07).



-- Pasa a las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y de Trabajo y Previsión Social, unidas.



Del Honorable Senador señor Ávila, con la que inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, para obligar a las empresas de transporte interurbano que indica, a contar con el servicio de auxiliares (Boletín N° 5.374-15).



-- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



Del Honorable Senador señor Navarro, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, en lo relativo a los sistemas de seguridad y vigilancia en los establecimientos comerciales ( Boletín N° 5.372-03).



-- Pasa a la Comisión de Economía.

Proyecto de Acuerdo



De los Honorables Senadores señores Navarro, Escalona, Naranjo y Muñoz Aburto, mediante el cual solicitan al Ministerio de Educación adoptar un conjunto de medidas relativas a la revalidación de títulos obtenidos en el extranjero en el área de la medicina ( Boletín N° S 1.016-12).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Coloma, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para que el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 7° de la ley N° 18.450, de Fomento a la Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje, correspondiente al Boletín N° 5.199-01, que se encuentra en el tercer lugar de la Tabla de esta sesión, sea tratado en el primer lugar del Orden del Día, sin debate.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Sabag.



Así se acuerda.

____________

ORDEN DEL DÍA
Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica el artículo 7° de la ley N° 18.450, de Fomento a la Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje, con informe de la 

Comisión de Agricultura.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, de conformidad al acuerdo adoptado por la Sala precedentemente.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 7° de la ley N° 18.450, de Fomento a la Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje, correspondiente al Boletín Nº 5.199-01, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “simple”.



Añade que la Comisión de Agricultura, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto en general y en particular a la vez, por tratarse de una iniciativa de artículo único y le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Naranjo y Vásquez, en los mismos términos que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados.



El señor Secretario General agrega que el informe deja constancia de que el Senado aprobó en la sesión 31ª, ordinaria, de 10 de julio del año en curso, un proyecto de ley iniciado por el Ejecutivo, que versa sobre la misma materia y que actualmente se encuentra pendiente en la Comisión de Obras Públicas de la Cámara de Diputados, correspondiente al Boletín Nº 5.152-09.



Asimismo, indica que en el informe de la Comisión informante, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia especifica que al Ejecutivo le es indiferente que se apruebe cualquiera de los dos proyectos de ley, porque su propósito es coincidente y que la prioridad es que su despacho sea lo más rápido posible.

- - -


En discusión en general y en particular a la vez, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y sometido a votación el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



"Artículo único.-  Agrégase, en el inciso primero del artículo 7° de la ley N° 18.450, que aprueba normas para el fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración:



"Para los efectos de cursar la orden de pago del Certificado de Bonificación al Riego y Drenaje, no será exigible, hasta el 1 de enero de 2010, la obligación establecida por el inciso séptimo del artículo 122 del Código de Aguas, relativa a la inscripción en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas.".

______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal en materia de seguridad ciudadana y refuerza las atribuciones preventivas de las Policías, con segundos informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia 

y Reglamento y de Hacienda.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, cuyo discusión particular quedó pendiente en la sesión 53ª, ordinaria, del día de ayer.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal en materia de seguridad ciudadana y refuerza las atribuciones preventivas de las Policías, correspondiente al Boletín Nº 4.321-07.



Agrega que la relación de este proyecto y demás antecedentes constan de las actas de las sesiones 52ª, ordinaria y de la precedentemente señalada.



Continuando con la discusión en particular de esta iniciativa, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse del número 12) del artículo 2º del proyecto, incorporado por la Comisión informante, que modifica el artículo 190 del Código Procesal Penal, que fue aprobado por mayoría de votos en la Comisión.



En discusión el nuevo numeral, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Gómez y Espina.



Cerrado el debate y sometida a votación la modificación, es aprobada por 22 votos de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.

- - -



En seguida, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse del número 13) del artículo 2º del proyecto, agregado por la Comisión informante, que modifica el artículo 191 del Código Procesal Penal, que fue aprobado por mayoría de votos en la Comisión.



En discusión la disposición, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y sometida a votación la incorporación del nuevo número 13) al artículo 2º, es aprobado por 22 votos de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.

- - -



Luego, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse del número 15) del artículo 2º del proyecto, que fue intercalado por la Comisión informante, que modifica el inciso segundo del artículo 193 del Código Procesal Penal, que fue aprobado por mayoría de votos en la Comisión.



En discusión la disposición, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Espina, Gómez y Letelier.



Cerrado el debate y sometida a votación la incorporación del nuevo número 15) al artículo 2º, es aprobado por 22 votos a favor 3 en contra y 1 abstención.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Espina, Frei, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Vásquez y Zaldívar.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez y Navarro.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Flores.
- - -



Finalmente, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse del número 19) del artículo 2º del proyecto, agregado por la Comisión informante, que modifica el artículo 332 del Código Procesal Penal, que fue aprobado por mayoría de votos en la Comisión.



En discusión la disposición, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y sometida a votación la incorporación del nuevo número 19) al artículo 2º, es aprobado por 23 votos a favor de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:



1) Sustitúyese en el párrafo segundo del número 6° del artículo 10, las expresiones “365, inciso segundo," por “362, 365 bis”.



2) Introdúcense en el artículo 12 las siguientes modificaciones:



a) En la circunstancia 15ª, sustitúyese la palabra “castigado” por “condenado”, y



b) Reemplázase la circunstancia 16ª por la siguiente:



“16ª. Haber sido condenado el culpable anteriormente por delito de la misma especie.”.



3) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 92:



a) En el encabezamiento, reemplazar la frase “haber cumplido una condena” por “haberse impuesto una condena”.



b) En los números 2° y 3°, sustituir la frase “ha sido castigado” por “ha sido condenado”.



c) En el inciso segundo, reemplazar la referencia a los números “14 y 15” del artículo 12, por otra a los números “15 y 16”.



4) Reemplázase en el artículo 269 ter la expresión “El fiscal del Ministerio Público”, por la frase “El fiscal del Ministerio Público, o el abogado asistente del fiscal, en su caso,”.



5) Sustitúyese el inciso primero del artículo 456 bis A por el siguiente:



“Artículo 456 bis A.- El que conociendo su origen o no pudiendo menos que conocerlo, tenga en su poder, a cualquier título, especies hurtadas, robadas u objeto de abigeato, de receptación o de apropiación indebida del artículo 470 número 1°, las transporte, compre, venda, transforme o comercialice en cualquier forma, aun cuando ya hubiese dispuesto de ellas, sufrirá la pena de presidio menor en cualquiera de sus grados  y multa de cinco a cien unidades tributarias mensuales.”.



Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Procesal Penal:



1) Agréganse los siguientes párrafos tercero y cuarto en la letra c) del artículo 83:



“En aquellos casos en que en la localidad donde ocurrieren los hechos no exista personal policial experto y la evidencia pueda desaparecer, el personal policial que hubiese llegado al sitio del suceso deberá recogerla y guardarla en los términos indicados en el párrafo precedente y hacer entrega de ella al Ministerio Público, a la mayor brevedad posible.



En el caso de delitos flagrantes cometidos en zonas rurales o de difícil acceso, la policía deberá practicar de inmediato las primeras diligencias de investigación pertinentes, dando cuenta al fiscal que corresponda de lo hecho, a la mayor brevedad.”.



2) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 85:



a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:



“Artículo 85.- Control de identidad. Los funcionarios policiales señalados en el artículo 83 deberán, además, sin orden previa de los fiscales, solicitar la identificación de cualquier persona en los casos fundados, en que, según las circunstancias, estimaren que existen indicios de que ella hubiere cometido o intentado cometer un crimen, simple delito o falta; de que se dispusiere a cometerlo; de que pudiere suministrar informaciones útiles para la indagación de un crimen, simple delito o falta; o en el caso de la persona que se encapuche o emboce para ocultar, dificultar o disimular su identidad. La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encontrare, por medio de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. El funcionario policial deberá otorgar a la persona facilidades para encontrar y exhibir estos instrumentos.”.



b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:



“Durante este procedimiento, sin necesidad de nuevos indicios, la policía podrá proceder al registro de las vestimentas, equipaje o vehículo de la persona cuya identidad se controla, y cotejar la existencia de las órdenes de detención que pudieren afectarle. La policía procederá a la detención, sin necesidad de orden judicial y en conformidad a lo dispuesto en el artículo 129, de quienes se sorprenda, a propósito del registro, en alguna de las hipótesis del artículo 130, así como de quienes al momento del cotejo registren orden de detención pendiente.”.



c) Intercálase en el inciso tercero, entre la palabra “resultado” y las expresiones “Si no resultare”, sustituyendo el punto seguido (.) por una coma (,), lo siguiente: “previo cotejo de la existencia de órdenes de detención que pudieren afectarle.”.



d) Reemplázanse en el inciso cuarto las expresiones “seis horas” por las siguientes: “ocho horas”.



3) Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 130:



“Para los efectos de lo establecido en las letras d) y e) se entenderá por tiempo inmediato todo aquel que transcurra entre la comisión del hecho y la captura del imputado, siempre que no hubieren transcurrido más de doce horas.”.



4) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 132 por los dos siguientes:



“En la audiencia, el fiscal o el abogado asistente del fiscal actuando expresamente facultado por éste, procederá directamente a formalizar la investigación y a solicitar las medidas cautelares que procedieren, siempre que contare con los antecedentes necesarios y que se encontrare presente el defensor del imputado. En el caso de que no pudiere procederse de la manera indicada, el fiscal o el abogado asistente del fiscal actuando en la forma señalada, podrá solicitar una ampliación del plazo de detención hasta por tres días, con el fin de preparar su presentación. El juez accederá a la ampliación del plazo de detención cuando estimare que los antecedentes justifican esa medida.



En todo caso, la declaración de ilegalidad de la detención no impedirá que el fiscal o el abogado asistente del fiscal pueda formalizar la investigación y solicitar las medidas cautelares que sean procedentes, de conformidad con lo dispuesto en el inciso anterior, pero no podrá solicitar la ampliación de la detención. La declaración de ilegalidad de la detención no producirá efecto de cosa juzgada en relación con las solicitudes de exclusión de prueba que se hagan oportunamente, de conformidad con lo previsto en el artículo 276.”.



5) Agrégase el siguiente artículo 132 bis:



“Artículo 132 bis.- Apelación de la resolución que declara la ilegalidad de la detención. La resolución que declare la ilegalidad de la detención será apelable por el fiscal o el abogado asistente del fiscal, en el sólo efecto devolutivo.”.



6) Sustitúyese en el inciso quinto del artículo 134 la expresión “inciso final” por la siguiente: “inciso segundo”.



7) Reemplázase el artículo 140, por el siguiente:



“Artículo 140.- Requisitos para ordenar la prisión  preventiva. Una vez formalizada la investigación, el  tribunal, a petición del Ministerio Público o del  querellante, podrá decretar la prisión preventiva del  imputado siempre que el solicitante acreditare que se  cumplen los siguientes requisitos:  



a) Que existen antecedentes que justificaren la  existencia del delito que se investigare; 



b) Que existen antecedentes que permitieren  presumir fundadamente que el imputado ha tenido participación en el delito como autor, cómplice o  encubridor, y 



c) Que existen antecedentes calificados que permitieren al tribunal considerar que la prisión  preventiva es indispensable para el éxito de diligencias  precisas y determinadas de la investigación, o que la  libertad del imputado es peligrosa para la seguridad de  la sociedad o del ofendido, o que existe peligro de que el imputado se dé a la fuga, conforme a las disposiciones de los incisos siguientes.  



Se entenderá especialmente que la prisión preventiva es indispensable para el éxito de la investigación cuando existiere sospecha grave y fundada de que el imputado pudiere obstaculizar la investigación mediante la destrucción, modificación, ocultación o falsificación de elementos de prueba; o cuando pudiere inducir a coimputados, testigos, peritos o terceros para que informen falsamente o se comporten de manera desleal o reticente. 



Para estimar si la libertad del imputado resulta o no peligrosa para la seguridad de la sociedad, el tribunal deberá considerar especialmente alguna de las siguientes circunstancias: la gravedad de la pena asignada al delito; el número de delitos que se le imputare y el carácter de los mismos; la existencia de procesos pendientes, y el hecho de haber actuado en grupo o pandilla.



Se entenderá especialmente que la libertad del imputado constituye un peligro para la seguridad de la sociedad, cuando los delitos imputados tengan asignada pena de crimen en la ley que los consagra; cuando el imputado hubiere sido condenado con anterioridad por delito al que la ley señale igual o mayor pena, sea que la hubiere cumplido efectivamente o no; cuando se encontrare sujeto a alguna medida cautelar personal, en libertad condicional o gozando de alguno de los beneficios alternativos a la ejecución de las penas privativas o restrictivas de libertad contemplados en la ley.



Se entenderá que la seguridad del ofendido se  encuentra en peligro por la libertad del imputado  cuando existieren antecedentes calificados que  permitieren presumir que éste realizará atentados en contra de aquél, o en contra de su familia o de sus bienes.”.



8) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 144 por el siguiente:



“Cuando el imputado solicitare la revocación  de la prisión preventiva el tribunal podrá rechazarla de plano; asimismo, podrá citar a todos los intervinientes a una audiencia, con el fin de abrir debate sobre la subsistencia de los requisitos que autorizan la medida.”.



9) Agréganse al artículo 149 los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:



“Tratándose de los delitos establecidos en los artículos 141, 142, 361, 362, 365 bis, 390, 391, 433, 436 y 440 del Código Penal, y los de la ley N° 20.000 que tengan pena de crimen, el imputado no podrá ser puesto en libertad mientras no se encuentre ejecutoriada la resolución que negare o revocare la prisión preventiva, salvo el caso en que el imputado no haya sido puesto  a disposición del tribunal en calidad de detenido. El recurso de apelación contra esta resolución deberá interponerse en la misma audiencia.



En los casos en que no sea aplicable lo dispuesto en el inciso anterior, estando pendiente el recurso contra la resolución que dispone la libertad, para impedir la posible fuga del imputado la Corte de Apelaciones respectiva tendrá la facultad de decretar una orden de no innovar, desde luego y sin esperar la vista del recurso de apelación del fiscal o del querellante.”.



10) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 150:



a) Sustitúyese el inciso quinto por el siguiente:



“Excepcionalmente, el tribunal podrá conceder al imputado permiso de salida durante el día o por un período determinado, siempre que se asegure convenientemente que no se vulnerarán los objetivos de la prisión preventiva.”.



b) Intercálase el siguiente inciso sexto, pasando el actual a ser séptimo:



“Con todo, tratándose de los delitos establecidos en los artículos 141, 142, 361, 362, 365 bis, 390, 391, 433, 436 y 440 del Código Penal, y de los sancionados con pena de crimen en la ley N° 20.000, el tribunal no podrá otorgar el permiso señalado en el inciso  anterior sino por resolución fundada y por el tiempo estrictamente necesario para el cumplimiento de los fines del citado permiso.”.



11) Intercálase en el inciso segundo del artículo 187, entre la expresión “83 letra b)” y la coma (,) que le sigue, la frase: “o se encontraren en el sitio del suceso”.



12) Introdúcense al artículo 190 las siguientes modificaciones:



a) Intercálase en su inciso primero, luego de la palabra “mismo”, la frase “o ante su abogado asistente,”.



b) Sustitúyese en el inciso primero la oración “El fiscal no podrá” por la siguiente: “El fiscal o el abogado asistente del fiscal no podrán”.



13) Intercálase en el inciso primero del artículo 191, luego de la palabra “fiscal”, la frase “o el abogado asistente del fiscal, en su caso,”.


14) Agrégase el siguiente artículo 191 bis:



“Artículo 191 bis.- Anticipación de prueba de menores de edad. El fiscal podrá solicitar que se reciba la declaración anticipada de los menores de 18 años que fueren víctimas de alguno de los delitos contemplados en el Libro Segundo, Título VII, párrafos 5 y 6 del Código Penal. En dichos casos, el juez, considerando las circunstancias personales y emocionales del menor de edad, podrá, acogiendo la solicitud de prueba anticipada, proceder a interrogarlo, debiendo los intervinientes dirigir las preguntas por su intermedio.



Con todo, si se modificaren las circunstancias que motivaron la recepción de prueba anticipada, la misma deberá rendirse en el juicio oral.



La declaración deberá realizarse en una sala acondicionada, con los implementos adecuados a la edad y etapa evolutiva del menor de edad.



En los casos previstos en este artículo, el juez deberá citar a todos aquellos que tuvieren derecho a asistir al juicio oral.”.



15) Reemplázase el inciso segundo del artículo 193, por el siguiente:



“Mientras el imputado se encuentre detenido o en prisión preventiva, el fiscal estará facultado para hacerlo traer a su presencia cuantas veces fuere necesario para los fines de la investigación, sin más trámite que dar aviso al juez y al defensor.”.



16) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 206: 



a) Sustitúyese en el inciso primero la palabra “judicial” por las siguientes: “u orden”.



b) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser tercero:



“De dicho procedimiento deberá darse comunicación al fiscal inmediatamente terminado y levantarse un acta circunstanciada que será enviada a éste dentro de las doce horas siguientes. Copia de dicha acta se entregará al propietario o encargado del lugar.”.



17) Modifícase el artículo 237, del modo que sigue:



a) Introdúcense las siguientes enmiendas en el inciso tercero:



1. Suprímese la conjunción “y”, al final de la letra a) y reemplázase por un punto y coma (;) la coma (,) que la precede.



2. Sustitúyese el punto final de la letra b) por una coma (,) y agrégase a continuación la conjunción “y”.



3. Agrégase la siguiente letra c):



“c) Si el imputado no tuviere vigente un acuerdo de suspensión condicional del procedimiento, al momento de cometer el nuevo ilícito.”.



b) Intercálase el siguiente nuevo inciso sexto, modificándose la ordenación correlativa de los actuales:



“Tratándose de imputados por delitos de homicidio, secuestro, robo con violencia o intimidación en las personas o fuerza en las cosas, sustracción de menores, aborto, los contemplados en los artículos 361 a 366 bis, 367 y 367 bis del Código Penal y conducción en estado de ebriedad causando la muerte o lesiones graves o gravísimas, el fiscal deberá someter su decisión de solicitar la suspensión condicional del procedimiento al Fiscal Regional.”.



18) Intercálase el siguiente inciso segundo en el artículo  280, pasando el actual a ser tercero:



“Si con posterioridad a la realización de la audiencia de preparación del juicio oral, sobreviniere, respecto de los testigos, alguna de las circunstancias señaladas en el inciso segundo del artículo 191 o se tratare de la situación señalada en el artículo 191 bis, cualquiera de los intervinientes podrá solicitar al juez de garantía, en audiencia especial citada al efecto, la rendición de prueba anticipada.”.



19) Intercálase en el inciso primero del artículo 332, luego de la palabra “fiscal”, la frase “el abogado asistente del fiscal, en su caso,”, precedida de una coma.



Artículo 3°.- Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones de Chile deberán mantener un banco de datos unificado y actualizado de personas respecto de las cuales exista orden de detención pendiente. Dicho registro o banco de datos será de uso exclusivo de las policías para efecto de lo dispuesto en el artículo 85 del Código Procesal Penal, y sus datos sólo serán comunicados al Ministerio Público y a los tribunales, en el marco de una investigación o proceso judicial.



Los datos contenidos en el registro o banco estarán exentos de la obligación a que se refiere el artículo 22 de la ley N° 19.628, y podrán contener como antecedentes fotografías, huellas dactilares o características físicas de las personas cuya detención se encuentra pendiente.



Una vez ejecutada la detención de las personas, sus datos serán inmediatamente eliminados del registro. Lo mismo ocurrirá respecto de personas con órdenes de detención pendientes por delitos cuya acción penal haya sido declarada prescrita.



Toda persona podrá solicitar a las policías certificado de dicho registro, el cual contendrá todos los antecedentes que constaren respecto al solicitante.



Un reglamento del ministerio del cual dependan las policías regulará la administración y funcionamiento de este banco de datos.



Artículo 4°.- Modifícase la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, en los siguientes términos:



a) Agrégase el siguiente inciso segundo al artículo 48:



“Para efecto de lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 132, de los artículos 132 bis y 190 y del inciso primero del artículo 191 del Código Procesal Penal, serán aplicables a los abogados asistentes del fiscal, en lo pertinente, las normas sobre responsabilidad de los fiscales.”.



b) Increméntase en noventa y cinco plazas el número de cargos de Profesionales establecido en la planta de personal contenida en el artículo 72.”.



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Secretario General, quien informa que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento dejó constancia en el informe del proyecto de ley recientemente despachado de los once proyectos iniciados en Moción de distintos señores Senadores que fueron tenidos a la vista durante la discusión en particular de él y que, en atención a que las ideas y proposiciones de dichas iniciativas coinciden con las normas del proyecto que en esta oportunidad fueron aprobadas, la Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto, propone a la Sala que estas iniciativas sean archivadas.



Consultada la opinión de la Sala por el señor Presidente, se accede a lo solicitado, por lo que las siguientes iniciativas quedan archivadas:



1.- Proyecto de ley que modifica el Código Penal, con el fin de aumentar la severidad de las sanciones aplicables a los delincuentes reincidentes, Boletín Nº 3.585-07. 


2.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal, en lo relativo al control de identidad, Boletín Nº 3.932-07. 


3.- Proyecto de ley que modifica el procedimiento sobre control de identidad que corresponde realizar a los funcionarios policiales, Boletín Nº 4.079-07.


4.- Proyecto de ley que establece normas especiales para el enjuiciamiento de los delitos que indica, Boletín Nº 4.026-07.


5.- Proyecto de ley que modifica las normas sobre apelación de la medida de prisión preventiva, Boletín Nº 4.168-07.


6.- Proyecto de ley que sustituye el artículo 456 bis del Código Penal, a fin de ampliar la figura del delito de receptación, Boletín Nº 4.286-07.


7.- Confiere atribuciones al abogado asistente del fiscal, en materia de comparecencia judicial, y amplía el plazo de detención, Boletín Nº 4.287-07.


8.- Modifica el artículo 12 del Código Penal, en lo relativo a la reincidencia como circunstancia agravante de la responsabilidad criminal, Boletín Nº 4.288-07.


9.- Modifica el Código Procesal Penal en materia de prueba anticipada, Boletín Nº 4.289-07.


10.- Modifica el Código Procesal Penal y el Código Penal, en materia de suspensión condicional del procedimiento, Boletín Nº 4.320-07.


11.- Modifica el Código Procesal Penal en materia medidas de protección a las víctimas y a los testigos, Boletín Nº 5.126-07. 

_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, 

Justicia y Reglamento.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, correspondiente al Boletín Nº 4.438-07, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.



Agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto solamente en general, de conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado y le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Vásquez.



El señor Secretario General  hace presente que los números 1), 2), 3), 17), 24), 26), 27) y 28) del artículo 1º; el artículo 5º, y los artículos 2º, 3º y 5º transitorios, todos tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, conforme lo dispone el artículo el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Finalmente, precisa que esta iniciativa, en la discusión en particular, corresponde que sea discutida, también, por la Comisión de Hacienda.

- - -



En discusión en general, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, al Honorable Senador señor Espina y al señor Ministro de Justicia. 



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Espina deja constancia que en caso de no aumentar el número de tribunales de familia en la medida que ha planteado el Poder Judicial, el sistema va a colapsar y que, por lo tanto, la responsabilidad política por la muerte de personas que recurren a estos tribunales para obtener protección, más allá de la responsabilidad funcionaria del juez que no haya actuado con la diligencia necesaria, va a ser de quienes se nieguen a considerar un mayor número de este tipo de juzgados. Por ello, agrega, presentará una indicación que contemple esta materia y que requerirá que el Ejecutivo considere su contenido para los efectos de incorporar esas  materias en el proyecto en estudio.

- - -



Luego, el señor Presidente señala que procederá a abrir la votación.

- - -



A continuación, el señor Presidente, ante la eventualidad que luego de terminada la votación no exista el quórum suficiente para adoptar acuerdos, propone a la Sala que, en este momento, se fije el plazo para formular indicaciones, para lo cual propone hasta las 12 horas del día martes 23 de octubre próximo. 



Así se acuerda.



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gazmuri, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Corporación para autorizar a la Tercera Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos a sesionar mientras lo esté haciendo la Sala.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor  Prokurica.



Así se acuerda.

- - -



Cerrado el debate y sometido a votación, el proyecto es aprobado por 29 votos a favor, uno en contra y una abstención, de un total de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez. Fundamentan su voto los Honorables Senadores señores Gazmuri, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Sabag y Vásquez. 



Vota por su rechazo, la Honorable Senadora señora Matthei, quien fundamenta el voto.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Orpis, quien fundamenta su voto.



Luego, el señor Presidente hace presente a la Sala que el plazo para presentar indicaciones ya fue fijado, el que vence a las 12 horas del día 23 de octubre próximo.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia:



1) Agrégase en el artículo 2° el siguiente numeral 5°:



“5° Cumplimiento, que, dada la particular naturaleza de los procedimientos establecidos en esta ley, desarrollará las gestiones necesarias para la adecuada y cabal ejecución de las resoluciones judiciales en el ámbito familiar, particularmente de aquellas que requieren de cumplimiento sostenido en el tiempo.”.



2) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 4°:



En el inciso primero:



a) Reemplázanse en la letra a), las expresiones “Arica, con cinco jueces”, por “Arica, con seis jueces”.



b) Reemplázanse en la letra d), las expresiones “La Serena, con tres jueces” por “La Serena, con cuatro jueces” y “Ovalle, con dos jueces” por “Ovalle, con tres jueces”.



c) Reemplázanse en la letra e), las expresiones “Quilpué, con dos jueces” por “ Quilpué, con tres jueces”; “Villa Alemana, con dos jueces” por “Villa Alemana, con tres jueces”; “Casablanca, con un juez” por “Casablanca, con dos jueces”; “La Ligua, con un juez” por “La Ligua, con dos jueces”; “San Felipe, con dos jueces” por “San Felipe, con tres jueces” y “Limache, con un juez” por “Limache, con dos jueces”.



d) Reemplázanse en la letra f) las expresiones “Rancagua, con ocho jueces” por “Rancagua, con nueve jueces”; “San Fernando, con dos jueces” por “San Fernando, con tres jueces” y “Santa Cruz, con un juez” por “Santa Cruz, con dos jueces”.



e) Reemplázanse en la letra g) las expresiones “Talca, con cinco jueces” por “Talca, con siete jueces”; “Constitución, con un juez” por “Constitución, con dos jueces”; “Curicó, con tres jueces” por “Curicó, con cuatro jueces”, y “Linares, con tres jueces” por “Linares, con cuatro jueces”.



f) Reemplázanse en la letra h) las expresiones "Tomé, con un juez” por “Tomé, con dos jueces” y “Coronel, con tres jueces” por “Coronel, con cuatro jueces”.



g) Reemplázanse en la letra g) las expresiones “Osorno, con tres jueces” por “Osorno, con cuatro jueces” y “Puerto Montt, con tres jueces” por “Puerto Montt, con cuatro jueces”.



h) Reemplázanse en la letra m) las expresiones “ Puente Alto, con seis jueces” por “ Puente Alto, con ocho jueces” y “ Colina, con dos jueces” por “ Colina, con tres jueces”. 



En el inciso segundo:



a) En su encabezamiento, sustitúyese la frase “con asiento dentro de su territorio jurisdiccional” por la siguiente: “con asiento dentro de la Provincia de Santiago”.



b) En su párrafo primero, sustitúyense las expresiones “el primero, el segundo y el tercero, con diez jueces cada uno, y el cuarto, con doce jueces” por lo siguiente: “todos con doce jueces”.



3) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 8°:



a) Suprímese su numeral 7).



b) En su numeral 10), sustitúyese el guarismo “30” por “29”.



4) Reemplázase el artículo 11 por el siguiente:



“Artículo 11.- Concentración. El procedimiento se desarrollará en audiencias continuas y podrá prolongarse en sesiones sucesivas, hasta su conclusión. No obstante, el tribunal podrá suspender la audiencia anticipadamente o durante su desarrollo por razones de absoluta necesidad, hasta por dos veces solamente y por el tiempo mínimo necesario de acuerdo con el motivo de la suspensión.



La suspensión anticipada se notificará por carta certificada o conforme a lo dispuesto en el inciso final del artículo 23, cuando corresponda, y tratándose de aquella decretada durante el desarrollo de la audiencia, el tribunal comunicará en la misma audiencia la fecha y hora de su continuación, lo que se tendrá como suficiente citación.”.



5) Incorpórase en el artículo 12, a continuación de la expresión  “recibido”, la frase “y con las que se reciban conforme a lo dispuesto en el numeral 9) del artículo 61”.



6) Reemplázase el artículo 18 por el siguiente:



“Artículo 18.- Comparecencia en juicio. En los procedimientos que se sigan ante los juzgados de familia, las partes sólo podrán comparecer patrocinadas por abogado habilitado para el ejercicio de la profesión y representadas por persona legalmente habilitada para actuar en juicio, a menos que el juez en caso necesario las exceptúe expresamente, por motivos fundados.



Cuando corresponda, ambas partes podrán ser patrocinadas y representadas en juicio por las Corporaciones de Asistencia Judicial. La modalidad con que los abogados de las Corporaciones de Asistencia Judicial asuman la representación en dichas causas será regulada por el reglamento que dictará para estos efectos el Ministerio de Justicia.



La obligación señalada en el inciso primero no regirá tratándose de los procedimientos establecidos en el Título IV. En estos casos, las partes podrán comparecer y actuar sin necesidad de mandatario judicial ni de abogado patrocinante, salvo que el juez lo estime necesario.”.



7) Sustitúyese el artículo 21 por el siguiente:



“Artículo 21.- Abandono del procedimiento. Si llegado el día de la celebración de las audiencias fijadas, no concurriere ninguna de las partes que figuren en el proceso, y el demandante o solicitante no pidiere una nueva citación dentro de quinto día, el juez de familia procederá a declarar el abandono del procedimiento y ordenará el archivo de los antecedentes.



No obstante, en los asuntos a que se refieren los números 8), 10) y 12) del artículo 8° el juez podrá citar a las partes en forma inmediata a una nueva audiencia, bajo apercibimiento de continuar el procedimiento y resolver de oficio.



En las causas sobre violencia intrafamiliar, de verificarse las circunstancias previstas en el inciso primero, el juez ordenará el archivo provisional de los antecedentes, pudiendo el denunciante o demandante solicitar, en cualquier momento la reapertura del procedimiento.”.



8) Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 23 por los cuatro siguientes, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto a ser quinto, sexto, séptimo y octavo, respectivamente:



“Artículo 23.- Notificaciones. La primera notificación a la demandada se efectuará personalmente por un funcionario que haya sido designado para cumplir esta función por el juez presidente del comité de jueces, a propuesta del administrador del tribunal. Dicho funcionario tendrá el carácter de ministro de fe para estos efectos. La parte interesada podrá siempre encargar, a su costa, la práctica de la notificación a un receptor judicial.



En los casos en que no resulte posible practicar la primera notificación personalmente, por no ser habida la persona a quien se debe notificar, y siempre que el ministro de fe encargado de la diligencia establezca cual es su habitación o el lugar donde habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo y que se encuentra en el lugar del juicio, de lo que dejará constancia, se procederá a su notificación en el mismo acto y sin necesidad de nueva orden del tribunal, en la forma señalada en los incisos segundo y tercero del artículo 44 del Código de Procedimiento Civil.



El ministro de fe dará aviso de esta notificación a ambas partes el mismo día en que se efectúe o a más tardar el día hábil siguiente, dirigiéndoles carta certificada. La omisión en el envío de la carta no invalidará la notificación, pero hará responsable al infractor de los daños y perjuicios que se originen y el tribunal, previa audiencia del afectado, deberá imponerle alguna de las medidas que se señalan en los números 2, 3 y 4 del inciso tercero del artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales.



Cuando la demanda deba notificarse a persona cuya individualización o domicilio sean difíciles de determinar, el juez dispondrá que se practique por cualquier medio idóneo que garantice la debida información del notificado, para el adecuado ejercicio de sus derechos.”.



9) Reemplázase el artículo 26 por el siguiente:



“Artículo 26.- Acerca de los incidentes. Los incidentes serán promovidos durante el transcurso de las audiencias en que se originen y se resolverán inmediatamente por el tribunal, previo debate. Con todo, cuando para la resolución del incidente resulte indispensable producir prueba que no hubiere sido posible prever con anterioridad, el juez determinará la forma y oportunidad de su rendición, antes de resolver. Las decisiones que recayeren sobre estos incidentes no serán susceptibles de recurso alguno.



Excepcionalmente, y por motivos fundados, se podrán interponer incidentes fuera de audiencia, los que deberán ser presentados por escrito y resueltos por el juez de plano, a menos que considere necesario oír a los demás interesados. En este último caso, citará, a más tardar dentro de tercero día, a una audiencia especial, a la que concurrirán los interesados con todos sus medios de prueba, a fin de resolver en ella la incidencia planteada. Con todo, si se hubiere fijado la audiencia preparatoria o de juicio para una fecha no posterior al quinto día de interpuesto el incidente, se resolverá en ésta.



Si el incidente se origina en un hecho anterior a una audiencia sólo podrá interponerse hasta la conclusión de la misma.”.



10) Incorpórase en el inciso final del artículo 45, a continuación de la expresión “Estado”, la siguiente frase “y que desarrolle la línea de acción a que se refiere el artículo 4°, N° 3.4, de la ley N° 20.032”.



11) Reemplázase el inciso primero del artículo 46 por el siguiente:



“Artículo 46.- Contenido del informe de peritos. Sin perjuicio del deber de los peritos de concurrir a declarar ante el juez acerca de su informe, éste deberá entregarse por escrito, con la finalidad de ponerlo en conocimiento de la parte contraria con, a lo menos, tres días de anticipación a la audiencia de juicio.”.



12) Incorpórase en el Título III el siguiente Párrafo tercero bis, nuevo:

“Admisibilidad y etapa de recepción



Artículo 54-1.- Control de admisibilidad. Uno o más jueces de los que componen el juzgado, realizarán un control de admisibilidad de las demandas, denuncias y requerimientos que se presenten al tribunal.



Si en dicho control se advirtiese que la demanda presentada no cumple con los requisitos formales previstos en el artículo 57, el tribunal ordenará se subsanen sus defectos en el plazo que el mismo fije, bajo sanción de tenerla por no presentada.



Con excepción de los numerales 9) y 18) del artículo 8°, si se estimare que la presentación es manifiestamente improcedente, la rechazará de plano, expresando los fundamentos de su decisión. La resolución que la rechace será apelable en conformidad  a las reglas generales.



El juez deberá declarar de oficio su incompetencia. En dicho caso señalará el tribunal competente, reenviándole los antecedentes correspondientes.



Artículo 54-2.- Facultades del juez en la etapa de recepción. Una vez admitida la demanda, denuncia o requerimiento a tramitación, el juez procederá de oficio o a petición de parte, a decretar las medidas cautelares que procedan, incluyendo la fijación de alimentos provisorios cuando corresponda. Luego de ello, citará a las partes a la audiencia correspondiente.



Conocerá, también, de la aprobación de los acuerdos contenidos en las actas de mediación que se le presenten, así como de los avenimientos y transacciones celebrados directamente por las partes, y las aprobará en cuanto no sean contrarios a derecho. Si en el acta correspondiente constare que el proceso de mediación resultó frustrado, dispondrá el inicio o la continuación del procedimiento judicial, según corresponda.”.



13) Reemplázase el artículo 56 por el siguiente:



“Artículo 56.- Inicio del procedimiento. El procedimiento comenzará por demanda escrita.”.



14) Reemplázase el artículo 58 por el siguiente:



“Artículo 58.- Contestación de la demanda. El demandado deberá contestar la demanda por escrito con al menos tres días de anticipación a la fecha de realización de la audiencia preparatoria. Si desea reconvenir, deberá hacerlo de la misma forma, conjuntamente con la contestación de la demanda y cumpliendo con los requisitos establecidos en el artículo anterior.”.



15) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 59:



a) En el inciso primero, reemplázase la expresión “Recibida” por “Admitida”.



b) Suprímese el inciso segundo.



16) 
Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 61:



a) Reemplázanse los numerales 1), 2) y 9) por los siguientes:



“1) La relación somera, por parte del juez, del contenido de la demanda, de la contestación y, en su caso, de la reconvención.



2) Contestar la demanda reconvencional, en su caso.



Las excepciones que se hayan opuesto se tramitarán conjuntamente y se fallarán en la sentencia definitiva. No obstante, el juez se pronunciará inmediatamente de evacuado el traslado respecto de las de incompetencia, falta de capacidad o de personería, de las que se refieran a la corrección del procedimiento y de prescripción, siempre que su fallo pueda fundarse en antecedentes que consten en el proceso o que sean de pública notoriedad.



9) Recibir la prueba que, por motivos justificados, deba rendirse en ese momento.”.



b) Agrégase en el numeral 10), a continuación de la palabra “preparatoria”, pasando el punto aparte a ser seguido, el siguiente párrafo:



“Sin perjuicio de ello, el juez podrá, previo acuerdo de las partes, desarrollar la audiencia de juicio inmediatamente de finalizada la preparatoria.”.




17) Incorpórase el siguiente artículo 66 bis:



“Artículo 66 bis.- Celebración de nueva audiencia. Si el juez ante el cual se desarrolló la audiencia de juicio no pudiera dictar sentencia por causa legal sobreviviente, aquella deberá celebrarse nuevamente.



En caso de traslado del juez ante el cual se desarrolló la audiencia del juicio, éste sólo podrá asumir su nueva función luego de haber dictado sentencia definitiva en las causas que tuviese pendientes.”.



18) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 71:



a) Reemplázase el literal c) por el siguiente:



“c) El ingreso a un programa de familias de acogida o centro de diagnóstico o residencia, por el tiempo que sea estrictamente indispensable. En este caso, de adoptarse la medida sin la comparecencia del niño, niña o adolescente ante el juez, deberá asegurarse que ésta se verifique a primera hora de la audiencia más próxima.”.



b) Sustitúyese el literal g) por el siguiente:



“g) Prohibir o limitar la concurrencia del ofensor al lugar de estudio del niño, niña o adolescente, así como a cualquier otro lugar donde éste o ésta permanezca o que visite o concurra habitualmente. En caso de que concurran al mismo establecimiento, el juez adoptará medidas específicas tendientes a resguardar los derechos de aquéllos.”.



19) Reemplázanse los incisos segundo al quinto del artículo 72 por los tres siguientes:



“Durante la audiencia, el juez informará a las partes acerca del motivo de su comparecencia, sus derechos y deberes, y responderá a las dudas e inquietudes que les surjan. Los niños, niñas o adolescentes serán informados en un lenguaje que les resulte comprensible.



El juez indagará sobre la situación que ha motivado el inicio del proceso, la forma en que afecta al niño, niña o adolescente y sobre la identidad de las personas que se encuentren involucradas en la afectación de sus derechos.



Los citados expondrán lo que consideren conveniente y, una vez oídos, el juez, si contare con todos los elementos probatorios dictará sentencia, a menos que estime procedente la aplicación de la medida contenida en el numeral 2) del artículo 30 de la ley N° 16.618, caso en el cual citará a audiencia de juicio.”.



20) Reemplázase en el artículo 73 la expresión “Esta” por la frase “De conformidad a lo dispuesto en el artículo precedente, esta”.



21) Agrégase en el  inciso tercero del artículo 78, a continuación de la expresión “Menores”, la frase “y al Ministerio de Justicia”.



22) Reemplázase el inciso segundo del artículo 80 por el siguiente:



“Si el tribunal lo considera necesario para resolver, podrá solicitar un informe psicosocial  actualizado del niño, niña o adolescente. Asimismo, podrá citar a una única audiencia destinada a escuchar a las partes, recibir los antecedentes y, si corresponde, la declaración del perito que haya elaborado el informe respectivo, el que deberá ser entregado con la anticipación a que se refiere el artículo 46.”.



23) Agrégase el siguiente artículo 80 bis:



“Artículo 80 bis.- Deber de información del Servicio Nacional de Menores. Para efectos de la aplicación de las medidas a que se refiere el artículo 71, así como las que se impongan  en virtud de sentencia definitiva, el Servicio Nacional de Menores, a través de sus Directores Regionales, informará periódicamente  y en forma detallada a cada juzgado de familia la oferta programática vigente en la respectiva región de acuerdo a las líneas de acción desarrolladas, su modalidad de intervención y la cobertura existente en ellas, sea en sus centros de administración directa o bien en los proyectos ejecutados por sus organismos colaboradores acreditados.”.


24) Intercálase en el inciso segundo del artículo 102 A, a continuación de la expresión “494 bis”, la expresión “495, N° 21”, precedida de una coma.



25) Reemplázase el Título V por el siguiente:

“TÍTULO V

DE LA MEDIACIÓN FAMILIAR



Artículo 103.- Mediación. Para los efectos de esta ley, se entiende por mediación aquel sistema de resolución de conflictos en el que un tercero imparcial, sin poder decisorio, llamado mediador, ayuda a las partes a buscar por sí mismas una solución al conflicto y sus efectos, mediante acuerdos.



Artículo 104.- Avenimientos obtenidos fuera de un procedimiento de mediación. Sin perjuicio de lo dispuesto en este Título, las partes podrán designar de común acuerdo una persona que ejerza entre ellas sus buenos oficios para alcanzar avenimientos en las materias en que sea procedente de acuerdo a la ley.



Artículo 105.- Principios de la mediación. Durante todo el proceso de mediación, el mediador deberá velar por que se cumplan los siguientes principios en los términos que a continuación se señalan:



a) Igualdad: en virtud del cual el mediador se cerciorará de que los participantes se encuentren en igualdad de condiciones para adoptar acuerdos. Si no fuese así, propondrá o adoptará, en su caso, las medidas necesarias para que se obtenga ese equilibrio. De no ser ello posible, declarará terminada la mediación.



b) Voluntariedad: por el que los participantes podrán retirarse de la mediación en cualquier momento. Si en la primera sesión, o en cualquier otro momento durante el procedimiento, alguno de los participantes manifiesta su intención de no seguir adelante con la mediación, ésta se tendrá por terminada.



c) Confidencialidad: por el cual el mediador deberá guardar reserva de todo lo escuchado o visto durante el proceso de mediación y estará amparado por el secreto profesional. La violación de dicha reserva será sancionada con la pena prevista en el artículo 247 del Código Penal.



Nada de lo dicho por cualquiera de los participantes durante el desarrollo de la mediación podrá invocarse en el subsiguiente procedimiento judicial, en caso de haberlo.



Con todo, el mediador quedará exento del deber de confidencialidad en aquellos casos en que tome conocimiento de la existencia de situaciones de maltrato o abuso en contra de niños, niñas, adolescentes o discapacitados. En todo caso, deberá dar a conocer previamente a las partes el sentido de esta exención.




d) Imparcialidad: lo que implica que los mediadores serán imparciales en relación con los participantes, debiendo abstenerse de promover actuaciones que comprometan dicha condición. Si tal imparcialidad se viere afectada por cualquier causa, deberán rechazar el caso, justificándose ante el juzgado que corresponda.



Los involucrados podrán también solicitar al juzgado la designación de un nuevo mediador, cuando justifiquen que la imparcialidad del inicialmente designado se encuentra comprometida.



e) Interés superior del niño: por el cual, en el curso de la mediación, el mediador velará siempre para que se tome en consideración el interés superior del niño, niña o adolescente, en su caso, pudiendo citarlos sólo si su presencia es estrictamente indispensable para el desarrollo de la mediación.



f) Opiniones de terceros: en virtud del cual, el mediador velará para que se consideren las opiniones de los terceros que no hubieren sido citados a la audiencia, a quienes también podrá citar.



Artículo 106.- Mediación previa, voluntaria y prohibida. Las causas relativas al derecho de alimentos, cuidado personal y al derecho de los padres e hijos e hijas que vivan separados a mantener una relación directa y regular, aun cuando se deban tratar en el marco de una acción de divorcio o separación judicial, deberán someterse a un procedimiento de mediación previo a la tramitación judicial de la causa, el que se regirá por las normas de esta ley y su reglamento.



Las partes quedarán exentas del cumplimiento de este requisito, si acreditaren que antes del inicio de la causa, sometieron el mismo conflicto a mediación ante mediadores inscritos en el registro a que se refiere el artículo 112 o si hubieren alcanzado un acuerdo privado sobre estas materias.



Las restantes materias de competencia de los juzgados de familia, exceptuadas las señaladas en el inciso siguiente, podrán ser sometidas a mediación si así lo acuerdan o lo aceptan las partes.



No se someterán a  mediación los asuntos relativos al estado civil de las personas, salvo en los casos contemplados por la Ley de Matrimonio Civil; la declaración de interdicción; las causas sobre maltrato de niños, niñas o adolescentes, y los procedimientos regulados en la ley N° 19.620, sobre adopción.



En los asuntos a que de lugar la aplicación de la ley N° 20.066, sobre Violencia Intrafamiliar, la mediación procederá en los términos y condiciones establecidos en los artículos 96 y 97 de esta ley.



Artículo 107.- Derivación a mediación y designación del mediador. Al requerirse la intervención judicial en alguna de las materias  en que la ley exige mediación previa, el tribunal procederá a la designación de un mediador contratado de conformidad a lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto del artículo 114, mediante un procedimiento objetivo y general,  que garantice una distribución equitativa entre los contratados para prestar servicios en ese territorio jurisdiccional y un adecuado acceso a los solicitantes. En todo caso, siempre se hará presente al requirente la posibilidad de recurrir, a su costa, a un mediador de los inscritos en el registro señalado en el artículo 112.



El requerimiento de intervención judicial señalado en el inciso precedente se hará mediante la presentación ante el tribunal competente de un formulario que contenga la individualización de las partes y la mención de la materia por la cual se recurre. Para la presentación de dicho formulario no será necesario el patrocinio de abogado. Las corporaciones de asistencia judicial y otras entidades públicas o privadas destinadas a prestar asistencia jurídica gratuita contarán con estos formularios, pudiendo solicitar la designación de mediador a que se refiere el inciso primero en forma directa. De fracasar la mediación, el demandante deberá presentar demanda al tribunal con patrocinio de abogado de acuerdo a las reglas generales.



Si la acción judicial versa sobre alguna de las materias de mediación voluntaria, el juez ordenará que, al presentarse la demanda, un funcionario especialmente calificado instruya al actor sobre la alternativa de concurrir a ella, quien podrá aceptarla o rechazarla. Del mismo modo, ambas partes podrán solicitar la mediación o aceptar la que les propone el juez, durante el curso de la causa, hasta el quinto día anterior a la audiencia del juicio y podrán, en este caso, designar al mediador de común acuerdo. Si no se alcanzare acuerdo, el juez procederá a designarlo, de inmediato, de entre quienes figuren en el Registro de Mediadores, mediante un procedimiento que garantice una distribución equitativa de trabajo entre los registrados.



La designación efectuada por el tribunal no será susceptible de recurso alguno. Con todo, deberá revocarse y procederse a una nueva designación si el mediador fuere curador  o pariente, por consanguinidad o afinidad en toda la línea recta y hasta el cuarto grado en la línea colateral, de cualquiera de las partes, o hubiere prestado servicios profesionales a cualquiera de ellas con anterioridad, a menos que los hubiese prestado a ambas en calidad de mediador.



La solicitud a que se refiere la letra d) del artículo 105, así como la revocación y nueva designación a que se refiere el inciso anterior, serán tramitadas en audiencia especial  citada al efecto por el tribunal competente.



Una vez realizadas las actuaciones a que se refieren los artículos precedentes, se comunicará al mediador su designación por la vía más expedita posible. Dicha comunicación incluirá, además, la individualización de las partes y las materias sobre las que versa el conflicto.



Artículo 108.- Citación a la sesión inicial de mediación. El mediador designado fijará una sesión inicial de mediación. A ésta citará, conjunta o separadamente, a los adultos involucrados en el conflicto, quienes deberán concurrir personalmente, sin perjuicio de la comparecencia de sus abogados.



La primera sesión comenzará con la información a los participantes  acerca de la naturaleza y objetivos de la mediación, los principios que la informan y el valor jurídico de los acuerdos a que puedan llegar.



Artículo 109.- Reglas especiales sobre la mediación en causas relativas al derecho de alimentos. Tratándose de causas que versen sobre el derecho de alimentos, el mediador designado deberá fijar la primera sesión dentro de los cinco días hábiles siguientes a la recepción de los antecedentes.



En la primera sesión de mediación, además de lo señalado en el artículo anterior, deberá tratarse la determinación de los alimentos provisorios. Si éstos se acuerdan por las partes, el acta respectiva se enviará inmediatamente al tribunal para su aprobación.



En caso de no lograrse acuerdo respecto de los alimentos provisorios en la primera sesión, o si a ésta no concurre el demandado, se informará inmediatamente al juzgado correspondiente para que éste los fije de acuerdo a lo señalado en el Párrafo Tercero bis del Título III, sin perjuicio de continuar la mediación si corresponde.



Si el demandado, citado por una sola vez, no acude a la primera sesión de mediación y no justifica su ausencia, el demandante quedará habilitado para iniciar el procedimiento judicial.



Artículo 110.- Duración de la mediación. El proceso de mediación no podrá durar más de sesenta días, contados desde que se comunica al mediador su designación por parte del juzgado de familia.



Con todo, los participantes, de común acuerdo, podrán solicitar la ampliación de este plazo hasta por sesenta días más.



Durante ese plazo, podrán celebrarse todas las sesiones que el mediador  y las partes estimen necesarias, en las fechas que de común acuerdo se determinen. Podrá citarse a los participantes por separado.



Artículo 111.- Acta de mediación.  En caso de llegar a acuerdo sobre todos o algunos de los puntos sometidos a mediación, se dejará constancia de ello en un acta de mediación, la que, luego de ser leída por los participantes, será firmada por ellos y por el mediador, quedando una copia en poder de cada una de las partes.



El acta deberá ser remitida por el mediador al tribunal para su aprobación en todo aquello que no fuere contrario a derecho, pudiendo el juez en todo caso, subsanar los defectos formales que tuviera, respetando en todo momento la voluntad de las partes expresada en dicha acta. Aprobada por el juez, tendrá valor de sentencia ejecutoriada.



Si la mediación se frustrare, también se levantará un acta en la que se dejará constancia del término de la mediación, sin agregar otros antecedentes. En lo posible, dicha acta será firmada por los participantes, se entregará copia de la misma a aquella parte que la solicite y se remitirá al tribunal correspondiente, con lo cual terminará la suspensión del procedimiento judicial o, en su caso, el demandante quedará habilitado para iniciarlo.



Se entenderá que la mediación se frustra si alguno de los participantes, citado por dos veces, no concurriere a la sesión inicial, ni justificare causa; si, habiendo concurrido a las sesiones, manifiesta su voluntad de no perseverar en la mediación, y, en general, en cualquier momento en que el mediador adquiera la convicción de que no se alcanzará acuerdos.



Artículo 112.- Registro de mediadores. La mediación que regula el presente Título sólo podrá ser conducida por las personas inscritas en el Registro de Mediadores que mantendrá, permanentemente actualizado, el Ministerio de Justicia a través de las Secretarías Regionales Ministeriales, con las formalidades establecidas en el reglamento.



En dicho Registro, deberá individualizarse a todos los mediadores inscritos y consignarse el ámbito territorial en que prestarán servicios. Éste deberá corresponder, a lo más, al territorio jurisdiccional de una Corte de Apelaciones o de varias, siempre que se encuentren en una misma región y a lo menos, a todo el territorio jurisdiccional de un tribunal de primera instancia con competencia en asuntos de familia. Además, si corresponde, se señalará su pertenencia a una institución o persona jurídica.



El Ministerio de Justicia proporcionará a las Cortes de Apelaciones la nómina de los mediadores habilitados en su respectivo territorio jurisdiccional.



Para ser inscrito en el Registro de Mediadores se requiere poseer un título profesional idóneo otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste, según lo que determine el reglamento, y no haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva, por alguno de los delitos contemplados  en los artículos 361 a 375 del Código Penal, ni por actos constitutivos de violencia intrafamiliar.



Además, deberá disponer de un lugar adecuado para desarrollar la mediación en cualquier comuna donde tenga jurisdicción el juzgado ante el cual se acuerde la respectiva mediación.



El reglamento podrá considerar requisitos de especialización en mediación familiar para ser inscrito en el Registro, así como para permanecer en el mismo.



Artículo 113.- Eliminación del Registro y sanciones. Los mediadores inscritos serán eliminados del Registro, por el Ministerio de Justicia, en caso de fallecimiento o renuncia. Asimismo, serán eliminados del Registro en caso de pérdida de los requisitos exigidos para la inscripción o por la cancelación de la misma, decretadas por la Corte de Apelaciones competente.



En caso de incumplimiento de sus obligaciones o abuso en el desempeño de sus funciones, el  mediador inscrito podrá ser amonestado o suspendido en el ejercicio de la actividad por un período no superior a los seis meses. Asimismo, en casos graves, podrá decretarse la cancelación de la inscripción. Impuesta esta última, no podrá volver a solicitarse la inscripción.



Las sanciones serán ordenadas por cualquiera de las Cortes de Apelaciones dentro de cuyo territorio ejerciere funciones el mediador, a petición del interesado que reclamare contra los servicios prestados, de la institución o persona jurídica a que pertenezca el mediador, de cualquier juez con competencia en materias de familia del territorio jurisdiccional de la Corte, o de la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Justicia.



La Corte resolverá con audiencia de los interesados y la agregación de los medios de prueba que estimare conducentes para formar su convicción.



Las medidas que en ejercicio de estas facultades adoptaren las Cortes de Apelaciones, serán apelables, sin perjuicio del derecho del mediador para pedir reposición. La tramitación del recurso se sujetará a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 551 del Código Orgánico de Tribunales.



La resolución será comunicada a la correspondiente Secretaría Regional Ministerial de Justicia para su cumplimiento, el que se hará extensivo a todo el territorio de la República.



Impuesta la cancelación, el mediador quedará inhabilitado para actuar, debiendo proveerse una nueva designación respecto de los asuntos que tuviere pendientes. Por su parte, impuesta una suspensión, el mediador deberá continuar, hasta su término, con aquellos asuntos que se le hubieren encomendado en forma previa.



En caso de pérdida de los requisitos, la Corte de Apelaciones respectiva seguirá el mismo procedimiento señalado en los incisos precedentes.



Artículo 114.- Costo de la mediación. Los servicios de mediación respecto de las materias a que se refiere el inciso primero del artículo 106 serán gratuitos para las partes. Excepcionalmente, podrá cobrarse por el servicio, total o parcialmente, cuando se preste a usuarios que dispongan de recursos para financiarlo privadamente. Para estos efectos se considerará, al menos, su nivel de ingresos, capacidad de pago y el número de personas del grupo familiar que de ellos dependan, en conformidad con lo que señale el reglamento.



Para las restantes materias, los servicios de mediación serán de costo de las partes y tendrán como valores máximos los que contemple el arancel que anualmente se determinará mediante decreto del Ministerio de Justicia. Con todo, quienes cuenten con privilegio de pobreza o sean patrocinados por las corporaciones de asistencia judicial o alguna de las entidades públicas o privadas destinadas a prestar asistencia jurídica gratuita, tendrán derecho a recibir el servicio gratuitamente.



Para proveer los servicios de mediación sin costo para las partes, el Ministerio de Justicia velará por la existencia de una adecuada oferta de mediadores en las diversas jurisdicciones de los tribunales con competencia en asuntos de familia, contratando al efecto los servicios de personas jurídicas o naturales, a fin de que sean ejecutados por quienes se encuentren inscritos en el Registro de Mediadores.



Las contrataciones a que se refiere el inciso precedente, se harán a nivel regional, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, y su reglamento. En todo caso, de contratarse mediadores mediante trato directo, los términos del mismo deberán ajustarse a iguales condiciones que las establecidas para la contratación de mediadores licitados, en lo que sea pertinente.”.



26) Reemplázase el artículo 115 por el siguiente:



“Artículo 115.- Composición de la planta de los juzgados de familia. Los juzgados de familia que se crean en esta ley tendrán la siguiente planta de personal:



1) Juzgados con un juez: un  juez, un administrador, dos miembros del consejo técnico, un jefe de unidad, dos administrativos jefes, tres administrativos 1°, dos administrativos 2° y un auxiliar.



2) Juzgados con dos jueces: dos jueces, un administrador, dos miembros del consejo técnico, un jefe de unidad, dos administrativos jefes, cuatro administrativos 1°, dos administrativos 2°, dos administrativos 3° y un auxiliar.



3) Juzgados con tres jueces: tres jueces, un administrador, tres miembros del consejo técnico, un jefe de unidad, dos administrativos jefes, cinco administrativos 1°, tres administrativos 2°, dos administrativos 3° y un auxiliar.



4) Juzgados con cuatro jueces: cuatro jueces, un administrador, cuatro miembros del consejo técnico, un jefe de unidad, dos administrativos jefes, seis administrativos 1°, tres administrativos 2°, cuatro administrativos 3° y un auxiliar.



5) Juzgados con seis jueces: seis jueces, un administrador, seis miembros del consejo técnico, dos jefes de unidad, dos administrativos jefes, un administrativo contable, ocho administrativos 1°, tres administrativos 2°, cinco administrativos 3° y un auxiliar.



6) Juzgados con siete jueces: siete jueces, un administrador, siete miembros del consejo técnico, dos jefes de unidad, tres administrativos jefes, un administrativo contable, nueve administrativos 1°, tres administrativos 2°, seis administrativos 3° y dos auxiliares.



7) Juzgados con ocho jueces: ocho jueces, un administrador, ocho miembros del consejo técnico, dos jefes de unidad, tres administrativos jefes, un administrativo contable, diez administrativos 1°, cuatro administrativos 2°, seis administrativos 3° y dos auxiliares.



8) Juzgados con nueve jueces: nueve jueces, un administrador, nueve miembros del consejo técnico, dos jefes de unidad, tres administrativos jefes, un administrativo contable, once administrativos 1°, cuatro administrativos 2°, siete administrativos 3° y dos auxiliares.



9) Juzgados con diez jueces: diez jueces, un administrador, diez miembros del consejo técnico, dos jefes de unidad, cuatro administrativos jefes, un  administrativo contable, doce administrativos 1°, cuatro administrativos 2°, nueve administrativos 3° y dos auxiliares.



10) Juzgados con doce jueces: doce jueces, un administrador, doce miembros del consejo técnico,  dos jefes de unidad, cuatro administrativos jefes, un administrativo contable, catorce administrativos 1°, cinco administrativos 2°, nueve administrativos 3° y dos auxiliares.”.



27) En el artículo 116, sustitúyese el numeral 3) por los siguientes numerales 3) y 4):



“3) Los miembros de consejos técnicos de juzgados de familia o de juzgados de letras, de ciudad asiento de Corte y capital de provincia, grado IX, y de comunas o agrupación de comunas, grado X, del Escalafón de Miembros del Consejo Técnico.



4) Los jefes de unidad de juzgados de familia de ciudad asiento de Corte, capital de provincia y de comunas o de agrupación de comunas, grados IX, X y XI del Escalafón Superior del Poder Judicial, respectivamente.”.



28) En el artículo 118, intercálase en su inciso primero, a continuación de la expresión “administradores de tribunales”, la frase “jefes de unidad” precedida de una coma.



Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.947, sobre matrimonio civil:



1) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 64 la expresión “de conciliación” por la palabra “preparatoria”.



2) Reemplázanse en el inciso primero del artículo 67 las expresiones  “el juez deberá llamar a las partes a una audiencia de conciliación especial, con el propósito de examinar”  por las siguientes: “el juez, durante la audiencia preparatoria, deberá instar a las partes a una conciliación, examinando”.



3) Sustitúyese el artículo 68 por el siguiente:



“Si el divorcio fuere solicitado de común acuerdo por ambos cónyuges, las partes podrán asistir a la audiencia a que se refiere el artículo anterior personalmente o representadas por sus apoderados.”.



4) Intercálase en el artículo 69, a continuación de la expresión “audiencia”, la palabra “preparatoria”.



5) Sustitúyese el artículo 70 por el siguiente:



“Artículo 70.- Si las partes no alcanzaren acuerdo, el juez deberá pronunciarse sobre las medidas que se adoptarán en forma provisional, respecto de las materias indicadas en el inciso segundo del artículo 67, mientras dura el juicio.”.



6) Suprímese el Párrafo 3° del Capítulo VII.



7) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 92:



a) Agrégase al final del actual inciso único, sustituyendo el punto final por un punto seguido, lo siguiente: “El conocimiento de dicha consulta gozará de preferencia.”.



b) Agrégase un inciso segundo del siguiente tenor:



“En los casos en que el divorcio haya sido solicitado de común acuerdo por las partes no procederá dicha consulta.”.



8) Agrégase al artículo segundo transitorio el siguiente inciso final:



“De conformidad al inciso primero, habiéndose previamente cumplido el procedimiento sobre ejecución de las resoluciones pronunciadas por tribunales extranjeros, regulados por los artículos 241 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, las sentencias relativas a divorcios pronunciados por tribunales extranjeros tendrán fuerza en Chile, sin perjuicio de haber sido dictadas con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de esta ley.”.



Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 234 del Código Civil:




1) Agrégase al final del inciso primero y antes del punto aparte, lo siguiente: “y en conformidad a la ley y a la Convención sobre los Derechos del Niño”.


2) Suprímense los incisos segundo, tercero y cuarto.



Artículo 4°.- Reemplázase la letra t) del artículo 2° del decreto ley N° 3.346, de 1980, Ley Orgánica del Ministerio de Justicia, por la siguiente:



“t) Llevar el Registro de Mediadores a que se refiere la ley N° 19.968, que crea los juzgados de familia, y fijar el arancel respectivo.”.



Artículo 5°.-  Agrégase en el inciso primero del artículo 47 del Código Orgánico de Tribunales, a continuación de la expresión “Apelaciones”, la frase “previo informe técnico favorable de la Corporación Administrativa del Poder Judicial,”.



Artículo 6°.- Lo dispuesto en el numeral 25) del artículo 1° regirá una vez transcurridos noventa días desde la publicación de esta ley.



Artículo 7°.- El Ministerio de Justicia, la Corte Suprema y la Corporación Administrativa del Poder Judicial entregarán trimestralmente a la Comisión de Familia y a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados un informe de la marcha de los tribunales de familia y de la implementación de todos los aspectos de esta reforma.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS



Artículo 1°.- La sustitución del guarismo “30” por “29” a que se refiere la letra b) del número 3) del artículo 1°, regirá sólo hasta la entrada en vigencia de la ley N° 20.084.



Artículo 2°.- Las dotaciones adicionales que se establecen en esta ley, serán nombradas y asumirán sus funciones en la calidad jurídica y en la fecha que determine la Corte Suprema, previo informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial. En todo caso, las dotaciones deberán encontrarse completamente nombradas a más tardar el 31 de diciembre de 2007.



Artículo 3º.- Del total de cargos de juez de los juzgados de garantía y de tribunales orales en lo penal de la Región Metropolitana, que nunca hubieren sido provistos a la fecha de publicación de esta ley, sólo podrán proveerse, durante el año 2007, hasta un máximo de 40. 



Para el caso de la provisión de los cargos en las plantas de los referidos tribunales, correspondientes al escalafón secundario y al Escalafón de Empleados del Poder Judicial, se proveerán sólo aquellos indispensables para el correcto funcionamiento de los tribunales indicados en el inciso primero.



Artículo 4°.- Establécese, a contar del día 1 del mes siguiente a la entrada en vigencia del artículo 3° transitorio de esta ley, una bonificación por retiro, en adelante “la bonificación”, para los funcionarios de planta del Escalafón de Empleados del Poder Judicial y los contratados asimilados al mismo escalafón; para los funcionarios de planta y a contrata de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, y para los profesionales del escalafón de miembros de los Consejos Técnicos del Poder Judicial, que a la fecha referida tengan 65 o más años de edad, si son hombres, o 60 o más años, si son mujeres, o cumplan dichas edades hasta el 31 de diciembre de 2008, y que presenten la renuncia voluntaria a sus cargos dentro de los noventa días corridos contados desde la fecha señalada precedentemente o desde la fecha de cumplimiento de las señaladas edades, respectivamente.



La bonificación a que se refiere el inciso anterior equivaldrá a un mes de remuneración imponible por cada año de servicio en alguna de las entidades señaladas en ese inciso, con un máximo de once meses. La bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.



El reconocimiento de períodos discontinuos para el cálculo de la bonificación procederá sólo cuando el funcionario tenga a lo menos cinco años de desempeño continuo en alguna de las entidades señaladas, anteriores a la fecha de postulación.



La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será el promedio de la remuneración imponible mensual de los últimos doce meses anteriores al retiro, actualizada según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o por el sistema de reajustabilidad que lo sustituya, con un límite máximo de noventa unidades de fomento.



Los funcionarios que cesen en sus cargos y que perciban la bonificación, no podrán ser nombrados ni contratados en el Escalafón de Empleados del Poder Judicial, la Corporación Administrativa del Poder Judicial y el escalafón de miembros de los Consejos Técnicos del Poder Judicial durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.



Artículo 5°.- Las vacantes del Escalafón de Empleados del Poder Judicial que se generen por aplicación de lo dispuesto en el artículo precedente, serán provistas de conformidad a las reglas que siguen:



1) Los cargos vacantes generados en los tribunales superiores de justicia y en los juzgados de letras civiles, de competencia común, de familia, del trabajo y de cobranza laboral y previsional, serán provistos por cada Corte de Apelaciones, en primer lugar, con los empleados de los juzgados suprimidos por el artículo 10 de la ley N° 19.665, de su jurisdicción, que hubieren rendido el examen a que se refiere el artículo 2° transitorio de la citada ley y se encuentren pendientes de destinación, y que no hubieren ejercido el derecho establecido en el artículo 4° transitorio de este cuerpo legal.



2) En todo caso, y para el solo efecto de proveer las vacantes de los juzgados de familia, del trabajo y de cobranza laboral y previsional, se seguirán además las reglas siguientes:



a) La Corporación Administrativa del Poder Judicial deberá aplicar un examen especial a los referidos empleados que opten por rendirlo, a más tardar dentro de los sesenta días corridos contados desde la entrada en vigencia de esta ley, para evaluar sus aptitudes para las funciones que desempeñarían en los tribunales a los cuales puedan ser traspasados.



b) Efectuado dicho proceso, la Corte de Apelaciones respectiva confeccionará con los empleados que hubieren rendido el examen una nómina ordenada según sus grados, de acuerdo a los factores siguientes: las calificaciones obtenidas en el año anterior, la antigüedad en el servicio y la nota obtenida en el examen. La Corte Suprema determinará mediante auto acordado la ponderación de cada uno de los factores señalados oyendo a la Corporación Administrativa del Poder Judicial.



c) Elaborada la nómina, el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva llenará las vacantes de los cargos de los tribunales señalados en el presente numeral, dentro de su jurisdicción, con los empleados que la integren, según sus grados. Para tal efecto, respetando el estricto orden de prelación que resulte de la aplicación de lo previsto en el literal anterior, se les destinará a un cargo del mismo grado existente en los referidos tribunales.



3) Las vacantes que quedaren en el Escalafón de Empleados del Poder Judicial, dentro de la jurisdicción de una Corte de Apelaciones, una vez efectuado el traspaso a que se refieren los numerales precedentes, serán provistas con los empleados del mismo grado que se desempeñen en un cargo en extinción, adscrito a un juzgado con competencia en materia de familia de la misma jurisdicción, de conformidad a lo dispuesto en el numeral 3) del artículo octavo transitorio de la ley N° 19.968, que no hubiesen hecho uso del derecho señalado en el artículo 4° transitorio de esta ley.



4) Las vacantes del Escalafón de Empleados del Poder Judicial, que no sean provistas de conformidad a lo dispuesto en los numerales precedentes, serán llenadas con funcionarios que actualmente se desempeñen en el Escalafón de Empleados del Poder Judicial, de conformidad a las instrucciones que imparta al efecto la Corte Suprema, mediante auto acordado.



5) Las vacantes que quedaren en el escalafón de miembros de los Consejos Técnicos del Poder Judicial, dentro de la jurisdicción de una Corte de Apelaciones, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 4° transitorio, serán provistas con los funcionarios del mismo grado que se desempeñen en un cargo en extinción  adscrito a un juzgado con competencia en materia de familia de la misma jurisdicción, de conformidad a lo dispuesto en el numeral 3) del artículo séptimo transitorio de la ley N° 19.968, que no hubiesen hecho uso del derecho señalado en el artículo 4° transitorio de esta ley.



6) En ningún caso el proceso de traspaso que se verifique con ocasión de la aplicación de esta ley podrá significar disminución de remuneraciones, pérdida de antigüedad en el Poder Judicial y en la categoría del escalafón, cambios en los sistemas previsionales y de atención de salud, ni menoscabo o pérdida de algunos de los derechos funcionarios que el empleado poseyere al momento de efectuarse su nueva asignación de funciones.



Artículo 6°.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año 2007, se financiará con los recursos contemplados  en el presupuesto de la partida Poder Judicial, pudiendo realizarse al efecto las reasignaciones y traspasos que resulten necesarios.”.
- - -



A continuación, el señor Presidente señala que atención a no haber el número de Senadores requeridos para sesionar, se da por terminada el Orden del Día de esta sesión.

PETICIONES DE OFICIOS 



El señor Presidente comunica que se dará curso en forma reglamentaria a las siguientes peticiones de oficio:



- Del Honorable Senador señor Espina a las señoras Ministra de Salud y Jefa del Departamento de Emergencia y Desastres de esa Secretaría de Estado, solicitando la entrega de equipos de oxígeno portátiles y oxímetros de pulso para las Postas rurales de las localidades de Manzanar y Malalcahuello, en la comuna de Curacautín, IX Región. 



- Del Honorable Senador señor Frei al señor Ministro de Obras Públicas, para consultar acerca del estado en el cual se encuentra la ejecución del proyecto de construcción de un puente sobre el río Leufucade, en la comuna de Lanco.


- Del Honorable Senador señor  Horvath: 


1) Al señor Ministro Secretario General de Gobierno, requiriendo la información acerca de los proyectos de construcción de estadios que contempla la "Comisión de Red de Estadios" para Coyhaique, a fin de poder incluir las iniciativas municipales existentes sobre el particular.



2) A las señoras Ministra de Planificación y Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, solicitando indicar el año de ejecución y monto comprometido en los proyectos de Saneamiento Sanitario de distintas localidades de la comuna de Coyhaique y proporcionar antecedentes sobre los criterios de evaluación para dichos proyectos y la posibilidad de flexibilizar los criterios en las comunas en que resulta más difícil su ejecución.



3) A la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, al señor Subsecretario de Pesca y al señor  Director General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, en relación con el eventual impacto de proyectos de Centrales Termoeléctricas en la IV Región y para que se adopten las medidas necesarias para evitar los efectos contaminantes asociados.



4) Al señor Subsecretario de Pesca, solicitando la adopción de medidas en favor de los pescadores artesanales de la XI Región.



5) Al señor Director Nacional de Chiledeportes, requiriendo apoyo para el desarrollo de la esgrima en la XI Región. 


- Del Honorable Senador señor Larraín.



1) Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando información acerca de los riesgos de accidente por problemas estructurales existentes en los puentes existentes sobre los ríos Quella y Cauquenes, en la VII Región.



2) A la señora Ministra de Salud, solicitando el envío de estadísticas de enfermedades de discapacitados, tanto en el ámbito hospitalario como en la atención primaria.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.



Se levanta la sesión.

JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA 

Secretario General (S) del Senado
D O C U M E N T O S
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PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL Y EL CÓDIGO PROCESAL PENAL EN MATERIA DE SEGURIDAD CIUDADANA Y REFUERZA LAS ATRIBUCIONES PREVENTIVAS DE LAS POLICÍAS

(4321-07)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha tenido a bien prestar su aprobación a las enmiendas propuestas por ese H. Senado al proyecto de ley modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal en materias de seguridad ciudadana y refuerza las atribuciones preventivas de las Policías, boletín N° 4321-07, con excepción de los números 5, 9 y el número 3. de la letra a) del número 17, nuevo, todos del artículo 2° del proyecto, que ha desechado.


De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, esta Corporación acordó designar a los señores Diputados que se señalan para que la representen en la Comisión Mixta que debe formarse:


- don Jorge Burgos Varela

- don Juan Bustos Ramírez

- don Alberto Cardemil Herrera

- don Edmundo Eluchans Urenda

- don Laura Soto González 
****



Me permito hacer presente a V.E. que la modificación recaída en la letra a) del artículo 4°, fue aprobada con el voto a favor de 101 Diputados, de un total de 118 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.


Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 1288/SEC/07 de 3 de octubre de 2007.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente de la Cámara de Diputados.- ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Secretario Accidental de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA EL DL. 3063, DE 1979, SOBRE RENTAS MUNICIPALES, LA LEY N° 18.695, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES Y OTROS CUERPOS LEGALES, EN RELACIÓN CON EL FONDO COMÚN MUNICIPAL Y OTRAS MATERIAS MUNICIPALES

(4040-06 )


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense en el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 2.385, de 1996, de Ministerio del Interior, las siguientes modificaciones: 


1.-
Sustitúyese su artículo 38 por el siguiente: 


“Artículo 38.- La distribución del Fondo Común Municipal a que se refiere el artículo 14 de la ley Nº18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, se sujetará a los indicadores que se señalan a continuación: 


1.

Un veinticinco por ciento por partes iguales entre las comunas del país.


2.
Un diez por ciento en relación al número de pobres de la comuna, ponderado en relación con la población pobre del país.


3.
Un treinta por ciento en proporción directa al número de predios exentos de impuesto territorial de cada comuna, con respecto al número de predios exentos del país, ponderado según el número de predios exentos de la comuna en relación con el total de predios de ésta.


4.
Un treinta y cinco por ciento en proporción directa a los menores ingresos propios permanentes del año precedente al cálculo, lo cual se determinará en base al menor ingreso municipal propio permanente por habitante de cada comuna, en relación con el promedio nacional de dicho ingreso por habitante. Para determinar dicho menor ingreso, se considerará, asimismo, la población flotante en aquellas comunas señaladas en el decreto supremo a que se refiere el inciso cuarto de este artículo.


Para efectos de lo dispuesto en el Nº 4 precedente, se considerarán como ingresos propios permanentes de cada municipalidad, los siguientes: las rentas de la propiedad municipal; el excedente del impuesto territorial que se recaude en la comuna, una vez descontado el aporte al Fondo Común Municipal que a ésta corresponde efectuar; el treinta y siete coma cinco por ciento de lo recaudado por permisos de circulación; los ingresos por recaudación de patentes municipales de beneficio directo; los ingresos por patentes mineras y acuícolas correspondientes a la municipalidad; los ingresos por derechos de aseo; los ingresos por licencias de conducir y similares; los ingresos por derechos varios; los ingresos por concesiones; los ingresos correspondientes a la municipalidad por el impuesto a las sociedades operadoras de casinos de juegos, establecido en la ley N°19.995, y los ingresos provenientes de las multas de beneficio directo y sanciones pecuniarias que las municipalidades apliquen.


Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, para la comuna de Isla de Pascua, se considerarán, además, como ingresos propios los recursos que, con cargo al Fondo Común Municipal y previo a su distribución, se le asignen como compensación a los menores ingresos que dicha municipalidad deja de percibir por aplicación del artículo 41 de la ley Nº 16.441, por los conceptos de impuesto territorial, permisos de circulación y patentes municipales. La determinación del monto de recursos que por motivo de la señalada compensación se efectuará a la municipalidad de Isla de Pascua, se establecerá en el reglamento del Fondo Común Municipal. En todo caso, dicho monto no podrá ser inferior a 1,1 veces la suma del gasto en personal y en bienes y servicios de consumo del año anteprecedente al del cálculo de esta parte del Fondo.


Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior y que llevará además la firma del Ministro de Hacienda, se determinarán anualmente, en el mes de diciembre del año anterior al de su aplicación, los coeficientes de distribución de los recursos a que se refieren las disposiciones anteriores. En el mismo decreto, se establecerán las ponderaciones para determinar el número de habitantes que corresponda asignar a las comunas que, de acuerdo al procedimiento, metodología y criterios establecidos en el reglamento señalado en el inciso sexto de este artículo, hayan sido declaradas como comunas balnearios, o a otras que reciban un flujo significativo de población flotante, en ciertos períodos del año.


Las municipalidades que, por aplicación de las normas de distribución señaladas anteriormente, reduzcan sus ingresos del Fondo Común Municipal en relación a los ingresos estimados a percibir durante el año del cálculo, serán compensadas con cargo al mismo Fondo. La diferencia que se produzca será compensada total o parcialmente sobre la base de la disponibilidad de recursos estimados para cada año fijándose anualmente, mediante el decreto señalado en el inciso anterior, el monto total que se destinará a dicha compensación y lo que corresponderá por tal concepto a cada uno de los respectivos municipios.


El reglamento del Fondo Común Municipal, expedido a través de los Ministerios del Interior y de Hacienda, regulará en todo lo demás la operatoria de este Fondo, en especial, el mecanismo de recaudación de los recursos y demás criterios necesarios para su aplicación, incluyendo sus indicadores y variables, el mecanismo de estabilización y las fuentes o cifras de información oficiales que se aplicarán en cada caso.”.


2.- Incorpórase en el Nº 7 del artículo 41, a continuación del punto aparte, que pasa a ser coma (,), el siguiente texto:


“salvo prueba en contrario. El pago del derecho mencionado se efectuará en cualquiera de los bancos e instituciones financieras autorizados para recaudar tributos, al momento de celebrarse el contrato de compraventa, y será de cargo del vendedor, salvo pacto en contrario. El Servicio de Tesorerías deberá incorporar al Fondo Común Municipal las cantidades recaudadas por este concepto. Los notarios y oficiales civiles que autoricen la transferencia deberán exigir previamente la acreditación del pago del último permiso de circulación y estarán facultados para emitir el giro correspondiente.”.


3.- 
Reemplázase el artículo 61 por el siguiente:


“Artículo 61.- Los pagos por aportes que las municipalidades deban enterar al Fondo Común Municipal deberán ser efectuados en las oficinas bancarias u otras entidades o lugares autorizados por el Servicio de Tesorerías, a más tardar el quinto día hábil del mes siguiente al de la recaudación respectiva.


Sin perjuicio de las responsabilidades que correspondan, las municipalidades que no enteren dichos pagos dentro del plazo señalado, deberán pagarlos exclusivamente en las Tesorerías Regionales o Provinciales del país, y demás lugares que determine el Servicio de Tesorerías. Las referidas Tesorerías deberán liquidar los aportes morosos, reajustados de conformidad con la variación que haya experimentado el índice de precios al consumidor entre la fecha de vencimiento y la de pago efectivo, y estarán afectos, además, a un interés de uno y medio por ciento mensual. Este interés se calculará sobre los valores reajustados en la forma señalada precedentemente.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior:


1.- Agrégase en el N° 6 del inciso tercero del artículo 14, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido, el siguiente texto:


“No obstante, tratándose de multas por infracciones o contravenciones al artículo 118 bis de la ley N° 18.290, sólo el 70% de ellas pasarán a integrar el Fondo Común Municipal, quedando el porcentaje restante a beneficio de la municipalidad en que se hubiere aplicado la multa respectiva.”.


2.- Incorpórase en el artículo 27, la siguiente letra e), pasando la actual letra  e), a ser letra f):


“e) Remitir a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, en el formato y por los medios que ésta determine y proporcione, los antecedentes a que se refieren las letras c) y d) precedentes. Dicha  Subsecretaría deberá informar a la Contraloría General de la República, a lo menos semestralmente, los antecedentes señalados en la letra c) antes referida.”.


3.- Agrégase en el inciso segundo del artículo 29, a continuación del punto final (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En el caso de incumplimiento de sus funciones, y especialmente la obligación señalada en el inciso primero del artículo 81, el sumario será instruido por la Contraloría General de la República, a solicitud del concejo.”. 


4.- 
Modifícase el inciso primero del artículo 81:


a)
Intercálase, entre las palabras “aquél” y “los”, la siguiente frase, antecedida de una  coma (,): “mediante un informe,”.


b) Intercálase, entre la palabra “municipal” y el punto seguido que le sucede, la siguiente frase, antecedida de una coma: “los pasivos contingentes derivados, entre otras causas, de demandas judiciales y las deudas con proveedores, empresas de servicio y entidades públicas, que puedan no ser servidas en el marco del presupuesto anual”.


5.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 88:


a) Intercálanse, a continuación del inciso tercero, los siguientes incisos cuarto y quinto:


“Para efectos de la percepción de la dieta y de la asignación adicional establecida en el inciso sexto, no serán consideradas como tales las inasistencias que obedecieren a razones médicas o de salud, que hayan sido debidamente acreditadas mediante certificado expedido por médico habilitado para ejercer la profesión, presentado ante el concejo a través del secretario municipal. Igualmente, para los efectos señalados, y previo acuerdo del concejo, se podrá eximir a un concejal de la asistencia a sesión en razón del fallecimiento de un hijo, del cónyuge o de uno de sus padres, siempre que el deceso hubiese tenido lugar dentro de los siete días corridos anteriores a la sesión respectiva. 


Asimismo, no se considerarán las inasistencias de concejales motivadas en el cumplimiento de cometidos expresamente autorizados por el propio concejo.”.


b) Sustitúyese su inciso final por el siguiente:


“Con todo, cuando un concejal se encuentre en el desempeño de cometidos en representación de la municipalidad, tendrá derecho a percibir fondos con el objeto de cubrir sus gastos de alimentación y alojamiento. Tales fondos no estarán sujetos a rendición y serán equivalentes al monto del viático que corresponda al alcalde respectivo por iguales conceptos.”.


Artículo 3°.- Sustitúyese, en el inciso cuarto del artículo 24 de la ley N° 18.287, sobre Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, la frase “lo enterará en su totalidad directamente al Fondo Común Municipal” por la siguiente: “lo enterará, según corresponda, en su totalidad o en la proporción respectiva, directamente al Fondo Común Municipal”.


Artículo 4°.- Reemplázase el número 4 de la letra g) del artículo 2º del decreto con fuerza de ley N° 1-18.359, de 1985, del Ministerio del Interior, por el siguiente:


“4.- Elaborar y proponer al Presidente de la República los coeficientes de distribución de los recursos del Fondo Común Municipal, para efectos de lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 38 del decreto ley Nº3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales.  Dichos coeficientes, junto con los aportes, recursos recibidos, deudas pendientes y renegociaciones con el Fondo Común Municipal, deberán ser publicados en Internet de modo que puedan ser revisados en forma gratuita por los usuarios del sistema, sin la necesidad de obtener previamente una clave digital.”.


Artículo 5º.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 4º de la ley N° 19.602, por los siguientes:


“El incumplimiento de la obligación de proporcionar oportunamente la información solicitada, facultará a la Subsecretaría para instruir al Servicio de Tesorerías para que se abstenga  de efectuar las remesas por anticipos del Fondo Común Municipal, respecto de la municipalidad morosa, mientras no entregue la información solicitada.


La Subsecretaría, en el ejercicio de las facultades que la ley le otorga, podrá verificar en las respectivas municipalidades la información que estime pertinente relacionada con las áreas establecidas en el artículo 2º.”.


Artículo transitorio.- La forma de distribución del Fondo Común Municipal establecida en el Nº 1 del artículo 1° de esta ley, comenzará a regir a contar del año siguiente de su publicación.”. 

***


Hago presente a V.E. que los números 1), 3) y la letra a) del número 5) del artículo 2° del proyecto fueron aprobados en general con el voto a favor de 102 Diputados, de 118 en ejercicio, y, en particular, los números 1) y 3) del artículo 2°, con el voto a favor de 102 Diputados, y la letra a) del número 5) del artículo señalado, con el voto a favor de 100 Diputados, en ambos casos de 118 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente de la Cámara de Diputados.- ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Secretario Accidental de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE ENSEÑANZA, PARA INCORPORAR EL TÍTULO PROFESIONAL DE GEÓLOGO ENTRE AQUÉLLOS QUE REQUIEREN EL GRADO DE LICENCIADO UNIVERSITARIO

(5037-04 )

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri Mujica y Ricardo Núñez Muñoz.

Se dio cuenta de esta iniciativa, ante la Sala del Honorable Senado, en sesión celebrada el 9 de mayo de 2007, oportunidad en que se dispuso su estudio por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, vuestra Comisión, lo discutió en general y en particular, y acordó proponer a la Sala que lo discuta en general y particular a la vez.
A la sesión en que se discutió el proyecto, asistieron, especialmente invitados, el Jefe de la División de Educación Superior, señor Julio Castro; el Jefe del Departamento Jurídico de la División de Educación Superior, señor Cristián Inzulza; las abogados de la División Jurídica señoras Misleya Vergara y Jenny Stone; el asesor de la señora Ministro de Educación, señor Eduardo Escalante, y la Jefe de la Unidad de Apoyo a la Transversalidad, señora Elisa Araya. Asistió, además, la señora María Teresa Corvera, asesora de la Biblioteca del Congreso Nacional.

- - - 
OBJETIVOS DEL PROYECTO

Modificar la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, para incorporar el título de geólogo entre los títulos profesionales que requieren haber obtenido el grado de licenciado en forma previa a su otorgamiento. 
- - - 
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Cabe hacer presente que el artículo único del proyecto de ley debe ser aprobado como norma de carácter orgánico constitucional, de conformidad con lo establecido en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con lo dispuesto en el inciso quinto del número 11° del artículo 19 de la Carta Fundamental, por modificar disposiciones de tal carácter de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.
- - -

ANTECEDENTES

Para el estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS
1) Constitución Política de la República, en sus numerales 11° y 16°, inciso cuarto, del artículo 19. 

2) Ley N° 18.962 Orgánica Constitucional de Enseñanza, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado consta en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Educación.

3) Decreto con fuerza de ley N° 1, de 1981, del Ministerio de Educación, que fija las normas sobre Universidades.

4) Ley N° 17.628, que crea el Colegio de Geólogos de Chile.

II. ANTECEDENTES DE HECHO

Los autores de la moción, que da inicia al proyecto, indican que mediante el decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio de Educación, del año 1981, y la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, se terminó con la antigua tradición de la exclusividad universitaria de la carrera de Geólogo, al permitir que los institutos profesionales pudieran abrir y dictar dicha carrera profesional.

La situación antes descrita, prosiguen, motivó desde su origen el rechazo y la oposición de la comunidad de Geólogos del país y, en particular, del Colegio de Geólogos de Chile, entidad gremial creada por la ley N° 17.628, en el año 1972.

Señalan que la oposición a tal situación se funda, entre otras razones, en que ella atenta contra una disciplina académica de antigua data en el medio universitario chileno y en que, por las características del desarrollo económico nacional, se requiere de profesionales sólidamente formados en el área de la geología.





En tal sentido, expresan, la formación de geólogos por entidades que, por su naturaleza, están llamadas a formar a profesionales con un perfil esencialmente técnico y práctico, podría redundar en una formación que no ponga acento en los aspectos científicos y metodológicos de la misma.




Indican que la referida Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza entregó la exclusividad universitaria a unas cuantas carreras, por la vía de vincular el otorgamiento del correspondiente título profesional con la obtención previa de una licenciatura en el área del conocimiento respectivo, grado académico que sólo puede otorgar una universidad.





Hacen presente que, de acuerdo a la Ley Orgánica en comento, “El título profesional es el que se otorga a un egresado de un instituto profesional o de una universidad que ha aprobado un programa de estudios cuyo nivel y contenido le confieren una formación general y científica necesaria para un adecuado desempeño profesional” (inciso noveno de su artículo 35), es decir, es el que habilita para un puro desempeño práctico de las profesiones en un sentido infra científico, lo que es un contrasentido en el caso de la geología que, desde hace muchas décadas, es una compleja disciplina científica autónoma, inserta en ls llamadas ciencias de la tierra, con un objeto y métodos investigativos y de acción que le son propios.  





Por otra parte, agregan, la misma ley señala que “El grado de licenciado es el que se entrega al alumno de una universidad que ha aprobado un programa de estudios que comprende todos los aspectos esenciales de un área del conocimiento o de una disciplina determinada”(inciso décimo de su artículo 35), lo que denota la trascendencia para la futura formación e idoneidad científico técnica de los profesionales del área. 

Expresan que los profesionales del área deben estar dotados de una sólida formación científica debido a que su disciplina se orienta, principalmente, a la realización de estudios, con énfasis en la búsqueda y evaluación de los recursos minerales, hídricos o de combustibles fósiles, así como al análisis de los suelos y macizos rocosos para fundaciones de obras de ingeniería, la investigación de los fenómenos naturales tales como movimientos sísmicos, actividad volcánica y deslizamientos de terreno, y a la prevención de los riesgos asociados a los fenómenos naturales. 

En ese orden de ideas, señalan, la Geología es una disciplina relativamente reciente en comparación con otras ciencias básicas y naturales, pese a lo cual el impacto del conocimiento geológico en el desarrollo social y económico del país ha sido determinante en los últimos 50 años, siendo especialmente significativos sus aportes en el descubrimiento y explotación de grandes yacimientos minerales, en el apoyo a las obras de ingeniería, y en la prevención de los riesgos naturales.

Finalmente, manifiestan que esta iniciativa es producto del trabajo conjunto con el Colegio de Geólogos de Chile, entidad gremial que anhela que se otorgue reconocimiento exclusivamente universitaria a una disciplina científica que ha aportado sustancialmente al desarrollo de nuestro país.
- - -

El texto de la Moción es el siguiente:

“Artículo único.- Agréguese la siguiente letra r) al artículo 56 del DFL N° 1 de 21 de febrero de 2006 del Ministerio de Educación que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962 Orgánica Constitucional de Enseñanza:
“r) Título de Geólogo: Licenciatura en Geología, Ciencias o Ciencias Geológicas”.”.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

El Honorable Senador señor Núñez señaló que la carrera de geología actualmente sólo es impartida por la Universidad de Chile y por la Universidad Católica del Norte.

Manifestó que la geología es una disciplina claramente identificable, debido a que cuenta con objetivos propios, una metodología de estudio, y un conocimiento científico técnico especializado, que habilita a sus profesionales para analizar y determinar la naturaleza química y metálica de los componentes del subsuelo.

Expresó que es una disciplina vital para el desarrollo de la actividad minera en el país, ya que se trata de una especialidad que está íntimamente ligada con ella, a la cual presta servicios tanto en las áreas de la minería metálica como de la no metálica, y que los geólogos son los profesionales más capacitados para dirigir las investigaciones y exploraciones en el ámbito de la actividad minera.

Señaló que este proyecto de ley cuenta con el apoyo del Colegio Nacional de Geólogos y de otros expertos en la materia, como el Ingeniero en Minas señor Alejandro Danus, quien en el año 1953 creó la carrera de geología en la Universidad de Chile.

Resalto el aporte de estos profesionales a la economía nacional, y reparó que la carrera no haya sido comprendida dentro de las que requieren haber obtenido, en forma previa a su otorgamiento, el grado académico de licenciado en una disciplina determinada.





Finalmente, hizo presente que los geólogos formados en el país son frecuentemente contratados en el extranjero, debiendo suplirse su ausencia con los provenientes de países vecinos, y que uno de los efectos de la aprobación del proyecto sería el incentivar la realización de post grado en el país, aumentando la investigación y el desarrollo del conocimiento en un área tan sensible para nuestro crecimiento económico.

El Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señor Julio Castro, expresó que otras iniciativas en trámite proponen otorgar reconocimiento exclusivamente universitario al estudio de algunas carreras.





En tal sentido, manifestó que, en su opinión, el punto más relevante, para decidir si una carrera debe ser incluida en el artículo 56 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, es establecer si se vincula directamente con una disciplina, ya que los títulos profesionales se refieren, básicamente, a la preparación necesaria para el desempeño en el campo laboral, a diferencia de las licenciaturas, que se relacionan con el estudio de una disciplina determinada.

Desde ese punto de vista, expresó, la carrera de geología tiene más cercanía a una disciplina de estudio que a un campo laboral y, en ese contexto, estimó pertinente aprobar el proyecto de ley en informe.




Finalmente, manifestó que, aunque le preocupa que la modificación, al incorporar esta carrera en el artículo 56 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, torne más rígida su malla curricular, el proyecto permitirá que se desarrolle en el país el área del post grado en geología.
- - -

- Sometido a votación, el proyecto fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide, con enmiendas formales.

- - - 

TEXTO DEL PROYECTO 


En conformidad con los acuerdos anteriormente expresados, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología os recomienda aprobar en general y en particular el proyecto, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 56 del decreto con fuerza de ley N° 1, de  2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza:
1.- Reemplázase en la letra p) la expresión “, y” por un punto y coma (;);

2.- Sustitúyese el punto final de la letra q) por la conjunción “y” precedida por una coma (,), y

3.- Agrégase la siguiente letra r) nueva:
“r) Título de Geólogo: Licenciatura en Geología, Ciencias o Ciencias Geológicas.”.”.
- - - 

Acordado en sesión celebrada el día 3 de octubre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), Andrés Chadwick Piñera, Alejandro Navarro Brain y Ricardo Núñez Muñoz.

Sala de la Comisión, a 4 de octubre de 2007.

(Fdo):JUAN PABLO DURÁN GONZÁLEZ,

Secretario Accidental
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES BIANCHI Y ORPIS, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO CIVIL, CON EL FIN DE PERMITIR A LOS TRIBUNALES, EN LOS CASOS QUE INDICA, IMPUTAR A LAS PERSONAS NATURALES LOS ACTOS DE UNA SOCIEDAD

(5398-07)

HONORABLE SENADO:

FUNDAMENTOS

El recorrido  de la persona jurídica como respuesta del Derecho a la necesidad del hombre a asociarse, ha sido extensa. El  legislador ha dotado  a ciertas agrupaciones de hombres, con  personalidad jurídica,  para facilitar determinadas funciones de la vida económica y social. 

La persona jurídica,  es un sujeto de Derecho, independiente de los individuos que componen la organización, pero debemos tener presente que  siempre serán las personas naturales  quienes determinen  el actuar de una  persona jurídica y la conducta de aquéllas es decisiva para saber si existe o no un abuso de esta última.
En nuestro ordenamiento jurídico, la persona jurídica está regulada en forma general en el Código Civil, particularmente en los artículos 545 y siguientes. Señala la norma  que  “Se llama persona jurídica una persona ficticia, capaz de ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, y de ser representada judicial y extrajudicialmente.”
La regulación de las sociedades la encontramos tanto en el Código Civil,  en el Código de Comercio y en leyes especiales.  El artículo 2053 del Código Civil, señala que “la sociedad o compañía es un contrato en que dos o mas personas estipulan poner algo en común con la mira de repartirse entre si los beneficios que de ello provengan.” Agrega que la sociedad forma una persona jurídica, distinta de los socios individualmente considerados.
El afianzamiento de una concepción meramente formalista de esta figura legal ha traído como consecuencia que ésta se preste para su utilización con objetivos diversos  de la realidad social para la que nació la figura, privativos de los individuos que la integran. Así la persona jurídica puede ser empleada como un mero recurso técnico para eludir el cumplimiento de las leyes, desligarse de las obligaciones contraídas, y en general,  para defraudar los intereses de terceras personas. 
El abuso sólo puede determinarse si se indaga en la  persona jurídica, alcanzando a los  sujetos que se hallan detrás de la misma. Y en este sentido, las sociedades  no puede ser considerada separadamente de las personas que la componen, pues sólo con el “levantamiento del velo” corporativo, se podrá evidenciar  si  actúa dentro del marco jurídico  creado por el legislador.

La teoría del levantamiento del velo,  fue desarrollada en Estados Unidos de Norteamérica, para efectos de  indagar en el  sustrato de las personas jurídicas y alcanzar a las personas que se han encubierto tras el manto corporativo, con el objeto de realizar actos contrarios al ordenamiento jurídico. De este modo, nace la doctrina del “disregard of legal entity” (desentenderse de la entidad legal) o “lifting of piercing the corporate veil” (levantar o correr el velo), en la época de la primera guerra mundial para determinar la nacionalidad de las sociedades durante ese período. Posteriormente, el alemán Rolf Serick, publica una traducida  bajo el nombre de “Apariencia y realidad en las sociedades mercantiles”  lo que importa que esta teoría sea recogida el sistema continental.

En España se elaborará a través del Tribunal Supremo la doctrina del “levantamiento del velo de la persona jurídica”; en Italia se desarrolla la “superación de la personalidad jurídica”; en Argentina de la “teoría de la penetración”, “desestimación” o” allanamiento de la personalidad jurídica”.

La doctrina nace en el derecho anglo americano al amparo de la equity (jurisdicción de equidad); como aplicación jurisprudencial de los tribunales de equidad de EEUU, quienes determinaron que, es lícito y necesario desentenderse de la entidad legal de una persona jurídica cuando esta ha sido utilizada con fines contrarios al Derecho, para buscar  en su sustrato quiénes se benefician bajo del velo de dicha entidad. Hay que hacer presente que los tribunales de equidad sólo intervienen cuando el tribunal de Derecho no puede amparar y/o proteger de forma efectiva una situación que de lo contrario produciría un daño irreparable.  Entra  en juego el principio de la certeza en cuanto a la  existencia de la persona jurídica como ente reconocido por el Derecho,  con existencia independiente de sus miembros.  

La  doctrina se encuentra relacionada con la teoría del “trust fund”, que considera al capital con que se ha constituido  la sociedad, como un fondo tenido en calidad de fiduciario por los socios, en favor de los acreedores. Los terceros o acreedores tienen un derecho sobre el patrimonio social más acentuado que los mismos socios, quienes sólo tendrán derecho sobre aquél  en caso de liquidación, luego que todos los créditos de sus acreedores hayan sido satisfechos. Si en caso de liquidación  los socios reciben bienes del “trust fund” antes de ser pagados los créditos, los acreedores pueden accionar directamente contra el socio. 
Además de la equidad, importante fundamento de esta doctrina es el fraude. En el sistema del common law, su alcance es muy amplio, ya que abarca las figuras del fraude propiamente tal, el dolo y la simulación. 

La doctrina en comento,  no tiene consagración legal en nuestro ordenamiento. Sin embargo, nuestro sistema contiene ciertas instituciones que podrían ser utilizadas como una vía  para solucionar los problemas que acarrea el abuso de la personalidad jurídica, a saber, la simulación, la acción pauliana, la institución del abuso del Derecho y el fraude a la ley. No obstante la existencia de las instituciones recién señaladas, no  podemos desconocer que enfrentamos una ausencia normativa que frene la instrumentalización de la personalidad jurídica para cometer fraudes a la Ley, ya que los mecanismos contemplados en nuestro ordenamiento no han tenido la eficacia  en el mundo jurídico, suficiente como para detener una serie de abusos y fraudes cometidos día a día en perjuicio de terceros que inocentemente ven burlados su derechos. 

Por lo anterior  es que consideramos que no es suficiente el entregar a una solución jurisprudencial basada en los principios generales del derecho la problemática precedentemente descrita sino que es necesario que se dicten normas reguladoras del abuso de la personalidad jurídica, permitiéndole al Tribunal prescindir de las estructuras jurídicas creadas, haciendo primar la realidad cuando dichas estructuras han sido creadas para cometer un fraude a la ley, llevar a cabo la burla o lesión de un contrato o provocar un daño fraudulento a terceros.

En este ámbito, ya se han dado pasos legislativos, tales como el N° 2 del artículo 84  de la Ley General de Bancos, sobre créditos a personas vinculadas a la propiedad o administración de un Banco; a su vez, la Ley 18.045 sobre Mercado de Capitales, establece reglas sobre grupos empresariales, controladores y personas relacionadas, donde se dan los supuestos de la “unidad de empresa”. Por su parte, la Ley 18.046, contiene normas que reglamentan las relaciones entre las sociedades matrices, filiales y coligadas. Por otro lado, la Ley 19.335, incorporó el régimen matrimonial de participación en los gananciales y creó la institución de los “bienes familiares”, hace aplicable las normas sobre declaración de bien familiar a aquellos inmuebles que sirviendo de residencia principal de la familia, pertenezcan, no obstante, a sociedades en que uno o ambos cónyuges tengan participación social; de esta forma, lo que se pretende es evitar que mediante la utilización de la forma societaria, uno de los cónyuges  intente burlar el régimen de bienes familiares, para lo cual expresamente “levanta el velo” de la persona jurídica. 

Creemos que el abuso de la personalidad jurídica, debe enfrentarse con la creación de una norma de carácter general, en el Código Civil, incorporando un nuevo artículo al título XXVIII del Libro IV, que regula las sociedades, otorgándole al juez la facultad expresa de prescindir de la figura jurídica de la sociedad, en caso de que ésta sea utilizada con fines antijurídicos, pudiendo en tal caso imputar los actos ejecutados en nombre de la sociedad directamente a las personas naturales que la componen.  

Por las razones expuestas, vengo en presentar el siguiente: 

Proyecto de Ley

Artículo Único: Incorpórese al Código Civil, el siguiente artículo 2058 (bis):

“En caso que la sociedad sea utilizada para fines ajenos a los que dieron origen a su constitución, tales como el fraude a la ley, el incumplimiento de un contrato y/o el perjuicio de terceros, el juez podrá prescindir de la forma societaria, pudiendo imputar directamente  sus actos a las personas naturales que la componen.”

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.-Jaime Orpis Bouchon, Senador.- 
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES HORVATH, GARCÍA Y SABAG, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO DE COMERCIO, EN LO RELATIVO AL JUICIO DE QUIEBRA

(5399-03)

HONORABLE SENADO:


El Libro IV del Código de Comercio establece las normas que regulan el denominado Juicio de Quiebras, el cual procede “cuando ya no hay otro recurso concursal alternativo y tienen por objeto erradicar el patrimonio insano de la vida económico – jurídica, distribuyendo su haber entre los acreedores conforme a un principio de justicia distributiva.” (Puga Vial, Juan Esteban. “Derecho Concursal. El Juicio de Quiebras. Tomo II. Pág. 275.)


Coherente con su naturaleza extraordinaria, nuestra legislación exige como presupuesto material para la declaración de quiebra la existencia de un estado de insolvencia o cesación de pagos de un deudor. Lo anterior es una opinión en la que están contestes tanto la doctrina como la jurisprudencia. Es así como nuestros Tribunales Superiores de Justicia han sostenido que “la insolvencia se produce cuando un individuo se hallaa incapacitado para pagar una deuda, o cesa en el pago de sus obligaciones por comprometer su patrimonio más allá de sus posibilidades.” (Iltma Corte de Apelaciones de Talca. Revista de Derecho y Jurisprudencia. T. 14, sec. 1º, pág. 147, y también C. Suprema, Revista de Derecho y Jurisprudencia, t. 35, sec 1º, pág 248.) 

      Por otra parte el profesor Ricardo Sandoval sostiene que en nuestro derecho “no es posible afirmar que cesación de pagos e incumplimiento de una obligación sean términos sinónimos. Puede ocurrir que, en un determinado caso, incumplimiento de obligación mercantil coincida con el estado de cesación de pagos que afecta al patrimonio del deudor. Pero esto último no quiere decir que para el derecho positivo nacional la causa de la quiebra sea el simple incumplimiento, sino que ella ha de ser entendida como un estado patrimonial critico, generalizado y permanente que impide al deudor pagar sus obligaciones.” (Ricardo Sandoval López. “Derecho Comercial. La insolvencia de la Empresa. Derecho de Quiebras. Cesión de Bienes. Tomo III” Cuarta edición. Editorial Jurídica de Chile. Pág. 73)  

     En el mismo sentido se pronuncia el profesor Juan Esteban Puga Vial, quien sostiene que “la causa implícita y verdadera noción de cesación de pagos en la Ley de Quiebras chilena es la que conceptúa la cesación de pagos como un estado económico complejo y general y no como un mero incumplimiento.” 
Dentro de este contexto, el artículo 43 del actual Libro IV del Código de Comercio -que contiene el texto de la ley de quiebra- establece las causales que habilitan a los acreedores para solicitar al órgano jurisdiccional la declaración de quiebra de los deudores, de tal manera que en la disposición legal citada encontramos una suerte de “catálogo de causales de quiebra”. 
Cabe destacar que las referidas causales deben ser entendidas como indicios de una situación de insolvencia del deudor, lo que justifica que se inicie en su contra un proceso de ejecución universal como lo es la quiebra. Sin embargo en la práctica se observa como este proceso es instrumentalizado con el fin de presionar indebidamente al pago de determinados créditos, muchas veces supuestos, evitando utilizar la vía idónea establecida por la ley para tal efecto, en particular el juicio ejecutivo. Lo anterior se produce en el contexto de un procedimiento el cual, conforme lo establecido por el artículo 45 del Libro IV del Código de Comercio, concede al demandado sólo un traslado (tres días) para poder acompañar antecedentes que desvirtúen la solicitud del demandante, sin que pueda existir un contradictorio propiamente tal sino que hasta después de declarada la quiebra, durante la tramitación del llamado “recurso especial de reposición”,  único recurso que se puede interponer en contra de la resolución que declara la quiebra, el cual no suspende sus efectos y que, dado el actual retraso que experimenta la vista y fallo de causas en la Corte de Apelaciones de Santiago y Suprema, en un sinnúmero de casos sólo se resuelve en forma definitiva una vez transcurridos varios meses e incluso años.  
De esta forma muchas empresas se ven en una situación en que, no obstante contar con excepciones que podrían oponer en el respectivo juicio ejecutivo, prefieren consignar el valor de que da cuenta el título en que se funda la demanda de quiebra a fin de evitar el perjuicio que les produciría una eventual declaratoria ante sus clientes y el mercado en general. Es así como, paradójicamente, se solicita muchas veces la quiebra de empresas solventes, precisamente porque son ellas las que optarán por evitar cualquier amenaza de declaratoria a través de la referida consignación. 

Cabe destacar en este punto que la exigencia establecida en el inciso segundo del artículo 44 del Libro IV del Código de Comercio en cuanto a que se debe acompañar a la solicitud de quiebra un  vale vista o boleta bancaria a la orden del tribunal equivalente a 100 unidades de fomento  para subvenir  los gastos de la quiebra, no resulta un medio eficaz para evitar la práctica de utilizar el proceso concursal como un sucedáneo a la ejecución individual, ya que se trata de un valor relativamente bajo en relación a un rango importante de pretensiones pecuniarias.  Por otra parte, tampoco logra evitar la utilización abusiva de la quiebra la norma contenida por el inciso tercero del artículo 45 del Título IV del Código de Comercio, al disponer que en el caso que la solicitud fuere desechada en definitiva, el deudor podrá demandar indemnización de perjuicios al acreedor si probare que éste ha procedido  culpable o dolosamente, al no existir un procedimiento expedito a través del cual se pueda hacer efectiva dicha responsabilidad y al tener el afectado que acreditar el referido dolo o culpa.  

Para enfrentar esta situación es que propongo efectuar tres modificaciones a nuestras normas concursales:

I.-  
Precisar la naturaleza del título al cual se refiere el supuesto indicativo de insolvencia contenido en el referido número 1 del artículo 43 del Libro IV del Código de Comercio;

II.-
Establecer un plazo razonable que permita al demandado reunir los antecedentes necesarios que acrediten  su situación de solvencia;
III.-
Modificar el régimen establecido para hacer efectiva la responsabilidad de quien ha presentado una solicitud de quiebra que ha sido en definitiva rechazada.

I.
Naturaleza del título al cual alude el supuesto indicativo de insolvencia contenido en el número 1 del artículo 43 del Libro IV del Código de Comercio. 


Tal como lo ha precisado el profesor Oscar Torres Zagal, la causal declaratoria de quiebra establecida en el artículo 43 Nº 1 le da una especial característica a nuestro Derecho de Quiebras, también denominado Concursal, ya que recoge como causa de la declaración de quiebra la “cesación de pago”, la que como es sabido fue recepcionada por el Libro IV del Código de Comercio de 1865 de la legislación francesa de la época (Código de Comercio francés de 1809), se conservó por la Ley de Quiebras Nº 4.554, de 1931 y de ésta pasó reformada a la Ley Nº 18.175, de 1982, hoy integrada en el citado Libro IV del Código de Comercio.
En efecto, la Ley Nº 4.558, de 1931, en su artículo 37 disponía que  cualquiera de los acreedores podía solicitar la declaración de quiebra, aún cuando su crédito no fuese exigible, en los siguientes casos: “Cuando el deudor comerciante cese en el pago de una obligación mercantil”. 


Esta causal sólo era aplicable a los comerciantes y no exigía que ésta obligación constare en un título ejecutivo, con lo que cualquier documento crediticio era idóneo para solicitar al Tribunal competente la declaración de quiebra del comerciante. 

El actual artículo 43 Nº 1, establece que cualquiera de los acreedores podrá solicitar la declaración de quiebra, aun cuando su crédito no sea exigible, en los siguientes casos:
“1.
Cuando el deudor que ejerza una actividad comercial, industrial, minera o agrícola, cese en el pago de una obligación mercantil con el solicitante, cuyo título sea ejecutivo;”.
Como se puede apreciar la norma citada establece un conjunto de requisitos, los que tienen un carácter copulativo y de derecho estricto:

a)
La existencia de un acreedor cuyo crédito sea actualmente exigible;
b)
Un deudor “calificado” por su actividad a saber: comerciante, industrial, minero o agrícola, calificación que debe existir al tiempo en que se contrae la obligación mercantil cesada en el pago (según dispone el artículo 52, Nº 1, segunda parte del Libro IV del Código de Comercio);
c)
Cesación de pago, que debe entenderse como el incumplimiento de una obligación, esto es la no prestación de la conducta debida, sin causa legal que la justifique;
d)
Obligación de carácter mercantil. En efecto la obligación cesada en el pago debe ser una obligación de naturaleza mercantil, esto es aquellas que nacen de actos jurídicos mercantiles de aquellos establecidos en el artículo 3º del Código de Comercio, con lo que se excluyen cesaciones de pago de obligaciones de otras naturalezas jurídicas, tales como: civiles, tributarias, laborales, administrativas u otras;

e)
La obligación mercantil cesada en el pago debe constar en un Título Ejecutivo, entendiéndose por título ejecutivo “aquél emanado de deudor o su representante, que, por tener consignada una obligación de pagar una cantidad de dinero líquida y exigible, permite al acreedor en virtud de texto expreso de ley, promover el proceso ejecutivo”, según define el jurista uruguayo Eduardo Couture (“Vocabulario Jurídico”, Editorial Depalma, Buenos Aires, 1993).

El requisito procesal al cual hace referencia la causal contenida en la norma citada relativo a la existencia de un título ejecutivo  reviste especial importancia para analizar y ponderar la procedencia o admisibilidad de fondo de la causal de quiebra del artículo 43 Nº 1, ya que partiendo del presupuesto de que el proceso de quiebra es la última “ratio” del elenco de acciones o tutelas que el sistema jurídico privado entrega a los acreedores, siendo por lo tanto, una tutela jurídica excepcional y de derecho estricto, lo que exige que la existencia de Título Ejecutivo exista ya perfecto al tiempo de contraerse la obligación mercantil que se invoca como cesada en el pago. Lo señalado, con la finalidad de evitar que cualquier acreedor pueda pedir la quiebra del deudor, como lo fue durante la vigencia de la Ley Nº 4.558, de 1931 y en este punto el legislador de 1982 se apartó de esta regulación “amplia” y optó por un sistema restringido. 

De esta forma se debe reservar la causal en comento sólo al acreedor que cuente con título ejecutivo “perfecto” al tiempo de contraerse la obligación cesada en el pago, de tal manera que no es admisible y no comprende el caso en que el acreedor que careciendo de título ejecutivo al tiempo de contraerse la obligación cesada en el pago, pueda por el procedimiento de preparación de “vía ejecutiva” regulado en el Libro III del Código de Procedimiento Civil, optar a su arbitrio por presentar una demanda ejecutiva o bien, por pedir la declaración de quiebra del deudor.

En definitiva si se admite que cualquier título ejecutivo pueda fundar una petición de quiebra, se desnaturalizaría el proceso concursal, toda vez que la demanda de quiebra sería utilizada como un simple juicio de cobro de pesos “privilegiado” para obtener “un pronto pago”, ya que el demandado atendida la especial estructura procesal del proceso declarativo de quiebra se ve forzado a consignar el crédito, sólo para evitar la declaratoria de quiebra, sin tener oportunidad de poder desarrollar una defensa procesal en forma con las garantías de un racional y justo proceso legal consagrado a nivel de nuestra Constitución Política, en el  Artículo 19 Nº 3º, inciso 5º.

Por lo expuesto, debe ser condición esencial que el acreedor acompañe como documento fundante de su demanda de quiebra un título ejecutivo “perfecto” “ab initio” que de cuenta de una obligación mercantil cesada en el pago cuando se invoca la causal de quiebra del artículo 43 Nº 1 del Libro IV del Código de Comercio.


La necesidad de ley para regular esta materia deriva en, que mas allá de los argumentos señalados, muchos tribunales en la práctica acogen solicitudes de de quiebra a partir de la mera presentación de un título ejecutivo junto con la respectiva gestión preparatoria, lo que produce la desnaturalización de la quiebra y sus instituciones.

II.
Plazo razonable que permita al demandado preparar argumentos y reunir antecedentes necesarios que sirvan para desvirtuar la causal invocada y acreditar su situación de solvencia.


Conforme lo establecido por el artículo 45 del Libro IV del Código de Comercio, ante la presentación de la demanda de quiebra por un acreedor, el juzgado se pronunciará sobre tal solicitud a la brevedad posible, con audiencia del deudor, y deberá cerciorarse, por todos los medios a su alcance, de la efectividad de las causales invocadas. Se agrega que esta audiencia sólo tendrá un carácter informativo, no dará lugar a incidente, y en ella éste podrá consignar fondos suficientes para el pago de los créditos que hubieren servido de base a la solicitud de quiebra y las costas correspondientes, en cuyo caso no procederá la declaración de quiebra.


El problema se suscita al establecer de qué manera se traduce en la práctica lo dispuesto por la norma señalada respecto al plazo que se le concede al demandado a fin de valerse de aquellos argumentos y  antecedentes que sirvan para desvirtuar la petición de quiebra dirigida en su contra. Sobre este particular existen dos posiciones, 

a) El plazo para evacuar el traslado otorgado al deudor corresponde al termino de emplazamiento en juicio ordinario de mayor cuantía, toda vez que no existe ninguna norma expresa que establezca otro plazo, y atendiendo a que no estaríamos frente a un incidente, según se desprendería del tenor literal de la norma contendida en el artículo 45 ya citado (en este sentido, Puelma Acorsi, Álvaro. Curso de Derecho de Quiebras. Editorial Jurídica de Chile. Pág. 48.);

b) Al tratarse de una “audiencia”, el término del traslado es de tres días, lo que sería además concordante con lo establecido por el artículo 5º del Libro IV del Código de Comercio, al disponer que toda cuestión que se suscite en el juicio de quiebras se tramitará como incidente a menos que la ley señale un procedimiento diverso, cosa que en la especie no acontece (En este sentido, Puga Vial, Juan Esteban. Obra citada. Pág. 285).


En la práctica se observa que los tribunales han optado por la interpretación más restringida, otorgándole al demandado un plazo de tres días para que pueda hacerse cargo de la demanda de quiebra y presentar antecedentes que la desvirtúen. Lo anterior deja en una situación de desprotección material a los demandados, especialmente a las PYMES, ya que exige de un esfuerzo de envergadura el poder contestar en tan breve plazo la respectiva solicitud de quiebra, en un contexto en que el tribunal debe pronunciar al más breve plazo sentencia en que la declare o la rechace, lo que en los hechos suele ocurrir considerando un parámetro más bien bajo, referido principalmente al cumplimento de ciertas formalidades.


Considerando todo lo señalado, resulta necesario establecer una norma expresa que corrija esta situación, fijando un plazo razonable durante el cual el demandado pueda efectuar un debido análisis de la solicitud de quiebra dirigida en su contra, reunir los antecedentes que tengan por finalidad dar sustento a su defensa, además de poder contar con una debida asesoría jurídica, sobre todo en el caso de las PYMES, las que por lo general no tienen abogados especialistas de planta. 


Es por esto que propongo establecer un plazo de 10 días a fin que el demandado pueda contestar la solicitud de quiebra, aportando todos aquellos antecedentes que sirvan para desvirtuar la causal invocada y demostrar su solvencia.  

III.
Régimen establecido por nuestro derecho concursal para hacer efectiva la responsabilidad de quien ha efectuado una solicitud de quiebra que en definitiva es rechazada.


Tal como se ha señalado, el inciso tercero del artículo 45 del Libro IV del Código de Comercio prescribe que cuando la solicitud de quiebra sea  desechada en definitiva, “el deudor podrá demandar indemnización de perjuicios al acreedor, si probare que éste ha procedido culpable o dolosamente.”


Son dos las materias que se deben abordar para dotar de mayor efectividad a la acción de perjuicios establecida en la norma citada:

1.
Prueba de la culpa. Propongo que se presuma la culpa de quien ha presentado una solicitud de quiebra que ha sido rechazada en definitiva, de manera tal que sea aquél que ha demandado sin fundamento suficiente el que deba acreditar en el respectivo juicio indemnizatorio que ha obrado sin negligencia. 

2.
Procedimiento. Propongo establecer que en el caso señalado, la acción de perjuicios se tramitará conforme a las normas del juicio sumario, a fin de evitar que se entrampe durante años, lo que es coincidente con la circunstancia que el hecho a partir del cual se solicita la reparación es de fácil prueba, ya que consiste en la demanda de quiebra presentada y su posterior rechazo por el órgano jurisdiccional mediante sentencia ejecutoriada.


En definitiva estamos frente a una institución que corre el serio riesgo de desnaturalizarse a partir de las prácticas abusivas de quienes pretenden transformar a la quiebra en un sucedáneo del juicio ejecutivo por obligaciones de dar, utilizando abusivamente un proceso como el concursal el cual, por su relevancia, debe ser perfeccionado a fin de garantizar que cumpla sus reales objetivos. 


Es en atención a las consideraciones señaladas que tengo en honor de presentar la siguiente:   
MOCIÓN

MODIFICA EL LIBRO IV DEL CÓDIGO DE COMERCIO A FIN DE EVITAR EL USO ABUSIVO DEL JUICIO DE QUIEBRA.

Artículo Único. Modifíquese el Libro IV del Código de Comercio en los siguientes términos: 

1º
En el número 1 del inciso primero de su artículo 43, reemplácese la expresión “y cuyo título sea ejecutivo” por la siguiente: “la cual conste en un título ejecutivo que no haya requerido de la realización de una gestión preparatoria previa”.
2º
Reemplácese el inciso segundo de su artículo 45 por el siguiente: “Dentro del término de 10 días contados desde la notificación de la solicitud de quiebra y su proveído, el deudor podrá presentar en un solo escrito todos los argumentos y acompañar todos los antecedentes que  estime pertinentes a fin de desvirtuar la causal invocada y acreditar su solvencia, lo cual no podrá dar lugar a incidente alguno. En el mismo plazo el deudor podrá consignar fondos suficientes para el pago de los créditos que hubieren servido de base a la solicitud de quiebra y las costas correspondientes, en cuyo caso no procederá la declaración de quiebra.”

3º
En el inciso tercero de su artículo 45, agréguese después del punto ubicado a continuación de la palabra “dolosamente” la siguiente oración: “En este caso se presumirá la culpa quien haya solicitado la quiebra, debiendo tramitarse el respectivo juicio indemnizatorio en conformidad a las reglas establecidas en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil.” 
(Fdo.):Antonio Horvath Kiss, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NARANJO, ESCALONA, MUÑOZ ABURTO, NAVARRO Y NÚÑEZ, MEDIANTE EL CUAL SE CONDENA LA REPRESIÓN EFECTUADA POR LA JUNTA MILITAR QUE GOBIERNA MYANMAR, Y SE SOLICITA A SU EXCELENCIA LA SEÑORA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE INSTRUYA AL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES PARA QUE EL EMBAJADOR DE CHILE ANTE LAS ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS, REALICE GESTIONES PARA LA ADOPCIÓN DE MEDIDAS QUE EVITEN UN MAYOR SUFRIMIENTO AL PUEBLO BIRMANO 

(S 1017-12)

Honorable Senado:

Considerando:

1.— Que la opinión pública nacional e internacional se ha visto conmovida por las imágenes que nos muestran cientos de miles de monjes budistas y de ciudadanos de Myanmar exigiendo democracia y respeto a los Derechos Humanos para este país del sudeste asiático.

2.— Que esto no es un hecho aislado ya que por décadas la Junta Militar que gobierna dicho país ha desatado la represión contra su pueblo ante la pasividad de la comunidad internacional, llegando incluso a detener por años a la Premio Nobel de la Paz 1991 señora Aun san Suu Kyi.

3.— Que ya en 1988 se produjo un alzamiento civil contra la dictadura militar que según cifras conservadoras tuvo como consecuencia más de 3000 personas, hombres mujeres y niños asesinados. Por lo cual hoy alrededor del 10% de la población de Myanmar se encuentra viviendo en campos de refugiados o clandestinamente en países vecinos, principalmente Tailandia.

4.— Que por tanto, no es posible que las Naciones Unidas continúen teniendo una política que no conduce a ninguna parte, ya que las supuestas sanciones económicas y morales a que ha recurrido no han tenido ni tendrán efecto alguno ante la Junta Militar, mientras China y Rusia continúen apoyándola debido a sus intereses políticos y económicos particulares. 

5.— Que ante esta situación se mandó un enviado especial de la ONU al diplomático nigeriano señor Ibrahuim Gambari, pero es necesario recordar que ya el 2006 se envió otro enviado similar sin obtener solución alguna.

6.— Por los motivos anteriormente expuestos, este Honorable Senado aprueba el siguiente Proyecto de Acuerdo.

PROYECTO DE ACUERDO

“El Senado de la República condena la represión desarrollada por la Junta Militar que gobierna Myanmar; y solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República señora Michele Bachelet para que si lo tiene a bien, instruya al Ministro de Relaciones Exteriores señor Alejandro Foxley para que nuestro embajador en la ONU realice todas las gestiones necesarias para que este organismo implemente medidas concretas para terminar con el dolor y sufrimiento del pueblo birmano, de tal forma que pueda construir un futuro en paz, y en una democracia donde todas las minorías étnicas y religiosas sean respetadas”.

(Fdo.):Jaime Naranjo Ortiz, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Ricardo Núñez Muñoz, Senador
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES HORVATH, BIANCHI, GARCÍA, KUSCHEL Y SABAG, MEDIANTE EL CUA SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA SEÑORA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, QUE ENVÍE A  TRÁMITE LEGISLATIVO UNA INDICACIÓN AL PROYECTO DE LEY QUE PERFECCIONA EL SISTEMA PREVISIONAL (4742-13), CON EL FIN DE PERMITIR QUE LOS FUNCIONARIOS DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA PUEDAN TENER UNA JUBILACIÓN EQUIVALENTE AL 90 POR CIENTO DE SUS REMUNERACIONES

(S 1018-12)

HONORABLE SENADO

Considerando:

1.- Que en el acuerdo entre el Gobierno y la ANEF se estableció un tope para el valor de las pensiones del INP, el que reajustado al día de hoy, alcanza aproximadamente los $838.281.-

2.- Que este tope significa que para todos los funcionarios imponentes del INP, cuyas rentas son de hasta $ 930.000.- su pensión será el 90% de su renta.

3.- Que las rentas de los funcionarios que sobrepasan dicho valor, van sufriendo un daño previsional progresivo, que hace que en el grado más alto del estamento profesional (Grado 4° Escala Unica de Sueldos) su pensión alcance sólo el 42% de su renta en actividad, según tabla que se adjunta y en la que se explica claramente la progresión de dicho daño a medida que las rentas son más altas. 

4.- Que con esta situación se está dañando además a los profesionales de la Administración Pública, lo que produce un deterioro al propio Estado.

PROYECTO DE ACUERDO

El H. Senado acuerda solicitar a S.E. la Presidenta de la República el que tenga a bien incluir en el Proyecto de Reforma Previsional, actualmente en trámite en el Senado, una indicación que permita que los funcionarios y profesionales de la Administración Pública tengan el mismo tope relativo en su valor de pensiones, de manera que puedan jubilar con el 90% de su renta..

(Fdo.):Antonio Horvath Kiss, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Carlos Ignacio Kuschel Silva, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES PARA SUPRIMIR FUNCIONES ADMINISTRATIVAS DE CARABINEROS DE CHILE

(4322-07)

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:
HONORABLE SENADO:


La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre la Cámara de Diputados y el Senado, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en la suma, iniciado en mensaje de la señora Presidenta de la República y que tuvo origen en la Cámara de Diputados.


La Cámara de Diputados, en sesión de fecha 11 de julio de 2007, rechazó todas las enmiendas introducidas al proyecto por el Senado en el segundo trámite constitucional y designó como integrantes de la misma a los Honorables Diputados señores Pedro Araya Guerrero, Juan Bustos Ramírez, Alberto Cardemil Herrera, Edmundo Eluchans Urenda y Patricio Hales Dib. Con posterioridad, el Honorable Diputado señor Hales fue reemplazado por el Honorable Diputado señor Jaime Quintana Leal.


El Senado, por su parte, en sesión de fecha 17 de julio de 2007, designó como miembros de la referida Comisión Mixta a los integrantes de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, José Antonio Gómez Urrutia, Hernán Larraín Fernández y Pedro Muñoz Aburto.


Convocada por el señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 12 de septiembre de 2007, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero, José Antonio Gómez Urrutia, Hernán Larraín Fernández y Pedro Muñoz Aburto, y Honorables Diputados señores Juan Bustos Ramírez, Edmundo Eluchans Urenda y Jaime Quintana Leal. En la oportunidad indicada se eligió por unanimidad como Presidente al Honorable Senador señor José Antonio Gómez Urrutia  y, de inmediato, la Comisión Mixta se abocó al cumplimiento de su cometido.


Se deja constancia de que el proyecto de ley en informe no contiene normas de quórum especial ni que afecten la organización y atribuciones de los tribunales de justicia.

- - - - - - -

NORMAS JURÍDICAS VINCULADAS CON EL PROYECTO


La iniciativa legal en informe se relaciona con los siguientes cuerpos normativos:

1. De la Constitución Política de la República, los artículos 76 y 83, que facultan a los tribunales y al Ministerio Público para impartir a la policía órdenes directas.

2. Código de Procedimiento Penal, artículo 196, notificación de los testigos. 

3. Código Procesal Penal, artículo 24, sobre notificaciones.

4. Código del Trabajo, artículo 430, primera notificación al demandado.

5. Decreto con fuerza de ley N° 216, de 1931, salvoconducto para mudanza.

6. Ley N° 18.290, Ley de Tránsito, artículo 184, sobre constancia de accidentes en que sólo hay daños materiales.

7. Ley N° 18.490, sobre seguro obligatorio de accidentes causados por vehículos, artículo 22, relativo al certificado para la aseguradora con los datos de un accidente.

8. Decreto ley N° 3.557, de 1981, sobre protección agrícola, artículo 6°, notificación de resoluciones de control de plagas.

9. Ley N° 18.755, del Servicio Agrícola y Ganadero, artículo 19, notificación de determinadas resoluciones en procedimientos administrativos y judiciales de aplicación de sanciones por infracciones a esa normativa.

10. Ley N° 19.693, que modifica diversos textos legales para hacer más eficiente la función de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones.

11. Ley N° 19.419, que regula actividades relacionadas con el tabaco, artículo 15, relativo a la fiscalización del cumplimiento de la ley y a las denuncias ante el tribunal competente.

12. Ley N° 19.477, Orgánica del Servicio de Registro Civil e Identificación.

- - - - - - -

CONTENIDO DEL PROYECTO Y DESCRIPCIÓN DE LAS DISCREPANCIAS ENTRE AMBAS CÁMARAS


Esta iniciativa de ley tiene por objetivo suprimir funciones administrativas que desempeña Carabineros por mandato de diversas disposiciones legales, de manera de destinar el mayor número de funcionarios posible al cumplimiento de labores netamente policiales, con particular énfasis en el rol preventivo.


Los tres primeros artículos excluyen a Carabineros de la práctica de determinadas notificaciones judiciales. El 1º modifica el artículo 196 del Código Orgánico de Tribunales, respecto de notificaciones a los testigos en el juicio penal anterior a la Reforma. El 2º hace lo propio en el artículo 24 del nuevo Código Procesal Penal. Y el 3º prescinde de la intervención de la policía uniformada en la primera notificación en juicios del trabajo, establecida en el artículo 430 del Código del ramo.


En el Senado, el Ejecutivo propuso eliminar estos artículos, anunciando el próximo establecimiento de un sistema unificado de notificaciones para las justicias penal, laboral y de familia, del que la Corporación Administrativa del Poder Judicial está desarrollando un plan piloto en la Región Metropolitana. Una vez que se ponga en marcha aquel sistema de notificaciones, se suprimirán las disposiciones que imponen a la policía la realización de esas actuaciones judiciales.


El artículo 4º regula el salvoconducto que Carabineros otorga a quienes se mudan de domicilio. El texto aprobado por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional sustituía la intervención de la policía por la de la municipalidad respectiva, ante la cual el interesado debería hacer una declaración jurada simple. El Senado lo reemplazó por una declaración jurada ante el notario del lugar o el Oficial Civil, allí donde no haya notario, pues estimó conveniente que la diligencia se cumpla ante un ministro de fe.


El artículo 5º, que sustituye el artículo  184 de la Ley de Tránsito, Nº 18.290, regula el caso de los accidentes de tránsito en que sólo se producen daños materiales y los conductores acuden a Carabineros para dejar una constancia de los hechos, sin formular denuncia infraccional, pues recurrirán a la compañía de seguros que haya asumido los riesgos. La norma de reemplazo aprobada por la Cámara de Diputados preceptúa que Carabineros sólo hará denuncia ante el Juzgado de Policía Local en caso de un accidente de tránsito en que únicamente ha habido daños materiales, si alguno de los interesados lo requiere.


El Senado, oyendo al Ministerio del Interior, que argumentó que esta norma encubre un subsidio a las compañías aseguradoras, resolvió mantener las cosas como están y eliminó el artículo 5º, en vista de que la disposición vigente proporciona certidumbre sobre hechos que serán materia de un proceso judicial y de que el Ejecutivo informó que las aseguradoras han ofrecido dotar a Carabineros de una plataforma tecnológica que aliviane estas tareas y permita ejecutarlas ocupando el mínimo de funcionarios posible.


El artículo 6º modifica el artículo 22 de la ley 
N° 18.490, que establece el seguro obligatorio de accidentes personales causados por circulación de vehículos motorizados. La enmienda consiste en trasladar de Carabineros al tribunal competente o al Ministerio Público la función de certificar gratuitamente los datos de un accidente de tránsito


El artículo 7º reforma el inciso tercero del artículo 6° del decreto ley N° 3.557, de 1980, que dispone que la notificación de resoluciones del Servicio Agrícola y Ganadero que declaran de control obligatorio una plaga vegetal podrán ser practicadas por carabineros, además de los funcionarios del Servicio. La modificación consiste en eliminar la referencia a la policía uniformada.


El artículo 8º suprime la mención de carabineros en el artículo 19 de la ley N° 18.755, que regula un  procedimiento especial para sancionar infracciones a las normas legales o reglamentarias que tengan por finalidad promover el desarrollo agropecuario del país, tarea que también compete a los funcionarios del Servicio Agrícola y Ganadero.


Los tres artículos anteriores no fueron modificados por el Senado.


Por último, el artículo 9º opera varios cambios en el artículo 15 de la ley N° 19.419, cuerpo legal que regula actividades relacionadas con el tabaco, de modo de circunscribir la función de fiscalización del cumplimiento de la misma a la Autoridad Sanitaria y excluir de ella a Carabineros de Chile. 


El Senado rechazó el artículo 9º porque estimó que exceptuar a la policía de esta tarea puede constituir una señal que debilite la Ley del Tabaco, que es muy frágil, en cuanto supone un cambio cultural.


La Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, rechazó todos los cambios introducidos por el Senado en la iniciativa de ley en informe, en cumplimiento de un acuerdo adoptado por los Comités de dicha Corporación, para revisarla en una Comisión Mixta, en atención a que las enmiendas hechas por la cámara revisora reponían varias de las funciones que se pretendía restar a Carabineros.

- - - - - - -

DISCUSIÓN Y ACUERDOS DE LA COMISIÓN MIXTA

Artículos 1º, 2º y 3º 


En lo que respecta a los artículos 1º, 2º y 3º del proyecto, la Comisión Mixta acordó, por unanimidad de sus miembros presentes, reponer las disposiciones que en su oportunidad aprobó la Cámara de Diputados y que el Senado suprimiera en el segundo trámite constitucional. Son las que sustraen a la policía de la práctica de notificaciones en la justicia criminal y en la laboral.


Para ello se basó en que eliminar de las disposiciones legales que aquellos preceptos modifican la referencia a la policía uniformada debiera tener la virtud de incentivar el más pronto establecimiento del sistema unificado de notificaciones anunciado por el Ejecutivo y de disuadir a los tribunales de recurrir a la policía para esos menesteres. 


También se tuvo presente que distraer funcionarios policiales para apoyar la función judicial, si bien es algo que se ajusta al ordenamiento constitucional, que permite a los tribunales y al Ministerio Público impartir órdenes directas a la policía para el cumplimiento de sus resoluciones, al menos en el caso de la policía uniformada resulta contrario a la lógica del Plan Cuadrante de Seguridad Preventiva, que propende a fortalecer los vínculos entre la población y Carabineros de Chile, mediante un programa de vigilancia que garantice la seguridad ciudadana y una buena convivencia social, y que además permita conocer y solucionar los problemas reales que aquejan a las personas en esos ámbitos.


- El acuerdo se adoptó con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Espina, Gómez y Larraín y los Honorables Diputados señores Bustos, Eluchans y Quintana.
Artículo 4º

En lo que atañe al artículo 4º, la Comisión Mixta prefirió el texto formulado por el Senado, que respalda la emisión del salvoconducto con la intervención de un notario u Oficial Civil, porque da mayores garantías de certeza y validez y no recarga a los municipios con una nueva tarea.


- Acordado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Bustos, Eluchans y Quintana.

Artículo 5º


En el caso del artículo 5º se siguió igual predicamento, en el sentido de optar por el criterio del Senado, que mantiene el texto vigente del artículo 184 de la Ley de Tránsito, de modo que las constancias en caso de accidentes de tránsito en que sólo haya daños materiales se sigan practicando ante Carabineros de Chile.


- El acuerdo se adoptó con igual votación que el anterior.

Artículos 6º, 7º y 8º


Los artículos 6º, 7º y 8º, que el Senado no había modificado, pero que el acuerdo de la Cámara de Diputados rechazara de todos modos, fueron repuestos, también de forma unánime, por los miembros presentes de la Comisión Mixta.


- Así lo resolvieron los Honorables Senadores señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Bustos, Eluchans y Quintana.

Artículo 9º


En lo tocante al artículo 9º, la Comisión Mixta, por mayoría, decidió conservarlo y desestimar lo acordado por el Senado en el segundo trámite constitucional, que había eliminado dicho precepto del proyecto, de tal suerte que Carabineros de Chile será eximido de las labores de fiscalización de las normas de la Ley del Tabaco, Nº 19.419.


Para obrar de este modo se tuvo en consideración que no es conveniente dejar un margen tan amplio para que la policía ingrese e intervenga en el diario funcionamiento de locales como restoranes y bares, pues ello puede dar lugar a situaciones aún más complejas de manejar que una simple infracción a la Ley del Tabaco. Por lo demás, el control puede ser ejercido por el responsable del establecimiento, por el público mismo o por la autoridad sanitaria y, en todos esos casos, si se genera un incidente de mayores proporciones, de todos modos se invocará la presencia de carabineros en razón del desorden en lugar público.


El Honorable Senador señor Gómez anunció su voto diferente a la mayoría, y mantuvo la posición asumida al rechazar el artículo 9º en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado.


- La inclusión del artículo 9º del proyecto de la Cámara de Diputados recibió el voto favorable de los Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Muñoz, don Pedro, y de los Honorables Diputados señores Bustos, Eluchans y Quintana. Por eliminarlo se manifestó el Honorable Senador señor Gómez.
- - - - - - -

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


En mérito del debate y resoluciones precedentemente expuestos, a fin de resolver la discrepancia suscitada entre ambas ramas del Congreso Nacional, la Comisión Mixta somete a la consideración del Senado y de la Cámara de Diputados la siguiente proposición, para que se pronuncien sobre ella en una sola votación:
“Artículos 1º, 2° y 3°


Aprobar la proposición de la Cámara de Diputados.

Artículos 4º y 5°


Aprobar la proposición del Senado, que comprende la eliminación del 5°, de tal manera que cambia la numeración de los preceptos siguientes.

Artículos 6º, 7° y 8°


Aprobar, como artículos 5°, 6° y 7°, respectivamente, la proposición de la Cámara de Diputados, también aceptada por el Senado en el segundo trámite constitucional.

Artículo 9º


Aprobar la proposición de la Cámara de Diputados, como artículo 8° del proyecto.”.

- - - - - -


A título ilustrativo, se consigna enseguida el texto del proyecto de ley que como queda si es aprobada la proposición de la Comisión Mixta:
“PROYECTO DE LEY:

Artículo 1°.- Suprímese, en el inciso segundo del artículo 196 del Código de Procedimiento Penal, la oración “, y, excepcionalmente y por resolución fundada, un agente de la policía”.


Artículo 2°.- Suprímese, en el inciso segundo del artículo 24 del Código Procesal Penal, la oración “o, en casos calificados y por resolución fundada, por un agente de la policía”.


Artículo 3°.- Suprímese, en el inciso segundo del artículo 430 del Código del Trabajo, la oración “Excepcionalmente y por resolución fundada, podrá ser practicada por Carabineros de Chile.”.


Artículo 4°.- Reemplázase el artículo único del decreto con fuerza de ley Nº 216, del Ministerio de Hacienda, de 1931, sustituido por el artículo 2° de la ley N° 19.866, por el siguiente:


“Artículo único.- El propietario u ocupante a cualquier otro título de una vivienda, para cambiar su domicilio, deberá efectuar una declaración jurada ante el notario con competencia en la comuna en que el declarante tiene actualmente su morada, o ante el Oficial del Registro Civil competente en el mismo lugar, si allí no hubiere notario, en la cual dejará constancia del domicilio del cual se mudará y de aquél al cual lo hará. En esta declaración jurada se deberá dejar constancia, además, de que el declarante no tiene impedimento legal, judicial ni contractual para efectuar la mudanza.


El Notario o el Oficial Civil ante el cual se realice la declaración señalada en el inciso precedente, solicitará al declarante antecedentes que acrediten la calidad invocada, para lo cual bastará exhibir los recibos del impuesto territorial o del pago de los servicios, extendidos a su nombre. Si quien se trasladará no es el propietario, deberá presentar la autorización de éste o de quien haya recibido la tenencia del inmueble, o el recibo que acredite el pago de la renta de arrendamiento correspondiente al último mes, así como las constancias de encontrarse al día en el pago de los servicios con que cuente el inmueble. 


El arancel por la declaración jurada señalada en el inciso primero no podrá ser superior a dieciocho milésimos de unidad tributaria mensual. 


Si no se ha dado cumplimiento a las disposiciones precedentes, Carabineros impedirá que se efectúe la mudanza. Sin perjuicio de ello, la infracción será castigada con multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales, por el respectivo juzgado de policía local.”.

Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 22 de la ley N° 18.490:


1)
 Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“A solicitud de la misma entidad aseguradora, de un liquidador de siniestros, de la víctima del accidente de tránsito o familiar o beneficiario contemplado en esta ley o de cualquier persona o institución beneficiaria del seguro, el tribunal competente o el Ministerio Público, en su caso, otorgará un certificado en el cual se consignen los datos del accidente de tránsito.”.


2) 
Derógase el inciso tercero.


Artículo 6°.- Suprímese, en el inciso tercero del artículo 6° del decreto ley N° 3.557, de 1980, la frase “o de Carabineros de Chile”.


Artículo 7°.- Suprímese, en el artículo 19 de la ley N° 18.755, la frase “o de Carabineros de Chile”.


Artículo 8°.- Introdúcense, en el artículo 15 de la ley N° 19.419, las siguientes modificaciones:


1)
 Suprímese la frase “y Carabineros de Chile”.


2)
 Reemplázanse las palabras “fiscalizarán” y “denunciarán” por “fiscalizará” y “denunciará”, respectivamente.”.”.
- - - - - - -


Acordado en sesión celebrada el 12 de septiembre de 2007, con asistencia de los HH. Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Pedro Muñoz Aburto y los Honorables Diputados señores Juan Bustos Ramírez, Edmundo Eluchans Urenda y Jaime Quintana Leal.


Valparaíso, a 27 de septiembre de 2007.

(Fdo.):Fernando Soffia Contreras,

Secretario
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